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Mientras  se  está  imprimiendo  la  obra  Estudios  sobre 
La  Constitución  Nacional  Argentina,  escrita  por  el 
doctor  Luis  Y.  Varela,  Ministro  decano  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  Federal,  se  lia  producido  el  caso  pen 
diente  de  la  requisición  de  Intervención  Federal  en  San 
Luis,  que  el  Honorable  Congreso  Nacional  debe  empezar 
á  discutir  en  breves  días. 

Convencido  de  que  la  obra  del  doctor  Varela,  en  sus 
extensos  estudios  especiales  de  los  artículos  5o  y  6°  de 
la  Constitución,  puede  contribuir  á  la  mejor  solución  del 
punto  en  debate,  *no  sólo  por  la  competencia  que  á  su 
autor  se  recenoce  en  materias  constitucionales,  sino 
también  por  la  imparcialidad  política  con  que  la  obra 
está  escrita,  liemos  reunido  en  este  [folleto  especial  la 
Introducción  que  precede  átodo  el  trabajo  y  el  Capítulo 
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VII  del  tomo  I,  pues  ambas  tienen  inmediata  aplicación 
á  la  cuestión  que  va  d  debatirse. 

Nuestro  objeto  es  hacer  conocer,  con  este  motivo,  la 
naturaleza  de  la  obra  que  estamos  publicando,  su  impor¬ 
tancia  en  la  literatura  jurídica  argentina  y  la  seriedad 
de  los  estudios  que  ella  comprende. 
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mente  objeto  de  controversia  en  la  prensa,  en 
los  parlamentos  y  en  los  tribunales. 

Por  la  rapidez  con  que  se  hace  hoy  la  vida 
de  la  democracia,  es  menester  simplificarlo 
todo,  todo,  hasta  los  estudios  mismos.  Aquel 
que,  forzado  por  circunstancias  peculiares  á  un 
caso  n  obligado  por  exigencias  profesionales, 
necesite  dominar  por  completo  una  materia 
constitucional,  no  encontrará  nunca  satisfechos 
sus  anhelos  consultando  las  opiniones  y  los  co¬ 
mentarios  de  un  solo  autor.  Para  ése,  la  tarea 
será  más  árdua,  porque  tendrá  que  recurrir  á 
los  libros  del  derecho  clásico  inglés  y  norteame¬ 
ricano  á  fin  de  que,  conociendo  las  instituciones 
desde  su  origen,  pueda  comprenderlas  en  las 
modalidades  con  que  han  llegado  hasta  nos¬ 
otros. 

En  la  obra  que  hoy  emprendo,  me  pro¬ 
pongo  hacer  el  estudio  de  cada  uno  de  los  pro¬ 
blemas  de  derecho  constitucional,  que  trataré 
con  la  suficiente  claridad  y  amplitud,  en 
cuanto  basten  á  la  consulta  inmediata  del  punto 
en  debate,  señalando  en  notas  ó  en  referencias 
del  texto,  las  fuentes  donde  pueden  encontrarse 
más  detalladamente  estudiadas  las  mismas 
cuestiones. 

Empeñado  en  hacer  monografías  sobre  cada 
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una  de  las  materias  tratadas,  tomaré,  de  lo  que 
ya  he  publicado,  todo  aquello  que  pueda  ser¬ 
virme;  aun  cuando  la  mayor  parte  de  los 
trabajos  del  primer  tomo  que  hoy  aparece  sean 
inéditos. 

No  creo  que  los  estudios  hechos  durante 
treinta  años  sobre  principios  inmutables,  como 
son  los  consagrados  por  la  Constitución  Ar¬ 
gentina,  puedan  variar  á  consecuencia  de  los 
acontecimientos  políticos  que  en  ese  lapso  de 
tiempo  se  hayan  producido,  máxime  cuando 
en  la  Argentina  no  hemos  tenido  una  guerra, 
como  la  de  secesión  de  los  Estados  Unidos, 
que  llegó  hasta  alterar  los  fundamentos  de  su 
derecho  público  interno. 

En  el  prólogo  del  tomo  primero  de  mis 
Concordancias  del  Código  Civil  Argentino ,  decía 
que  al  emprender  esa  obra  de  largo  aliento,  lo 
hacía  especialmente  impulsado  por  el  temor 
de  que  mi  vida  se  extinguiese,  sin  dejar  na¬ 
da  que  siquiera  me  recordara  á  mis  descen¬ 
dientes. 

Al  lanzarme  hoy  á  esta  publicación,  cuando 
la  madurez  de  los  años  y  la  serenidad  del  es¬ 
píritu  han  dominado  ¡las  pasiones  que  suelen 
extraviar  el  recto  criterio,  lo  hago  convencido 
de  que  Boileau  tiene  razón,  cuando  afirma 
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que  «cada  hombre  debe  producir  todo  lo  que 
sabe  y  aún  más  de  lo  que  sabe». 

En  los  tiempos  modernos,  se  señalará  siem¬ 
pre  á  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos, 
como  el  más  grande  monumento  del  Derecho 
público,  porque  ella  tiene  que  privar  sobre  la 
misma  Constitución  de  la  Inglaterra  que,  no 
siendo  escrita,  no  ofrece  tantos  elementos  al 
estudio  de  la  mente  y  á  la  filosofía  de  los  espí¬ 
ritus  pensadores. 

Y  esa  Constitución  de  los  Estados  Unidos, 
que  es  la  que  ha  servido  de  base  á  nuestras  pro¬ 
pias  instituciones,  tiene  que  ser  estudiada  con 
todos  los  antecedentes  que  sirvieron  de  ele¬ 
mentos  á  su  formación,  modificando  las  leyes 
de  la  madre  patria,  y  creando,  bajo  el  imperio 
de  una  sola  soberanía,  esa  triple  autoridad  re¬ 
presentada  por  el  Gobierno  Federal  en  toda  la 
extensión  del  país,  el  gobierno  local  nacional 
en  la  capital  y  en  los  territorios  y  los  gobiernos 
autónomos  de  estado  en  cada  uno  de  éstos. 

Es,  este  estudio,  uno  de  los  objetos  primor¬ 
diales  que  me  he  propuesto  al  emprender  ésta 
publicación.  Pueblo  nuevo  en  su  organización 
definitiva,  la  República  Argentina  no  puede 
pretender  que  su  historia  patria  le  proporcione 
los  elementos  propios  de  interpretación  y  deju- 


risprudencia,  que  han  de  servirla  para  señalar 
la  verdadera  inteligencia  de  cada  uno  de  los  prin¬ 
cipios  de  la  Constitución  Nacional. 

«El  sistema  de  gobierno  que  nos  rige,  ha 
establecido  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Fede¬ 
ral,  no  es  una  creación  nuestra.  Lo  hemos 
encontrado  en  acción,  probado  por  largos  años 
de  experiencia  y  nos  lo  hemos  apropiado.  Y 
se  ha  dicho  con  razón,  que  una  de  las  grandes 
ventajas  de  esta  adopción,  ha  sido  la  de  encon¬ 
trar  formado  un  vasto  cuerpo  de  doctrina,  una 
práctica  y  una  jurisprudencia,  que  ilustran  y 
completan  las  reglas  fundamentales,  y  que  po¬ 
demos  y  debemos  utilizar  en  todo  aquello  que 
no  hayamos  querido  alterar  por  disposiciones 
particulares.»  (1) 

Al  estudiar  nuestra  propia  Constitución,  me 
será  pues,  indispensable,  estudiar  esa  práctica 
y  esa  jurisprudencia  norteamericanas  que , 
puede  decirse,  forman  la  historia  de  las  insti¬ 
tuciones  argentinas,  arrancadas  violentamente 
á  sus  tradiciones  españolas,  para  funcionar 
dentro  del  mecanismo  del  self-government  anglo 
sajón. 

Y  uno  de  los  puntos  capitales  que  ha  de  11a- 


;  1)  tallo  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  Agosto  21  de  1887. 
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mar  mi  atención,  es  el  que  se  refiere  á  esta  tri¬ 
ple  autoridad — federal,  nacional  y  local — que. 
girando  dentro  de  los  límites  del  territorio  de  la 
República,  opera  sobre  extensiones  territoria¬ 
les  distintas  y  con  diferentes  medios  y  elemen¬ 
tos  de  gobierno. 

Para  colocarme,  desde  luego,  sobre  una  ba¬ 
se  de  principios  inconmovibles,  empezaré  por 
declarar  que  pertenezco  á  la  escuela  que  reco¬ 
noce  la  preexistencia  y  la  preeminencia  de  la 
autoridad  nacional  sobre  los  gobiernos  de  las 
provincias. 

No  liemos  tenido,  felizmente,  entre  nosotros, 
la  lucirá  de  principios  y  la  lucha  de  sangre  que 
en  los  Estados  Unidos  ha  dividido  á  sus  gran¬ 
des  hombres,  defendiendo  los  unos  la  naciona¬ 
lidad  •  norteamericana  y  los  otros  los  .s tates- 
rights. 

Nuestras  veleidades  han  sido  de  otro  géne¬ 
ro:  hemos  discutido  sistemas  de  gobierno,  he¬ 
mos  producido  la  guerra  civil  en  nombre  de 
la  federación  y  del  unitarismo  tomando  estas  dos 
palabras  como  banderas  de  partidos,  y  sin  que 
siquiera  los  hombres  que  dirigían  los  bandos 
se  dieran  cuenta  del  significado  político  de  esos 
términos.  El  unitario  Rivadavia,  muere  en  el 
ostracismo  después  de  traducir  á  Toqueville, 
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el  comentador  de  la  Constitución  Federal  de  los 
Estados  Unidos;  y  el  federal  Dorrego  (acaso 
el  único  hombre  de  su  tiempo  que  verdadera¬ 
mente  conoció  ése  sistema)  es  fusilado  por  po¬ 
nerse  al  frente  de  las  fuerzas  que  sostenían  el 
centralismo  unitario  que  preparó  la  dictadura 
de  Rosas. 

Pero  cuando  se  ha  tratado  de  los  aconteci¬ 
mientos  que  producen  la  revolución  contra  la 
madre  patria  y  que  declaran  la  independencia 
de  las  provincias  unidas  del  Río  de  la  Plata,  en 
ningún  acto,  en  ningún  documento,  en  ningu¬ 
na  manifestación  de  pueblos  ó  de  gobiernos, 
aparece  el  individualismo  de  las  provincias  que 
formaban  «  Una  nueva  y  gloriosa  Nación»,  como 
entidades  políticas  que  se  desprendían  de  una 
parte  de  su  propia  autonomía,  para  constituir 
esta  entidad  moral  que  boy  figura  entre  las 
grandes  naciones,  con  el  nombre  de  República 
Argentina. 

No  es  representando  á  Buenos  Aires  que 
Belgrano  lleva  su  expedición  al  Paraguay,  ni 
San  Martín  vencía  en  San  Lorenzo  represen¬ 
tando  una  provincia,  ni  Alvear  sitiaba  y  capi¬ 
tulaba  con  Vigodet  en  Montevideo  á  nombre 
de  un  gobierno  provisorio  de  la  Metrópoli  del 
Plata.  Nuestros  ejércitos,  nuestros  generales, 


VIH 


nuestros  triunfos,  nuestras  derrotas  y  hasta 
nuestros  mismos  errores,  se  han  hecho  siempre 
en  nombre  de  la  Nación,  desde  los  días  de  Mayo 
hasta  la  definitiva  organización  de  la  Repú¬ 
blica. 

¿A  qué  provincia  atribuiremos  la  liecatumbe 
necesaria  de  la  Cruz  Alta,  á  cuáles  encontrare¬ 
mos  vencidas  en  el  polvo  de  Ayohuma  y  en 
la  noche  de  Cancha  Rayada,  y  á  cuáles  ven¬ 
cedoras  en  los  campos  de  Maipo  y  de  Chaca- 
buco? 

Para  los  argentinos,  San  Martín  no  ha  na¬ 
cido  en  Misiones.  Cuando  de  él  se  habla,  nadie 
piensa  en  la  tierra  de  su  cuna,  recordando  sólo 
que  fué  el  Gran  Capitán  de  los  ejércitos  nacio¬ 
nales,  como  los  norteamericanos,  cuando  ape¬ 
llidaban  á  "Washington  el  «Padre  de  la  Patria», 
no  pensaban  en  el  plantador  de  Virginia,  sino 
en  el  jefe  que  les  había  acaudillado  á  la  victo¬ 
ria,  emancipando  las  colonias  del  dominio  de  la 
Gran  Bretaña. 

Pero  si  es  indiscutible  esta  supremacía  y  esta 
preexistencia  de  la  Nación  sobre  las  provincias 
políticamente  organizadas,  es  también  induda¬ 
ble  que  la  Constitución  Nacional  ha  reconocido 
á  los  estados  federales  ciertas  atribuciones  y  fa. 
cultades,  que  hacen  de  ellas  unas  soberanías 
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relativas,  dentro  de  la  soberanía  absoluta ,  cons¬ 
tituida  por  la  Nación. 

Ha  sido  obedeciendo  á  esta  admirable  com¬ 
binación  del  gobierno  mixto  de  soberanía  y  de 
dependencia  que  forma  el  de  la  República  Ar¬ 
gentina,  que  se  ha  creado  la  triple  autoridad  fe¬ 
deral,  nacional  y  local,  que  hoy  gira  cada  una 
dentro  de  su  propia  órbita,  con  una  armonía  tan 
perfecta  como  la  que  rige  la  marcha  de  los 
astros. 

El  gobierno  federal ,  que  precisamente  por 
ejercer  su  jurisdicción  sobre  todo  el  territorio 
de  la  República,  se  llama  gobierno  general ,  es 
una  autoridad  de  poderes  limitados,  que  salvo 
la  implicación  necesaria  para  su  existencia,  no 
tiene  más  atribuciones  que  aquellas  taxativa¬ 
mente  enumeradas  que  figuran  en  la  Constitu¬ 
ción,  como  delegaciones  expresas  que  el  pue¬ 
blo  de  la  Nación  ha  hecho  en  él.  Es  un  man¬ 
datario  con  poder  especial  que,  en  caso  alguno, 
puede  ultrapasar  las  cláusulas  que  ese  poder 
co:  tiene. 

Señalar  la  extensión,  y  el  límite  de  un  gobier¬ 
no  así  creado,  será  uno  de  los  propósitos  de 
esta  obra  en  los  diversos  capítulos  que  han  de 
formarla. 

Pero,  independientemente  de  estas  atribu- 
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ciones  de  gobierno  general-federal  que  la  Cons¬ 
titución  lia  encomendado  al  Presidente,  al 
Congreso  y  al  Poder  Judicial  de  la  Nación,  lia  y 
otras  de  carácter  puramente  local  que  sólo  se 
extienden  á  la  capital  de  la  República  y  á  los 
territorios  nacionales,  y  en  cuyo  ejercicio  los 
funcionarios  del  poder  federal  desempeñan  un 
papel  análogo  al  que  tienen,  dentro  del  territo¬ 
rio  de  sus  estados,  los  gobiernos  de  provincia. 

Es  substancial  la  diferencia  que  existe  entre 
las  atribuciones  federales  y  las  puramente  na¬ 
cionales  del  Gobierno  de  la  República  Argenti¬ 
na.  En  el  primer  caso,  ellas  tienen  un  alean, 
ce  transcendental  y  universal  sobre  todo  el  país, 
limitadas  por  las  prescripciones  taxativas  de  la 
Constitución,  aunque  conserven  el  carácter  de 
soberanía  que  les  impone  el  hecho  de  ema¬ 
nar  del  poder  que  ante  propios  y  extraños 
representa  la  entidad  soberana  del  pueblo 
argentino.  En  el  segundo  caso,  si  bien  sus  fa¬ 
cultades  son  nacionales  por  la  jerarquía  de  la 
autoridad  que  las  ejerce,  en  su  aplicación  tie¬ 
nen  un  límite  puramente  local,  y  sólo  se  extien¬ 
den  al  radio  ocupado  por  la  capital  de  la  Repú¬ 
blica  y  á  los  territorios  federales,  adquiridos 
en  cualquiera  de  las  formas  que  la  Constitu¬ 
ción  establece.  En  estas  últimas  funciones, 
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las  atribuciones  del  poder  federal,  son  mucho 
más  amplias  sobre  los  territorios  que  están  ba¬ 
jo  su  exclusiva  jurisdicción  que  las  que  ejerce 
sobre  toda  la  extensión  de  la  República.  Go¬ 
bierno  local  de  la  capital  y  de  los  territorios  fe¬ 
derales,  el  Gobierno  Nacional  tiene  sobre  ellos 
las  mismas  atribuciones  que  cada  gobierno  de 
Estado  tiene  sobre  la  provincia  que  gobierna, 
pudiendo  adoptar  á  su  respecto,  sin  limitación 
alguna,  todas  aquellas  medidas  de  legislación 
ó  administración  que  las  autoridades  de  provin¬ 
cia  pueden  dictar  dentro  de  los  límites  de  su 
respectiva  jurisdicción;  y,  además,  tiene  sobre 
esa  misma  capital  y  esos  territorios  todas  las 
atribuciones  que  como  gobierno  federal,  ejerce 
sobre  todas  y  cada  una  de  las  provincias  ar¬ 
gentinas. 

Y  esta  dualidad  de  facultades  que  el  gobier¬ 
no  de  la  Nación  ejerce  sobre  todos  los  terrrito- 
nos,  nace  de  que  la  Constitución  lia  convertido 
esas  zonas  pobladas,  aun  no  incorporadas  polí¬ 
ticamente  á  la  Nación,  en  meras  propiedades 
pertenecientes  á  la  República  Argentina  y  sobre 
las  que,  según  un  fallo  de  la  Suprema  Corte  de 
los  Estados  Unidos,  «el  Congreso  tiene  el  mis¬ 
mo  poder  que  sobre  otra  propiedad  cualquie¬ 
ra  perteneciente  á  los  Estados  Unidos.  El 
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Congreso  posee  este  poder  sin  limitación  al 
guna».  (1) 

Acaso  en  la  actual  legislación  de  la  Repúbli¬ 
ca,  debe  señalarse  como  una  deficiencia  nota¬ 
ble  en  lo  referente  á  la  política,  la  situación 
que  ocupan  dentro  del  territorio  de  la  Nación, 
los  pobladores  de  los  vastos  territorios  nacio¬ 
nales. 

Si  se  estudia  cuál  es  el  papel  que  desem¬ 
peñan  en  el  sistema  electivo  que  forma  nues¬ 
tro  Gobierno  Representativo,  se  comprenderá 
que  sus  votos,  su  palabra  y  sus  anhelos  no 
pesan  en  la  balanza  de  la  política  nacional. 

Las  estadísticas  publicadas  y  los  recientes 
datos  del  censo,  nos  prueban  que  hay  milla¬ 
res  de  argentinos  que  están  privados  del  de¬ 
recho  de  sufragio  en  todas  las  cuestiones  na¬ 
cionales.  La  ley  no  ha  organizado,  para  ellos, 
comicios  electorales  ni  cuando  se  trata  de  las 
elecciones  de  diputados  al  Congreso,  ni  cuan¬ 
do  se  convoca  al  pueblo  para  designar  al 
primer  magistrado  de  la  República  por  me¬ 
dio  de  electores. 

Se  dirá  tal  vez  que  en  los  E.  Unidos  los 
ciudadanos  que  habitan  en  los  territorios 


(1)  U.  S.  t,  Gratiot,  14  Pet-  226. 
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federales,  tampoco  tienen  derechos  exacta¬ 
mente  iguales  á  los  que  ejercen  los  demás  ciu¬ 
dadanos  que  habitan  los  estados  de  la  Unión 
Americana.  Pero,  aun  siendo  esto  verdad,  no 
debiéramos  imitar  lo  malo  de  la  nación  que  nos 
ha  servido  de  modelo,  siendo,  por  otra  parte, 
muy  superior  la  condición  de  los  habitantes 
de  los  territorios  federales  en  la  Unión  Ameri¬ 
cana,  de  la  que  ocupan  los  que  pueblan  á  Misio¬ 
ne-,  el  Neuquén,  la  Pampa  Central,  etcétera. 

Estudiando  en  esta  obra  las  facultades  del  go¬ 
bierno  federal,  he  de  tener  ocasión  de  ocu¬ 
parme  de  este  punto  como  de  todos  aquéllos 
que  se  refieren  á  las  prerrogativas  del  poder 
central. 

Entonces  he  de  demostrar  que  aunque  las 
atribuciones  que  la  Constitución  Argentina  ha 
conferido  al  gobierno  de  la  Nación,  son  limita¬ 
das,  dentro  de  esas  limitaciones  mismas,  existe 
un  Gobierno  tan  perfecto  como  cualquier  otro, 
dotado  de  todas  las  facultades  necesarias  para 
los  objetos  de  su  institución,  y  soberano  en 
cuanto  al  éjercicio  que  á  ellas  se  refiere  (1). 

Y  confío  en  que  al  hacer  este  estudio,  que  ha 


(1)  U.  S.  v.  Maurice.  2  Brock,  96;  Cohens  v.  Virginia,  6  Weat.  264  Cohens 
v.  Virginia,  6  Weat.  264. 
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de  llevarme  forzosamente  á  los  orígenes  de  la 
actual  Federación  Argentina,  conseguiré  hacer 
ver  el  error  evidente  en  que  han  incurrido  maes¬ 
tros  eminentes  del  derecho  constitucional  ar¬ 
gentino,  algunos  de  ellos  reciente  y  prematu¬ 
ramente  muertos,  cuando  confundían  las  ten¬ 
dencias  de  Gobierno  representativo  ó  de  confe¬ 
deraciones  de  estado  que  nos  recuerda  nuestra 
historia,  con  los  verdaderos  principios  del  Go¬ 
bierno  Representativo  Federal. 

Y  de  ese  modo  conseguiré  probar,  que  la 
idea  de  la  nacionalidad  ha  preexistido  á  la  de 
las  autonomías  locales.  Estudiando  todos  los 
movimientos,  los  estatutos  y  las  constituciones 
que  forman  el  compendio  de  nuestros  ensayos 
constitucionales,  evidenciaré  que,  en  tanto  que 
de  los  congresos  donde  estaban  representados  los 
pueblos  de  todas  las  provincias,  sólo  salían  dis¬ 
posiciones  que  organizaban  el  gobierno  unitario; 
los  caudillos,  que  se  habían  adueñado  de  los 
territorios  de  algunas  provincias,  proclamaban 
y  reclamaban  la  federación,  que,  para  ellos,  no 
era  otra  cosa  que  la  independencia  absoluta 
de  un  gobierno  central. 

Es  á  los  errores  de  esos  días  que  se  debe  la 
independencia  del  Paraguay,  desde  el  princi¬ 
pio  de  la  revolución,  y,  más  tarde,  la  de  la 
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Banda  Oriental,  á  la  sombra  de  la  bandera  fe¬ 
deralista  de  Artigas. 

En  el  primer  capítulo  de  esta  obra,  se  encon¬ 
trarán  ampliamente  estudiados  estos  puntos, 
en  que  la  historia  se  confunde  con  el  derecho, 
pero  que  es  indispensable  conocerlos  á  fin  de 
poder  comprender,  en  su  verdadero  alcance, 
los  propósitos  de  la  Constitución  Nacional. 

En  la  organización  de  poderes  delegados 
que  ésta  ha  organizado,  puede  decirse  que  ellos 
han  sido  divididos  en  cuatro  grandes  catego¬ 
rías,  perfectamente  determinadas:  primera: 
poderes  que  corresponden,  en  su  ejercicio,  ex¬ 
clusivamente  al  Gobierno  de  la  Nación;  segun¬ 
da:  poderes  cuyo  ejercicio  pertenece  exclusi¬ 
vamente  á  cada  Gobierno  de  provincia;  tercera: 
poderes  que  pueden  ser  ejercidos,  indepen¬ 
diente  ó  concurrentemente,  por  ambos  Gobier¬ 
nos;  cuarta:  poderes  que  pueden  ser  ejercidos 
por  los  Gobiernos  de  provincia,  pero  si  fio  con 
el  consentimiento  tácito  ó  explícito  del  Con¬ 
greso  Nacional. 

Acaso  habría  una  quinta  categoría  de  fa¬ 
cultades,  que  podrían  encontrarse  entre  aquéllas 
que  reglamenta  la  Constitución  Argentina,  y 
son  las  que  el  pueblo  se  ha  reservado  para 
G,  sin  delegarlas  en  ninguno  de  los  gobiernos 
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que  ha  constituido.  Pero,  como  en  nuestra  de¬ 
mocracia  el  pueblo  no  delibera  ni  gobierna, 
sino  por  medio  de  sus  legítimos  representan¬ 
tes,  los  poderes  que  él  se  ha  reservado,  y  que 
no  forman  parte  del  Gobierno  Representativo 
que  nos  rige,  no  pueden  ser  objeto  de  estos  es¬ 
tudios  especiales,  dedicados  sólo  á  señalar  la 
extensión  y  el  límite  de  las  facultades  que 
tienen  los  mandatarios  de  la  Nación  ó  de  las 
provincias. 

Si  quisiésemos  definir,  con  una  sola  frase, 
el  alcance  de  las  facultades  conferidas  por  la 
Constitución  á  los  gobiernos  de  Estado,  diría¬ 
mos  que  las  provincias  conservan  y  ejercen 
todas  aquellas  facultades  que  expresamente  no 
le  han  sido  confiadas  al  Gobierno  Federal  ó 
que  el  pueblo  se  ha  reservado  para  sí. 

Cuando  el  pueblo  argentino,  creó  sus  go¬ 
biernos  delegados,  tanto  en  lo  nacional  como 
enj  lo  provincial,  creyó  que  era  conveniente 
enumerar  sólo  la  extensión  de  las  facultades 
que  confería  al  Gobierno  Federal,  de  manera 
que.  como  todos  los  poderes  delegados  por  el 
pueblo  deben  encontrarse  ejercidos  por  el  Go¬ 
bierno  Federal  ó  por  los  gobiernos  de  provincia 
(salvo  los  que  él  se  ha  reservado  para  sí,  por 
no  creerlos  esenciales  en  ninguno  de  esos  go- 
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biernos),  todas  aquellas  facultades  que  no 
están  enumeradas,  como  atribuciones  del  Go¬ 
bierno  General  ó  que  no  están  expresamente 
prohibidas  á  los  gobiernos  de  provincia,  for¬ 
man  el  conjunto  de  poderes  correspondientes  á 
los  gobiernos  de  Estado. 

«El  Gobierno  General  y  los  de  los  estados, 
aún  cuando  existen  ambos  dentro  de  los  mismos 
límites  territoriales,  constituyen  soberanías  dis¬ 
tintas  y  separadas,  procediendo  aislada  é  inde¬ 
pendientemente  la  una  de  las  otras,  dentro  de 
su  esfera  respectiva».  (1) 

En  distintos  capítulos  de  ésta  obra,  tendré 
ocasión  de  estudiar  extensamente  estas  relacio¬ 
nes  que  la  Constitución  lia  establecido  entre  el 
Gobierno  Federal  y  los  gobiernos  de  estado;  las 
condiciones  en  que  éstos  se  encuentran  coloca¬ 
dos  dentro  de  nuestro  derecho  público;  las  se¬ 
mejanzas  y  las  diferencias  que  existen  entre  las 
provincias  y  los  estados,  en  la  Constitución  Ar¬ 
gentina  y  en  la  de  los  Estados  Unidos;  hasta 
dónde  alcanza  la  extensión  de  los  poderes  con¬ 
currentes  que  las  provincias  ejercen  simultá¬ 
neamente  con  la  Nación;  y,  en  una  palabra, 


(1)  Collector  V.  Day,  11  Wall.  113;  Tablcman  V.  Bootts  21  How.  506;  S.  C.  3 
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todos  aquellos  elementos  que  forman  la  base 
de  nuestro  derecho  constitucional,  en  cuanto  á 
los  gobiernos  se  refiere. 

Pero,  una  obra  de  éste  aliento,  sería  incom¬ 
pleta  si  se  detuviera  en  el  estudio  de  lo  que 
puede  llamarse  organización  del  poder. 

Lo  que  más  interesa  á  pueblos  y  á  indivi¬ 
duos,  á  gobernantes  y  á  gobernados,  es  el 
estudio  de  las  libertades  colectivas  ó  particu¬ 
lares,  que  la  Constitución  lia  consagrado  co¬ 
mo  bases  fundamentales  del  derecho  de  los  pue¬ 
blos. 

No  basta  que  una  libertad  esté  consignada 
en  un  estatuto.  Es  menester  reglamentarla,  es 
indispensable  hacerla  práctica.  La  jurispruden¬ 
cia  ha  establecido  que  los  mismos  derechos 
naturales  deben  estar  positivamente  consagra¬ 
dos  por  la  ley,  á  fin  de  que  los  jueces  puedan 
reconocerlos;  porque  en  la  tendencia  de  indivi¬ 
dualizar  y  singularizar  todo  lo  que  la  ciencia 
y  la  filosofía  modernas  han  adoptado  como  ob¬ 
jetivo  de  sus  estudios,  los  mismos  derechos  que 
se  consideraban  como  emanaciones  de  la  natu¬ 
raleza,  son  hoy  el  objeto  del  desconocimiento 
en  unos  pueblos,  de  limitaciones  en  otros  ó  del 
silencio  y  de  la  indiferencia  en  la  mayoría. 

Estudiar  las  facultades  colectivas,  como  el 
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derecho  de  reunión;  las  individuales,  como  la 
libertad  personal;  ó  las  mixtas,  como  la  de  la 
prensa,  tiene,  forzosamente,  que  ser  uno  de  los 
motivos  primordiales  de  una  obra  destinada 
al  estudio  del  derecho  constitucional  argentino, 
•y  que,  acaso,  sea  el  último  esfuerzo  intelectual 
que,  como  herencia,  llegue  á  mis  contemporá¬ 
neos  y  á  mis  descendientes. 

Tal  vez,  en  esta  parte,  mi  tarea  será  la  más 
difícil.  Soldado  militante  de  la  política  activa, 
periodista,  revolucionario,  miembro  de  un 
partido  político,  que  seguía  en  los  parlamentos 
los  intereses  de  sus  correligionarios,  acaso, 
en  más  de  una  ocasión,  he  confundido,  de  buena 
fe,  los  principios  inmutables  de  la  Constitución  y 
de  la  justicia,  con  las  conveniencias  transitorias 
de  los  bandos  en  lucha. 

Para  borrar  la  mala  obra  del  pasado,  para 
reaccionar  contra  los  errores  cometidos,  y  para 
exponer  con  lealtad  los  buenos  principios,  he  ne¬ 
cesitado  destruir  muchas  páginas,  en  que  los 
extravíos  del  entusiasmo  y  las  pasiones  de  la 
juventud,  pudieron  llevarme  á  una  propaganda 
equivocada,  cuando  se  trataba  de  derechos 
fundamentales  que,  ayer  como  hoy,  y  hoy 
como  mañana,  han  de  ser  siempre  el  baluarte 
de  las  instituciones  argentinas. 
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Felizmente,  la  reacción  se  lia  producido  en 
momentos  en  que  la  ambición  no  tiene  nada 
que  pedir,  ni  á  los  pueblos  ni  á  los  hombres; 
en  que  el  hábito  de  administrar  la  justicia  se  ha 
connaturalizado  con  el  individuo,  y  en  que  la 
verdad,  dulce  ó  amarga,  brota  serena  de  los  la¬ 
bios,  sin  más  preocupaciones  que  la  de  hacer  lo 
mejor  y  lo  más  justo. 

Cuando  el  hombre  se  encuentra  en  el  descen¬ 
so  de  la  colina,  habiéndola  ascendido  en  medio 
de  la  lucha  y  del  combate,  dejando  jirones  de 
alma  y  convicciones  no  comprendidas  en  el  cami¬ 
no  de  la  montaña,  puede  sereno  mirar  á  la  espal¬ 
da,  juzgar  y  condenar  sus  propios  actos,  y 
decir  á  sus  contemporáneos  y  á  sus  sucesores, 
con  la  austeridad  del  patriarca,  todo  el  mal 
que  ha  propagado  en  el  pasado,  toda  la  ver¬ 
dad  del  presente  y  todas  las  visiones  del  porve¬ 
nir. 

Una  tendencia  absorbente,  de  parte  de  los  que 
gobiernan,  trata  de  suprimir  las  autonomías  pro¬ 
vinciales,  cuya  existencia  es  emífera  é  ineficaz 
en  nuestro  sistema  de  gobierno,  por  falta  de 
elementos  para  realizar,  dentro  de  1a.  Constitu¬ 
ción,  la  conciliación,  casi  imposible,  del  Gobier¬ 
no  propio  de  Estado,  el  self-gmernment  local, 
en  frente  de  una  soberanía  nacional.  Y,  sin 
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embargo,  si  la  federación  no  es  nuestra  historia, 
la  federación  es  la  aspiración  de  los  pueblos 
argentinos. 

Hacer  de  nuestra  confederación  lo  que  son 
la  Alemania,  el  Austria-Hungría,  la  Francia,  el 
Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña,  Chile,  Perú, 
Bolisda  y  las  demás  confederaciones  unitarias, 
es  destruir  la  armonía  de  este  gobierno  mixto, 
federal  y  unitario,  que  hemos  copiado  de  los 
Estados  Unidos,  y  que  nos  ha  preservado,  du¬ 
rante  los  últimos  36  años,  de  la  disolución,  que 
fue  la  obra  de  todos  los  ensayos  unitarios, 
desde  el  estatuto  provisional  de  22  de  Octubre 
de  1811  hasta  la  desgraciada  Constitución  de 
1826. 

A  estudiar  todos  éstos  múltiples  problemas 
que  se  relacionan  con  la  Nación,  con  las  pro¬ 
vincias  y  con  el  individuo,  se  destinan  los  capí¬ 
tulos  que  ésta  publicación  contiene.  En  muchos 
de  ellos,  las  teorías  que  el  autor  sostiene,  tal 
vez  sean  contrarias  á  aquéllas  que  en  épocas 
anteriores  el  autor  sostuvo.  La  explicación  es 
sencilla:  ó  habrá  aprendido  más  en  el  cur¬ 
so  de  los  años,  ó  se  sentirá  más  independiente 
de  las  pasiones,  para  formular  y  producir  su 
juicio. 

De  todas  maneras,  y  cualquiera  que  sea  el 
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éxito  que  alcance  este  trabajo,  hoy  puedo  decir, 
con  verdad,  que  ésta  es  mi  convicción  actual, 
libre  de  sugestiones  ajenas  al  propósito  que  me 
guía  al  emprender  esta  publicación,  presen¬ 
tándome  ante  propios  y  extraños,  repitiendo  las 
palabra»  del  gran  Daniel  Webster,  en  una  con¬ 
sulta  que  le  hacía  el  presidente  de  la  República 
Americana:  «This  is  the  law;  this  is  the  constitu- 

TION  0F  THE  COUNTRY!» 

Luis  Y.  Várela. 

Agosto  de  1896. 


CAPITULO  VII 


Garantía  del  Gobierno  Federal  de  las  instituciones 

locales 

Intervención  federal  en  las  provincias 


Alt.  5o — Cada  Provincia  dictará  para  sí  una  Constitución 
bajo  el  sistema  representativo  republicano,  de  acuerdo  con 
los  principios,  declaraciones  y  garantías  de  la  Constitución 
Nacional,  y  que  asegure  su  administración  de  justicia,  su 
régimen  municipal  y  la  educación  primaria. 

Bajo  éstas  condiciones  el  Gobierno  Federal  garantiza  á 
cada  provincia  el  goce  y  ejercicio  de  sus  instituciones, 

Art.  0° — El  Gobierno  Federal  interviene  en  el  territorio 
de  las  provincias  para  garantir  la  forma  republicana  de 
gobierno,  ó  repeler  invasiones  exteriores  y  á  requisición  de 
sus  autoridades  constituidas,  para  sostenerlas  ó  restablecer¬ 
las  si  hubiesen  sido  depuestas  por  la  sedición  ó  por  invasión 
de  otras  provincias. 


En  el  capítulo  III  de  esta  obra,  al  estudiar  la  for¬ 
ma  de  Gobierno  que  la  Nación  Argentina  ha  adopta¬ 
do  para  sí,  he  demostrado  que  ésta  no  es  otra  que 
la  representativa  republicana  federal,  que  rige  en 
los  Estados  de  1a  Unión  Americana,  con  las  mo¬ 
dalidades  y  peculiaridades  que,  dados  nuestros  an¬ 
tecedentes  históricos,  nuestra  diferencia  de  origen, 
nuestra  población  y  nuestra  propia  ilustración,  de¬ 
bieron  introducir  los  constituyentes  como  reformas 
del  texto  original  que  copiaban. 

En  la  materia  que  sirve  de  motivo  á  este  capítulo 
creído  deber  estudiar  conjuntamente  los  artícu- 
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los  5o  y  G°  de  la  Constitución  Argentina,  no  sólo 
por  la  estricta  relación  que  entre  ellos  existe,  sino 
también  porque  considero  que  ellos  importan  una 
correcta  modificación  del  artículo  4o,  sección  1  de 
la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  de  donde 
indudablemente  lo  tomaron  los  autores  de  la  nues¬ 
tra. 

El  texto  de  la  Constitución  Americana,  dice  así: 
«Los  Estados  Unidos  garantizarán  á  cada  uno  de 
los  Estados  de  esta  Unión,  una  forma  republicana 
de  gobierno,  y  protegerá  á  cada  uno  de  ellos  con¬ 
tra  toda  invasión;  y  á  requisición  de  la  Legislatura 
ó  del  Ejecutivo  (cuando  la  Legislatura  no  pueda 
ser  convocada)  contra  las  violencias  domésticas». 

Como  se  vé,  la  Constitución  Norte  Americana,  en 
su  texto,  se  ha  limitado  á  exponer  los  casos  en  que 
el  Gobierno  Federal  debe  prestar  su  garantía  á  cada 
uno  de  los  Estados  de  la  Unión  Americana,  sin 
determinar  las  condiciones  en  que  esos  Estados 
deben  encontrarse  para  que  el  Gobierno  Federal 
esté  autorizado  á  intervenir  á  objeto  de  hacer  efec¬ 
tiva  la  garantía  consignada  como  promesa  consti¬ 
tucional. 

Nuestros  constituyentes  fueron  más  previsores;  y 
no  hay  jactancia  ni  amor  propio  nacional  al  decirlo, 
puesto  que  la  propia  historia  de  los  Estados  Uni¬ 
dos  demuestra  que  ellos  se  vieron  forzados  á  hacer 
después  de  la  rebelión  de  1865,  lo  que  los  constitu¬ 
yentes  argentinos  ya  habían  hecho  en  la  Constitu¬ 
ción  de  1853. 

Cuando  los  Estados  del  Norte  en  los  Estados 
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Unidos  dominaron  la  rebelión  de  los  Estados  del 
Sur,  y  destruyeron  la  Confederación  que  éstos  ha¬ 
bían  formado,  las  leyes  que  se  conocen  en  el  dere¬ 
cho  americano  con  el  nombre  de  Leyes  de  Recons¬ 
trucción.  se  limitaron  á  declarar  que  los  vencidos 
continuarían  en  las  condiciones  de  simples  territo 
rios  nacionales,  en  tonto  que  no  dictasen  nuevas 
constituciones,  sujetas  á  las  reglas  precisas  y  de¬ 
terminadas  que  en  esas  leyes  se  consignaban. 

Más  previsores,  repito,  nuestros  constituyentes 
que  los  norteamericanos,  antes  de  sancionar  el  ar¬ 
tículo  6o  de  la  Constitución,  que  se  limita  á  deter¬ 
minar  los  medios  y  los  casos  en  que  el  Gobierno 
Federal  interviene  en  los  Estados,  sancionaron  el 
artículo  5o  que  determina  expresamente  las  condi¬ 
ciones  en  que  las  provincias  argentinas  deben  en¬ 
contrarse,  para  tener  derecho  de  reclamar  la  garantía 
del  Gobierno  Federal. 

Ese  artículo  5o,  tantas  veces  invocado  para  alegar 
derechos  en  favor  de  los  Gobiernos  ó  de  las  auto¬ 
nomías  locales,  tiene,  en  nuestra  Constitución,  un 
significado  completamente  distinto  del  que  le  han 
dado  la  generalidad  de  nuestros  maestros  en  la 
ciencia  del  derecho  constitucional,  y  nuestros  par¬ 
lamentos  al  hacer  su  aplicación  [decretando  inter¬ 
venciones  en  el  territorio  de  las  provincias. 

En  diferentes  pasajes  de  esta  obra  lie  sostenido 
que  el  origen  de  la  nacionalidad  argentina  es  el 
vínculo  de  unión  que  preexistía  entre  los  pueblos, 
antes  de  los  pactos  que  dieron  vida  á  la  Conven¬ 
ción  de  1853. 
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Cuando  esa  Convención  terminó  su  obra,  la  Cons 
tit ución  que  se  promulgó  t'ué  por  todos  reconocida 
como  la  obra  del  «Pueblo  de  la  Nación  Argentina», 
é  incorporada  más  jtm'cle  la  provincia  de  Buenos 
Aires  á  sus  trece  hermanas,  quedó  jurídica  y  geo¬ 
gráficamente  constituida  la  República. 

Ninguna  de  las  cláusulas  de  la  Contitución  fa¬ 
culta  á  fracción  alguna  de  su  pueblo  á  segregarse 
de  la  Nación  con  el  territorio  que  habite;  de  ma¬ 
nera  que,  una  vez  organizada  la  actual  nacionalidad 
argentina,  dentro  de  sus  límites  no  pueden  existir 
sino  provincias  autonómicas  y  legalmente  constitui¬ 
das,  ó  simples  territorios  nacionales,  sometidos  á 
la  jurisdicción  y  la  legislación  del  Gobierno  Fe¬ 
deral. 

Dictada  la  Constitución  Nacional,  el  artículo  5o  exi¬ 
gió  que  cada  una  de  las  provincias  que  habían 
estado  representadas  en  el  Congreso  Constituyente, 
dictase  una  Constitución,  determinando  explícita¬ 
mente  la  forma  de  gobierno  y  los  principios  que 
esas  constituciones  locales  debían  contener  á  fin  de 
poder  continuar  siendo  reconocidas  como  provin¬ 
cias.  No  hicieron  otra  cosa  los  Estados  Unidos  por 
medio  de  sus  leyes  de  reconstrucción. 

Si  alguna  provincia,  desacatando  el  mandato  im¬ 
perativo  que  el  artículo  5o  consigna,  hubiese  dejado 
de  dictar  su  Constitución  local,  el  Gobierno  Federal 
no  le  habría  reconocido  derechos  autonómicos,  v, 
legalmente,  habría  debido  ser  gobernada  como  un 
simple  territorio  nacional. 

En  cambio  cuando  las  provincias  han  dictado  sus 
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constituciones  locales  'conforme  al  artículo  5o,  el 
Gobierno  Federal  queda  obligado  á  garantizarles 
el  goce  y  el  ejercicio  de  esas  instituciones,  porque, 
como  expresamente  lo  dice  el  último  inciso  de  ese 
artículo,  es  sólo  « Bajo  esas  condiciones  que  el  Go¬ 
bierno  Federal  garantiza  á  cada  provincia  el  goce 
y  ejercicio  de  sus  instituciones». 

En  cuanto  al  articulo  6o,  como  ya  se  ha  dicho, 
sólo  determina  la  manera  cómo  ha  de  proceder  el 
Gobierno  Federal  pora  hacer  efectiva  esa  garantía; 
y  corno  en  el  largo  estudio  que  debo  hacer  de  ese 
artículo  he  de  tener  muchas  ocasiones  de  recor¬ 
darlo  al  hablar  de  las  intervenciones  ya  producidas 
en  la  República,  dejo  para  más  adelante  el  comen¬ 
tario  completo  de  esta  disposicición  constitucional. 

En  los  artículos  5o  y  6o  de  la  Constitución  Nacio¬ 
nal  Argentina,  tantas  veces  invocados  y  tantas 
veces  aplicados  en  las  múltiples  intervenciones  que 
se  han  decretado  en  nuestro  país  después  de  1860, 
son  las  únicas  veces  que  se  emplean  los  términos 
Gobierno  Federal,  como  encarnación  de  la  autoridad 
suprema  déla  República. 

Esto  importa  demostrar  que  en  ellos  no  ha  que¬ 
rido  limitarse  la  intervención  y  la  garantía  de  la 
autoridad  nacional  respecto  al  pueblo  y  á  los  go¬ 
biernos  de  estado,  sólo  á  las  ramas  políticas  de  la 
autoridad  nacional,  sino  á  todas  ellas,  incluyendo, 
por  tanto,  la  intervención  del  poder  judicial,  que  es 
el  que  mas  frecuentemente  interviene  en  las  provin¬ 
cias,  por  razón  de  las  funciones  que  le  están  enco¬ 
mendadas. 
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El  artículo  5o  no  es  propiamente  una  disposición 
que  afecte  al  pueblo  de  la  Nación  Argentino,  ni 
siquiera  al  pueblo  local  de  cada  una  de  las  provin¬ 
cias.  Es,  como  se  ha  dicho,  una  imposición  que 
el  pueblo  nacional  establecía  sobre  las  distintas 
subdivisiones  geográficas,  existentes  á  la  época  en 
que  la  Constitución  se  dictaba,  y  que  estaban  re¬ 
presentadas  en  la  convención  por  voluntad  y  elección 
de  las  provincias,  como  condición  indispensable 
para  que,  después  de  promulgada  la  nueva  Consti¬ 
tución,  fuesen  reconocidas  como  provincias,  con  fa¬ 
cultades  autonómicas  y  soberanía  relativas.  Ese 
artículo  5o  no  es  otra  cosa  que  una  garantía  dada 
al  pueblo  local  de  cada  provincia  por  el  pueblo  gene¬ 
ral  de  la  nación,  respecto  de  las  instituciones  indi¬ 
viduales  con  que  iban  á  ser  gobernadas. 

Es  muy  pertinente  hacer  notar,  que  la  garantía 
que  acuerda  el  artículo  5o  de  la  Constitución  Argen¬ 
tina,  esa  las  provincias  y  no  á  los  autoridades  que 
ejercen  la  representación  de  ellas,  y  la  oportunidad 
de  esta  observación,  consiste  en  que  el  artículo  5o  es 
la  única  arma  que  la  Constitución  ha  dado  al  pue¬ 
blo  contra  los  malos  gobernantes  que,  á  la  sombra 
de  una  Constitución  perfectamente  republicana  y 
representativa,  constituyen  una  oligarquía,  en  la 
que  las  autoridades,  que  deben  ser  meras  mandata- 
rias,  se  substituyen  al  pueblo,  que  es  el  verdadero 
soberano. 

Si  se  buscase  en  todo  el  cuerpo  de  la  Constitución 
Argentina,  cuáles  son  los  poderes  que  el  pueblo  se 
ha  reservado  para  sí,  no  delegándolos  ni  en  el  Go- 
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bierno  Federal  ni  en  elGobiernode  Provincia,  segu¬ 
ramente  no  se  encontraría  otro  que  el  que  establece 
el  artículo  5o:  el  derecho  de  ser  garantizado,  en  sus 
•  condiciones  de  pueblo  local,  porel  Gobierno  Federal, 
cuando  el  goce  y  el  ejercicio  de  sus  instituciones 
hubieran  desaparecido  por  invasiones  ó  sediciones 
que  vengan  de  arriba  ó  de  abajo.  Aunque  el  artí 
culo  6o  no  determina  sino  la  forma  en  (pie  lia  de 
hacerse  efectiva  la  garantía  que  acuerda  el  articulo 
5o,  vuelve  allí  á  repetirse  el  término  Gobierno  Federal, 
para  decirse  que  éste  es  el  que  interviene  en  el  te¬ 
rritorio  de  las  provincias,  porque  la  forma  de  esa 
intervención  debe  nacer  de  los  hechos  que  la  pro¬ 
duzcan,  llevando  á  la  provincia  intervenida  ya  sea 
la  rama  ejecutiva  ó  ya  sea  la  rama  judicial  del  Go¬ 
bierno  Federal. 

Pero,  fuera  de  esta  facultad  y  de  este  deber  que 
tiene  el  Gobierno  Federal  de  intervenir  en  el  territo¬ 
rio  de  las  provincias,  para  garantir  la  forma  repu¬ 
blicana  de  gobierno  en  obsequio  del  pueblo,  y  no  de 
las  autoridades,  tiene  también  el  mismo  derecho  y 
el  mismo  deber  cuando  se  trata  de  repeler  invasio¬ 
nes  exteriores,  porque  todo  lo  referente  á  la  guerra, 
tanto  civil  como  internacional,  es  del  resorte  de  la 
Nación,  y,  la  misma  obligación  y  el  mismo  dere¬ 
cho  subsiste  cuando  las  autoridades  constituidas 
requieren  esa  intervención  para  ser  sostenidas  ó  res¬ 
tablecidas,  si  hubiesen  sido  depuestas  por  la  sedición 
ó  por  una  invasión  de  otra  provincia. 

Hago  notar  los  términos  de  éstos  dos  artículos 
de  la  Constitución  Nacional,  porque  es  menester 


hemos  vivido. 


Después  de  la  reforma  de  la  Constitución  en 
1860,  en  que  se  suprimieron  las  intervenciones  rr„o- 
tu  proprio  del  Gobierno  Federal  en  las  provincias, 
los  casos  do  intervención  han  quedado  taxativamen¬ 
te  limitados,  en  cuanto  á  los  poderes  políticos  del 
Gobierno  Federal,  á  lo  enumerado  en  el  artículo  6o, 
y,  en  cuanto  á  los  del  poder  judicial,  á  lo  que  pre¬ 
cisa  el  articulo  100  de  la  Constitución. 

Se  ha  abusado  del  último  inciso  del  artículo  6o, 
considerando  que  cada  vez  que  se  produce  un  con¬ 
flicto  de  autoridad  entre  los  poderes  de  las  provin¬ 
cias,  el  Gobierno  Federal  está  obligado  á  intervenir, 
como  si  la  forma  republicana  de  gobierno  estuviese 
violada.  La  forma  republicana  es  un  sistema  de 
gobierno  que  determina  las  instituciones  que  deben 
regir  á  un  estado;  pero  la  mala  aplicación  de  ese 
sistema,  que  puede  constituir  la  tiranía,  no  impor¬ 
taría  jamás  la  no  existencia  jurídica  de  esa  forma 
de  gobierno  que,  como  requisito  indispensable  exi¬ 
ge  el  artículo  5o,  para  que  el  Gobierno  Federal 
pueda  garantizar  á  cada  provincia  el  goce  libre  de 
sus  propias  instituciones  locales. 

Los  conflictos  de  atribuciones  entre  las  autorida¬ 
des  ya  constituidas,  en  muchos  casos,  deben  resol¬ 
verse  por  el  Gobierno  Federal,  nó  porque  aquéllos 
importen  una  violación  de  la  forma  representativa 
de  gobierno,  sino  porque  la  sedición  que  depone  ó 
amenaza  á  una  autoridad  constituida,  puede  venó¬ 
lo  mismo  de  una  legislatura  ó  de  un  ejecutivo  que 
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hace  presión  sobre  otra  autoridad  constituida,  coma 
de  una  asonada  tumultuaria  formada  por  una  masa 
ue  pueblo  armado. 

La  forma  republicana  de  gobierno  no  importa 
otra  cosa  que  un  gobierno  del  puebjo,  y  los  trata¬ 
distas  están  conformes  en  tomarla  como  una  oposi¬ 
ción  al  gobierno  monárquico  ó  al  gobierno  aristo¬ 
crático.  Como  es  natural,  cuando  los  artículos  5o  y 
6o  de  la  Constitución  Argentina  han  dicho  que  el 
gobierno  federal  garantiza  á  cada  provincia  el  goce 
de  esa  forma  republicana  de  gobierno,  han  habla¬ 
do  de  un  hecho  conocido,  de  un  gobierno  ya  exis¬ 
tente  bajo  esa  forma,  y  nó  de  una  idea  abstracta, 
en  que  cada  provincia  pudiera  organizarse  en  la 
forma  que  creyese  más  conveniente,  dándole  el 
nombre  de  gobierno  republicano. 

No  existe  hasta  hoy,  desde  que  se  dictó  la  Cons¬ 
titución  de  los  Estados  Unidos,  una  sola  definición 
práctica  y  autoritativa,  que  haya  precisado  lo  que 
se  entiende  por  forma  republicana  de  gobierno. 

Lo  único  que  puede  afirmarse.es  que,  en  los 
Estados  Unidos,  como  en  la  República  Argentina, 
cuando  se  ha  establecido  en  sus  respectivas  consti¬ 
tuciones  que  la  forma  republicana  está  garantizada 
por  el  gobierno  federal,  se  ha  hecho  referencia  á 
gobiernos  existentes,  que  conservaban  los  Estados, 
antes  de  la  constitución,  en  los  Estados  Unidos,  y 
que  se  dieron  las  provincias  argentinas  después  de 
1853. 

Dentro  de  la  forma  republicana  de  gobierno  ca¬ 
ben  muchas  variedades;  y,  en  mi  entender,  las  pro- 
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vineias  han  tenido  el  derecho  de  dictar  sus  consti¬ 
tuciones  propias,  con  arreglo  á  cualquiera  de 
esas  formas,  que,  en  el  derecho  político  del  mun¬ 
do,  se  conoce  como  forma  republicana  de  gobierno; 
pudiendo  exigir,  como  consecuencia,  la  garantía 
de  esas  instituciones  por  el  gobierno  federal. 

La  única  restricción  que  se  ha  impuesto  á  las  pro¬ 
vincias,  es  la  de  cambiar  la  forma  republicana,  por¬ 
uña  anti-republicana.  Es,  precisamente,  teniendo 
en  cuenta  esta  dificultad  de  definir  lo  que  se  en¬ 
tiende  por  sistema  representativo  republicano,  que 
el  artículo  5o  estableció  que,  para  ser  garantida  una 
forma  de  gobierno  de  provincia,  debía  su  Consti¬ 
tución  local  establecer,  además  de  aquella  forma 
de  gobierno,  la  organización  interna  del  Estado, 
de  acuerdo  con  las  declaraciones,  los  principios  y 
las  garantías  de  la  Constitución  Nacional,  que  exi¬ 
gió  que,  en  todas  las  constituciones  provinciales,  se 
asegurase  la  administración  de  justicia,  el  régimen 
municipal  y  la  educación  primaria,  que  nada  tie¬ 
nen  que  ver  con  la  forma  republicana  de  gobierno, 
puesto  que  existen,  como  elemento  substancial, 
de  todas  las  formas  de  gobierno  conocidas  en  el 
mundo. 

Como  la  Constitución  de  1860  suprimió  los  artí¬ 
culos  que  contenía  la  de  1853,  obligando  á  las 
provincias  á  someter  sus  constituciones  locales  ó 
la  aprobación  del  senado  nacional,  es  menester 
averiguar,  cuál  es  la  forma  y  la  oportunidad,  en 
que  los  poderes  políticos  de  la  Nación,  pueden  de 
terminar  si  un  gobierno  de  provincia  está  ó  no  en 
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las  condiciones  del  artículo  5o  de  la  Constitución; 
y,  por  tanto,  si  tienen  el  derecho  de  exigir  para 
sus  instituciones  la  garantía  del  gobierno  fe¬ 
deral. 

No  repito  una  novedad  al  afirmar  que  los  artícu¬ 
los,  en  cuestión,  han  sido  tomados,  con  modifica¬ 
ciones  y  peculiaridades  propias,  de  la  Constitución 
de  los  Estados  Unidos,  y  es  entonces,  allí,  donde 
debemos  buscar  la  solución  del  punto  en  cuestión. 

Un  fallo  de  la  Suprema  Corte  Nacional  Argenti¬ 
na,  ha  dicho  que:  «El  sistema  de  gobierno  que  nos 
rige,  no  es  una  creación  nueva.  Lo  hemos  en¬ 
contrado  en  acción,  probado  por  largos  años  de 
experiencia,  y  nos  lo  hemos  apropiado,  y  se  ha 
dicho,  con  razón,  que  una  de  las  grandes  venta¬ 
jas  de  esta  adopción,  ha  sido  la  de  encontrar  for¬ 
mado  un  vasto  cuerpo  de  doctrinas,  una  práctica 
y  una  jurisprudencia  que  ilustre  y  complete  las 
reglas  fundamentales,  y  que  podemos  y  debe¬ 
mos  utilizar  en  todo  aquello  que  no  hayamos  que¬ 
rido  alterar  por  disposición  particular.» 

En  cuanto  á  la  garantía  del  gobierno  federal, 
acordada  por  la  Constitución  á  las  instituciones  lo¬ 
cales  de  cada  provincia,  lo  que  establece  la  carta 
fundamental  norteamericana,  es,  como  se  ha  vis¬ 
to,  exactamente  igual  á  lo  que  establece  la  carta 
fundamental  argentina,  con  breves  diferencias  de 
detalle.  Para  saber,  pues,  si  existe  en  una  pro¬ 
vincia  la  forma  primordial  del  sistema  republicano, 
bosta  conocer  cuáles  han  sido  los  procederes  del 
Congreáo  respecto  á  las  autoridades  constituidas 


—  236 


en  aquella  provincia,  con  arreglo  á  su  constitución 
local. 

No  teniendo  ahora  las  provincias  el  deber  de  so¬ 
meter  sus  constituciones  locales  á  la  aprobación 
del  Gobierno  federal,  el  juicio  de  éste,  respecto  á  las 
condiciones  de  esas  constituciones,  á  los  efectos 
de  las  cláusulas  de  la  garantía,  sólo  puede  pronun¬ 
ciarse  al  aceptarse  por  las  Cámaras  del  Congreso 
los  representantes  de  la  autonomía  local,  que  son 
los  que  forman  el  cuerpo  parlamentario  que  se 
llama  Senado  de  la  Nación. 

En  el  célebre  caso  de  Lutber  versus  Borden  (7 
How.  p.  2),  el  juez  Taney,  dijo:  «Corresponde  al 
Congreso  decidir  qué  gobierno  es  el  establecido  en 
un  Estado,  porque  como  los  Estados  Unidos  garan¬ 
tizan  á  cada  Estado  un  gobierno  republicano,  el 
Congreso  debe,  necesariamente,  decidir  qué  go¬ 
bierno  está  establecido  en  el  Estado,  antes  de  po¬ 
der  determinar  si  es  republicano  ó  no.  Y,  cuando 
los  senadores  y  representantes  son  admitidos  á  los 
consejos  de  la  unión,  la  autoridad  del  gobierno 
bajo  el  cual  ellos  han  sido  elegidos,  así  como  su 
carácter  republicano,  es  reconocida  por  la  única 
autoridad  constitucional  correspondiente,  y  esta  de¬ 
cisión  es  obligatoria  para  todas  las  demás  ramas 
del  gobierno  y  no  puede  ser  siquiera  cuestionada 
en  un  tribunal  de  justicia.» 

La  teoría  sentada  por  el  juez  Taney  en  ese  caso, 
tantas  veces  citado  cuando  se  ha  tratado  de  averi¬ 
guar  el  verdadero  alcance  de  las  facultades  del  Go¬ 
bierno  Federal  para  intervenir  en  los  Estados,  sirve 
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de  base  á  la  jurisprudencia  que  se  ha  establecido 
en  los  Estados  Unidos,  después  que  la  guerra  civil 
los  obligó  á  hacer  uso  de  una  cláusula  constitucio¬ 
nal  que  hasta  entonces,  no  habla  sido  aplicada  por 
ningún  gobierno  de  la  Unión. 

Según  se  desprende  de  toda  la  doctrina  que  en¬ 
seña  el  caso  de  Lutherv.  Borden,  es  en  el  Congreso 
donde  reside  la  facultad  de  determinar,  cuándo  un 
Estado  se  encuentra  en  condiciones  de  ser  consi¬ 
derado  como  incluido  entre  aquéllos  cuya  existencia 
política  garantiza  el  Gobierno  Federal. 

Pero,  como  en  la  Constitución  no  se  ha  precisa¬ 
do  el  momento  en  que  ese  juicio  deba  producirse,  y 
como,  por  otra  parte,  según  otro  fallo,  «ningún  go¬ 
bierno  determinado  está  designado  como  republi¬ 
cano,  ni  está  indicada  de  una  manera  especial  la 
forma  que  haya  de  ser  garantida»  (Minar  v.  Happer- 
sett,  21,  Wall,  pág.  162),  ha  sido  indispensable 
que,  sin  obligar  á  los  Estados  á  presentar  sus  cons¬ 
tituciones  locales  á  la  aprobación  del  Gobierno  Central, 
éste  tuviese  los  medios  de  declarar  cuándo  un  estado 
se  encontraba  en  las  condiciones  requeridas  por  la 
cláusula  de  la  garantía. 

Antes  de  la  revolución,  no  se  ha  conocido  en  el 
derecho  político  interno  de  los  Estados  Unidos,  otra 
manera  de  reconocer  la  soberanía  de  los  estados 
extranjeros,  ó  las  condiciones  constitucionales  de 
los  Estados  de  la  Unión,  que  la  indicada  por  el 
fue/  Taney  en  su  fallo.  Cuando  el  presidente  de  la 
República  admite  la  representación  diplomática  de 
una  agrupación  política  que  pretende  para  sí  los  de- 
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rechos  de  las  naciones,  y  el  Congreso  no  objeta  esa 
admisión,  el  gobierno  á  quien  los  representantes 
diplomáticos  representan,  se  conceptúa  iegalmente 
reconocido  para  todas  las  autoridades  que  forman 
el  Gobierno  Federal  y  para  los  gobiernos  locales  de 
todas  las  provincias. 

Cuando  el  Comgreso  acepta  los  senadores  y  los 
diputados  de  un  Estado  para  que  vengan  á  formar 
parte  de  las  Cámaras  parlamentarias  de  la  Nación, 
dándoles  voz  y  voto  en  todas  las  cuestiones  que 
pueden  en  ella  subscitarse,  es  porque  el  gobierno 
á  cuyo  amparo  se  han  hecho  las  elecciones  popula¬ 
res,  y  cuya  legislatura  ha  elegido  los  senadores,  se 
encuentra  en  condiciones  constitucionales,  y  por 
tanto,  su  forma  de  gobierno  es  republicana,  y  su 
pueblo  tiene  el  derecho  de  ser  garantizadoen  su  exis¬ 
tencia  autonómica  como  Estado. 

Las  leyes  que  se  dictaron  durante  la  rebelión,  y 
que  la  siguieron  en  los  Estados  Unidos,  durante  un 
breve  lapso  de  tiempo  modificaron  estos  principios 
generales  del  derecho  constitucional  norteameri¬ 
cano.  La  constitucionalidad  de  esas  leyes  ha  sido 
muy  discutida,  y  no  es  del  caso  ocuparse  de  ellas, 
sino  sólo  para  recordar  que,  habiendo  una  de  ellas 
exigido  como  medida  de  la  reconstrucción,  que  los 
estados  rebeldes  que  quisiesen  reincorporarse  á  la 
Unión,  dictasen  sus  constituciones  con  arreglo  á 
los  principios  que  en  las  mismas  leyes  se  consigna¬ 
ban,  y  los  sometiesen  luego  á  la  aprobación  del 
Congreso,  la  jurisprudencia  establecida  por  el  caso 
Luther  v.  Borden  se  repitió,  declarándose:  que  «bajo 
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la  cláusula  de  la  garantía  de  la  forma  republicana 
de  gobierno,  el  Congreso  tiene  la  facultad  de  resta¬ 
blecer  las  relaciones  rotas  de  la  Unión  con  un  Es¬ 
tado  rebelde»  (Texas  v.  White,  7  Wall,  pág.  700); 
así  como  que  «ai  establecerse  un  nuevo  gobierno 
en  un  Estado  rebelde,  el  Congreso  podía  exigir  que 
la  Constitución  del  nuevo  Estado,  sancione  cual¬ 
quier  medida  que  el  Gobierno  tenga  el  poder  de 
dictar  yde  ejecutar»,  porque  «el  Congreso  es  el  único 
departamento  del  gobierno  autorizado  para  reorga¬ 
nizar  y  reconstruir  los  Estados  rebeldes,  y  para 
proveer  el  establecimiento  en  ellos  de  los  gobier¬ 
nos  civiles»,  reconociéndose  que  el  Congreso  «en 
el  ejercicio  del  poder  conferido  por  estas  cláusulas 
de  la  Constitución,  que  prescriben  la  garantía  de 
la  forma  republicana,  como  en  el  ejercicio  de  cual¬ 
quier  otro  poder  constitucional,  tiene  necesariamente 
la  facultad  discrecional  de  elegir  los  medios  que 
ha  de  emplear  para  ese  objeto.»  (1) 

Cualquiera  que  sea  la  interpretación  que  los 
partidos  políticos  de  los  Estados  Unidos  hayan  que¬ 
rido  dar  á  los  propósitos  con  que  se  dictaron  las 
leyes  de  reconstrucción,  es  indudable  que,  cuando 
ellas  han  sido  estudiadas  por  los  grandes  tratadis¬ 
tas  del  derecho  constitucional  ó  aplicadas  por  la 
Corte  supremo  de  la  Unión,  sus  disposiciones  se  han 
mirado  como  una  simple  explicación  del  alcance  de 


(1)  (Sharten  v.  Coll,  39  Seo.  285:  Hardeman  v.  Dowuer,  39  Seo.  425.  Pomcll  versus 
Boon,  43  Ala.  4f>9.  Texas  v.  White,  7  Wall.  700.  White  v.  Hat  13  Wall.  046;  s.c.  39' 
Seo  306.  Homesteud  Caxes,  23  Gratt  266;  Iu  se  Sarch  Kennedy,  2  Kioh,  N.  S.  116. 
White  v.  Hant,  13  Wall,  646;  s.  c.  39  Seo.  306.  Marsh  v.  Bunonghs,  1  Wood  463.) 
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algunos  artículos  que  contenía  la  Constitución  pri 
mitiva  de  1787. 

Para  declarar  á  los  estados  rebeldes  fuera  de  la 
forma  republicana  de  gobierno,  y  poder  proceder 
contra  ellos,  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  le 
tué  menester  que,  ante  todo,  el  Congreso  empezase 
oor  decir  que,  «reconociéndose  la  existencia  de  he¬ 
cho  de  ciertos  gobiernos  en  esos  estados,  su  forma 
no  era  republicana»;  y,  como  consecuencia  de  esta 
declaración,  expulsase  los  senadores  que  los  repre¬ 
sentaban  en  el  Congreso;  destruyese  su  organiza¬ 
ción,  como  autonomías  locales,  formando  de  diversos 
estados  meras  circunscripciones  militares  someti¬ 
das  á  funcionarios  del  Gobierno  Federal,  y  exigiese 
que,  para  su  reorganización,  dictasen  nuevas  cons¬ 
tituciones,  y  solicitasen  del  Gobierno  Federal  su 
reincorporación  á  la  Unión  como  tales  Estados  au¬ 
tonómicos,  en  las  mismas  condiciones  en  que  du¬ 
rante  la  paz,  con  arreglo  á  la  Constitución,  debían 
hacer  igual  solicitud  los  Territorios  Federales  que 
quisiesen  ser  reconocidos  como  estados. 

Para  proceder  de  esta  manera,  el  Congreso  se 
apoyaba  en  el  artículo  de  la  Constitución  Ameri¬ 
cana  que,  igual  al  de  la  Constitución  Argentina,  la 
autoriza  para  admitir  nuevos  estados  en  el  territorio 
déla  Unión;  y,  como  hay  medidas  y  exigencias  pre¬ 
vias  que  puede  el  Congreso  adoptar,  antes  de  pres¬ 
tar  su  aprobación  para  que  un  territorio  se  convierta 
en  estado  de  los  Estados  Unidos,  se  les  exigió  ó 
los  rebeldes  que,  para  ser  admitidos  en  la  Unión, 
dictasen  sus  constituciones  con  arreglo  a  las  leyes 
de  reconstrucción. 
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No  obstante  este  breve  período,  en  que  las  cons¬ 
tituciones  de  los  estados  han  sido  aprobadas  direc¬ 
tamente  por  el  Congreso,  la  doctrina  anterior  y 
posterior  á  la  rebelión,  continúa  estableciendo  que, 
el  único  momento  en  que  el  Congreso  puede  decidir 
si  un  Estado  se  encuentra  en  condiciones  de  ser  ga¬ 
rantido,  porque  su  forma  de  gobierno  es  republicana, 
es  aquél  en  que  acepta  los  diputados  y  los  sena¬ 
dores  que  ese  estado  manda  á  las  cámaras  del 
Congreso,  y,  cuando  ese  caso  no  llega  inmediata¬ 
mente,  porque  en  una  situación  de  rebelión  el  nuevo 
gobierno  constituido  no  haya  elegido  senadores,  la 
doctrina  establece  en  los  Estados  Unidos,  que  la 
facultad  de  reconocer  la  legalidad  de  un  gobierno 
de  Estado,  correspóndele  al  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica,  en  virtud  de  la  ley  de  28  de  Febrero  de 
1795. 

Fué  esto,  precisamente,  loque  sucedió  en  Rohde 
Island,  dando  lugar  á  que  la  Corte  Suprema  pro¬ 
nunciase  el  famoso  fallo  de,  Taney,  en  el  caso  de 
Luther  versus  Borden.  Al  producirse  la  revolución 
americana;  Rohde  Island  no  hizo  lo  que  los  demás 
Estados,  que  dictaron,  coda  uno,  una  Constitución, 
que  se  amoldaba  á  las  nuevas  exigencias  de  la  in¬ 
dependencia  de  la  nación  y  de  la  confederación  de 
los  Estados.  Rohde  Island  continuó  gobernándose 
por  la  Carta  que  le  había  dado  Carlos  II,  haciendo 
en  ella  sólo  aquellas  alteraciones  indispensables 
para  adaptarla  á  las  condiciones  de  un  Estado  inde¬ 
pendiente,  pero  sin  determinar  la  marcha  por  la 
cual  podía  proveerse  á  la  reforma  deesa  especie  de 
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Constitución  que  había  recibido  por  un  rescripto 
del  soberano  de  quien  antes  dependía. 

Hasta  1842,  es  decir,  casi  durante  setenta  años, 
los  representantes  de  Rohde  Island,  fueron  acepta¬ 
dos  á  formar  parte  de  las  Cámaras  del  Congreso 
de  los  Estados  Unidos,  sin  que  la  forma  de  su 
Constitución  hubiese  sido  jamás  objetada,  y  reco¬ 
nociéndose  tácitamente  que  aquél  que  ejercía  sus 
funciones  en  virtud  de  una  carta  política  otorgada 
por  Carlos  II  de  Inglaterra,  era  un  Gobierno  Repu¬ 
blicano.  En  ese  año  los  electores,  que  con  arre¬ 
glo  á  la  Carta  tenían  derecho  de  sufragio,  se 
reunieron  en  meetings  populares  y  eligieron  una 
convención  constituyente.  Esta  dictó  una  Consti¬ 
tución,  la  que,  por  autoridad  propia,  sometió  á  la 
aprobación  directa  del  pueblo,  quien  la  aprobó  en 
Mayo  de  1842  y,  en  su  consecuencia,  se  procedió 
á  organizar  un  nuevo  Gobierno. 

Todos  estos  procederes,  desconocidos  en  absolu¬ 
to  por  el  Gobierno,  que  ejercía  sus  funciones  de 
acuerdo  con  la  carta  de  Carlos  II,  produjeron 
medidas  y  leyes  violentas  de  la  autoridad,  que  lle¬ 
garon  hasta  la  declaración  de  la  ley  marcial. 

En  el  entre  tanto,  otra  convención  se  había  reu¬ 
nido  a  instancias  del  Gobierno  de  la  Carta  de  Car¬ 
los  II,  la  que  á  su  vez  dictó  otra  Constitución  en 
virtud  de  la  cual  se  organizaron  nuevas  auto¬ 
ridades. 

El  Gobierno  Federal  no  se  había,  hasta  entonces, 
mezclado  en  nada;  pero,  requerido  á  la  vez  por 
ambos  gobiernos,  el  emanado  de  la  Carta  y  el  po- 
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pular,  debió  intervenir,  para  proceder  con  arreglo 
á  la  cláusula  que  le  autoriza  á  hacerlo  en  las 
contiendas  domésticas  de  los  Estados. 

Uno  de  los  tantos  ciudadanos  que  se  habían 
alzado  en  armas  para  sostener  al  Gobierno  popu¬ 
lar,  fué  detenido  por  una  orden  emanada  del  Go¬ 
bierno  de  la  Carta,  y,  reputando  ilegales  los  proce¬ 
dimientos,  promovió  una  demanda  por  daños  y 
perjuicios  ante  la  Corte  de  Circuito  de  los  Estados 
Unidos,  que  fué  allí  fallada  y,  más  tarde,  elevada 
por  recurso  de  error,  ante  la  Corte  Suprema  de 
aquella  Nación. 

Es,  en  esa  ocasión,  que  se  produjo  el  famoso 
caso  resuelto  por  el  sabio  juez  Taney;  y  es,  es¬ 
tudiándolo,  que  precisó,  dogmáticamente,  que  en 
las  cuestiones  políticas,  respecto  á  la  garantía  de 
los  Estados,  de  su  forma  de  gobierno  y  respecto  á 
la  existencia  en  ellos  de  la  forma  republicana,  el 
juicio  délas  autoridades  políticas  de  la  Nación  está 
arriba  de  todo  otro  examen. 

En  el  caso  de  Rohde  Island,  el  Presidente  de  1a 
República  había  reconocido  al  gobierno  de  la  Carta 
como  el  verdadero  ejecutivo  de  aquel  Estado,  cuan¬ 
do  éste  convocó  las  milicias  para  hacer  respetar  su 
autoridad,  y,  para  la  Suprema  Corte  délos  Estados 
Unidos,  aún  cuando  el  Congreso  no  hubiese  tenido 
ocasión  de  pronunciarse  al  respecto,  por  cuanto  no 
se  eligieron  senadores  ni  diputados  á  la  legislatura 
nacional  bajo  el  gobierno  popular,  bastó  ese  recono¬ 
cimiento  del  Presidente,  para  que  ella  considerase 
como  legal  y  único  gobierno  en  Rohde  Island  al  ema- 
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nado  de  la  Carta,  porque,  como  lo  dice  el  mismo 
fallo  de  Taney:  «en  el  caso  de  naciones  extranjeras, 
el  Gobierno  reconocido  por  el  Presidente  es  siem¬ 
pre  reconocido  en  los  tribunales  de  justicia,  y  este 
principio  ha  sido  aplicado  por  la  ley  del  Congreso 
(la  de  28  de  Febrero  de  1895)  á  los  Estados  sobe¬ 
ranos  de  la  Unión».  (1) 

Haciendo  aplicación  concreta  de  estos  principios 
en  cuanto  se  refiere  á  la  existencia  de  la  forma  del 
sistema  republicano  en  una  provincia,  creo  que  de¬ 
be  sostenerse  siempre,  que  estando  actualmente  re¬ 
presentado  en  el  Congreso  Nacional  Argentino,  el 
pueblo  de  aquella  provincia,  por  la  elección  de  los 
diputados,  hecha  á  la  sombra  de  la  Constitución  en 
vigor,  y  por  la  convocatoria  de  las  autoridades  por 
ella  creadas;  y,  estando  representada  la  autonomía 
local  de  esa  provincia  en  el  Senado  déla  Nación  por 
los  senadores  electos  por  la  legislatura,  constituida 
de  acuerdo  con  las  prescripciones  de  su  Constitu¬ 
ción  propia,  la  provincia  en  cuestión  se  encuentra 
en  las  condiciones  de  un  Estado  que  goza  de  la  for¬ 
ma  republicana  de  gobierno,  exigida  por  el  artícu¬ 
lo  5o  de  la  Constitución,  como  condición  para  que 
el  Gobierno  Federal  garantice  á  cada  provincia  el  go¬ 
ce  y  el  ejercicio  de  sus  propias  instituciones. 

Para  declarar  que  en  una  provincia  no  existe  la 
forma  republicana  de  gobierno,  seria  menester  que 
se  hubieran  producido  en  ella,  hechos  posteriores 

(1)  El  párrafo  transcripto  en  et  texto  se  encuentra  en  el  tomo  Vil  Hower,  pá¬ 
gina  2,  y  después  de  él  ha  sido  confirmado  por  los  fallos  sucesivos  de  la  Suprema 
Corte  d;  los  Estados  Unidos. 
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á  la  aceptación  de  los  últimos  diputados  y  senado¬ 
res  electos  allí,  é  incorporados  al  Congreso  Nacio¬ 
nal;  porque  la  forma  de  Gobierno  que  garantiza  la 
nación  á  las  provincias,  no  depende,  en  su  altera¬ 
ción,  de  los  conflictos  que  pueden  producirse  en 
materia  de  atribuciones  entre  los  poderes  políticos  de 
una  provincia,  sino  de  que  las  instituciones  ya  es¬ 
critas,  se  cambien,  ó  de  que  la  cohibición  de  los 
poderes  públicos,  prohíba  al  pueblo  del  goce  de  los 
derechos  que  aquellas  instituciones  les  acuerda. 

La  intervención  del  Gobierno  Federal  en  los  es¬ 
tados  con  el  objeto  de  garantir  la  forma  republica¬ 
na,  es  un  hecho  que  se  produce  espontáneamente 
por  el  Gobierno  Federal,  por  autoridad  propia,  y  no 
por  requisición  de  los  gobiernos  de  Estado. 

Para  darse  cuenta  de  esto,  basta  recordar  que  la 
rama  judicial  del  Gobierno  Federal,  interviene  dia¬ 
riamente  en  los  estados,  sin  requisición  de  autori¬ 
dad  alguna,  para  amparar  los  derechos  que  el  Go¬ 
bierno  Federal  se  ha  obligado  á  garantirá  las  pro¬ 
vincias,  que  hayan  dictado  sus  constituciones  con 
arreglo  á  las  prescripciones  del  artículo  5o. 

Una  vez  que  las  provincias  han  dictado  sus  cons¬ 
tituciones  de  acuerdo  con  lo  que  prescribe  el  artícu¬ 
lo  5o  de  la  Constitución  Nacional,  ha  quedado  re¬ 
conocido  el  gobierno  republicano  de  esa  provincia 
por  la  aceptación  de  los  senadores  y  diputados  ele¬ 
gidos  como  miembros  del  Congreso,  v  el  imperio 
de  aquellas  constituciones  no  depende  ya  sólo  de 
la  voluntad  de  las  autoridades  locales  que  se  orga¬ 
nicen  á  la  sombra  de  esa  Constitución. 
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Cuando  el  pueblo  argentino,  reunido  en  Congreso 
Constituyente,  en  virtud  de  pactos  preexistentes,  y 
por  voluntad  y  elección  de  las  Provincias  que  com¬ 
ponían  la  Nación,  sancionó  la  Constitución  Federal, 
creó  simultáneamente  las  dos  entidades  políticas 
que  habían  de  evolucionar  dentro  del  territorio  de 
la  Nación;  es  decir,  creó  ei  Gobierno  General,  con 
funciones  limitadas  y  taxativamente  enumeradas, 
y  el  Gobierno  Provincial,  á  quien  dió  como  atribu¬ 
ciones  todas  aquéllas  que  perteneciesen  al  poder 
público,  y  que  el  pueblo  nacional  no  hubiese  dele¬ 
gado  en  el  Gobierno  Federal  al  dictarse  su  Cons¬ 
titución. 

Para  definir  el  carácter  de  uno  y  otro  gobierno, 
nada  hay  más  breve,  terminante  y  autorizado  que 
lo  que  han  repetido  diversos  fallos  de  la  Corte  Su¬ 
prema  de  los  Estados  Unidos. 

«La  facultad  del  Gobierno  General  y  la  facultad 
del  Gobierno  de  Estado,  aunque  ambos  existen  y 
son  ejercidos  dentro  de  los  mismos  límites  territo¬ 
riales,  son,  no  obstante,  soberanías  separadas  y  dis¬ 
tintas,  procediendo  separada  é  independientemente 
la  uno  de  la  otro,  dentro  de  sus  esferas  respecti¬ 
vas».  (1) 

Entre  las  facultades  discrecionales  acordadas  al 
Gobierno  Federal  por  la  Constitución  Argentina,  en 
apoyo  ó  en  contra  los  gobiernos  nacidos  de  las 
constituciones  provinciales,  está  la  de  decidir  si  es¬ 
tas  últimas  han  sido  dictadas  con  arreglo  al  artícu- 

(1)  Ableman  V.  Borth,  21  How,  506.  Collection  V.  Day  11.  Wall.  113. 
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lo5°,  que  es  el  que  principalmente  se  invoca,  cuan¬ 
do  se  trata  de  hacer  intervenir  al  Gobierno  Fede¬ 
ral  en  el  territorio  de  las  provincias. 

Por  ese  artículo,  la  garantía  que  el  Gobierno  Na¬ 
cional  da  á  cada  provincia  en  el  goce  y  ejercicio  de 
sus  instituciones,  no  es  una  promesa  de  sostener. 
á  fortiori,  las  autoridades  que  se  hayan  organizado 
á  la  sombra  de  esas  constituciones;  sino,  por  el 
contrario,  es  la  garantía  que  el  pueblo  nacional  ha 
otorgado  á  cada  pueblo  local,  constituido  por  la 
población  que  habita  el  territorio  de  cada  una  de 
les  provincias,  de  que  esas  instituciones  inscriptas 
en  sus  constituciones  locales,  se  harán  efectivas, 
aún  á  despecho  de  la  arbitrariedad  y  de  la  violen¬ 
cia  de  las  autoridades  que  de  ellas  hayan  ema¬ 
nado. 

En  el  célebre  fallo  del  juez  Chase,  con  motivo  de 
recursos  llevados  ante  la  Corte  de  los  Estados  Unidos 
por  uno  de  los  Estados  rebeldes,  aquel  sabio  juris¬ 
consulto  estableció  perfectamente  este  principio:  La 
garantía  acordada  por  la  Nación  a  los  poderes  pú¬ 
blicos  locales,  no  se  encuentra  incluida  entre  las 
prescripciones  del  artículo  5o  de  nuestra  Constitu¬ 
ción.  Es  para  esos  casos,  precisamente,  que  se  ha 
incluido  en  nuestro  Código  fundamental  el  artículo 
6o.  Allí  se  determina,  no  sólo  el  derecho  propio  de 
intervenir  el  Gobierno  Federal  para  garantir  la  for¬ 
ma  republicana  de  gobierno,  sino  también  el  deber 
de  llevar  su  intervención  á  las  provincias,  siempre 
que  fuese  requerido  por  las  autoridades  constitui¬ 
das,  que  estuvieren  amenazadas  ó  hubiesen  sido 


depuestas  por  la  sedición  ó  por  invasión  de  otra 
provincia. 

Son,  pues,  dos  casos  completamente  distintos 
aquéllos  en  que  colocan  esos  artículos  al  Gobierno 
Federal;  porque,  si  tratándose  del  artículo  5o,  puede 
y  debe  ir  á  garantizar  al  pueblo  el  uso  y  el  goce 
del  sistema  republicano  y  de  todos  los  principios  y 
garantías  que  le  ha  acordado  la  Constitución  Nacio¬ 
nal;  cuando  interviene  á  requisición  de  un  poder 
constituido,  que  se  considera  amenazado,  no  pro 
cede  por  voluntad  ni  por  facultad  discrecional, 
sino  en  mérito  de  ése  derecho  que  el  artículo  6o 
ha  acordado  ó  los  gobiernos  de  provincia  de  pedir 
al  Gobierno  Federal  el  ser  sostenidos  ó  repuestos, 
según  sea  que  la  sedición  los  amenace  ó  los  de¬ 
ponga. 

Esta  materia  de  las  intervenciones  del  Gobierno 
Pederal  en  el  territorio  de  los  Estados,  no  está  re¬ 
glamentada  por  nuestra  legislación  propia,  ni  los 
precedentes  que  la  sirven  de  comentario  pueden  es¬ 
tablecer  sobre  ella  una  regla  invariable. 

No  acontece  lo  mismo  en  los  Estados  Unidos, 
donde  las  intervenciones  no  tienen  casi  preceden¬ 
tes.  Allí,  una  ley  de  28  de  Febrero  de  1795,  facultó 
al  Presidente  para  intervenir  en  los  casos  en  que 
la  autoridad  del  Gobierno  fuera  requerida  por  la 
Legislatura,  ó,  en  su  defecto,  por  el  Ejecutivo  de 
algún  Estado,  donde  se  hubiere  producido  una  se¬ 
dición;  quedando  así  el  Congreso  desligado  de  te¬ 
ner  que  dictar  nuevas  leyes  en  cada  caso  que  un 
Estado  requiriese  la  intervención,  y  dejando  sólo  al 
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criterio  del  Presidente  la  apreciación  de  si  el  caso 
caía  ó  no  dentro  de  los  términos  de  la  Constitución 
ó  de  la  ley  de  1795. 

Pero  cuando  se  ha  tratado  del  restablecimiento 
de  la  forma  republicana  de  gobierno,  entonces  el 
Congreso  ha  reclamado  para  sí  el  derecho  de  resol¬ 
ver  el  caso,  y  la  Corte  Suprema  se  lo  ha  reconocido 
por  la  autoridad  de  dos  grandes  fallos,  fundados 
por  dos  grandes  jueces:  Taney  y  Chase. 

Ambos  magistrados  han  reconocido,  y  la  Corte 
con  ellos,  que  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos 
opera  en  el  ejercicio  de  su  facultad  para  suprimir 
insurrecciones,  cuando  es  requerido  por  un  Gobier¬ 
no  de  Estado;  y  que  esta  facultad  es  necesaria, 
porque  la  acción  debe  ser  inmediata,  dada  la  ur¬ 
gencia  del  caso  de  una  conmoción  sediciosa. 

En  cuanto  á  la  facultad  de  proveer  á  la  recons¬ 
trucción  de  los  gobiernos  locales,  por  violación  ó 
desaparición  de  la  forma  republicana,  ella  nace  de 
la  obligación  que  tienen  los  Estados  Unidos  de  ga¬ 
rantir  á  cada  Estado  de  la  Unión,  una  forma  re¬ 
publicana  de  gobierno;  pero  esa  garantía  parece 
que  ha  sido  dada  al  Estado,  en  su  condición  de 
pueblo  ó  comunidad  política  en  contraposición  á  un 
Gobierno.  Así  lo  ha  establecido  terminantemente 
un  fallo  americano.  (Wallace,  7,  pág.  721.) 

En  este  punto  no  hay  reglas  precisas,  porque  es 
imposible  determinar  cuándo  está  efectivamente  vio¬ 
lada  la  forma  republicana,  tratándose  de  gobier¬ 
nos  locales,  que  pueden  revestir  una  tiranía  con 
las  exterioridades  de  un  gobierno  organizado  por 
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los  poderes  públicos  que  la  Constitución  ha  deter¬ 
minado  como  indispensables,  para  que  la  Nación 
preste  á  las  provincias  su  garantía  de  existencia 
política. 

Es  precisamente  por  ese  motivo  que,  tanto  Ta- 
ney  como  Chase,  han  reconocido  que  «en  el  ejerci¬ 
cio  de  las  facultades  conferidas  por  la  cláusula  de 
la  garantía  (de  una  forma  republicana),  como  en 
el  ejercicio  de  todos  los  poderes  constitucionales, 
es  indispensable  reconocer  una  discreción  nece¬ 
saria  en  la  elección  de  los  medios  á  emplearse  al 
efecto;  pero  el  notable  fallo  que  consigna  este  prin¬ 
cipio,  agrega,  sabia  y  prudentemente,  que  es  esencial, 
sin  embargo,  que  los  medios  que  se  empleen  sean 
necesarios  y  adecuados  para  llevar  á  efecto  el  poder 
acordado  par-a  la  restauración  del  Estado  á  sus 
relaciones  constitucionales,  bajo  una  forma  repu¬ 
blicana,  y  que  ningún  acto  se  ejecute,  ni  se  ejerza 
autoridad  alguna,  ya  sea  que  esté  'prohibido  ó  ya 
sea  que  no  esté  autorizado  por  la  Constitución »  (Wa- 
llace,  7,  página  729). 

Parece,  pues,  desprenderse  de  estos  principios, 
que  cuando  la  intervención  se  llevo  á  un  Estado, 
por  violación  de  la  forma  republicana,  es  indispen¬ 
sable  comenzar  por  declararse  que  esa  forma  no 
existe  en  el- Estado  intervenido. 

Si  la  intervención  tuviese  por  origen  una  requi¬ 
sición  de  cualquiera  de  las  autoridades  constituidas 
en  una  provincia,  entonces  el  Gobierno  Federal  no 
va  á  garantir  la  formo  republicana  de  gobierno, 
porque  para  ello  sería  indispensable  que  hubiera 


precedido  á  la  intervención  una  sanción  del  Con¬ 
greso,  semejanteá  lasque  dictáronlos EstadosL  nidos 
en  1877,  es  decir,  una  declaración  explícita  de  que 
los  gobiernos  existentes  en  los  Estados  rebeldes 
eran  sólo  gobiernos  de  hecho,  sin  forma  republica¬ 
na,  y  á  cuyos  pueblos  el  Gobierno  Federal  estaba 
en  el  deber  de  restituirlos  al  goce  y  uso  de  sus 
instituciones  desaparecidas. 

La  intervención  que  llega  á  un  Estado  por  requi¬ 
sición  de  sus  autoridades,  no  tiene  el  mismo  carácter 
que  la  intervención  que  envía  por  propia  autoridad 
el  Gobierno  Federal. 

Como  el  momento  en  que  el  Gobierno  Federa, 
reconoce  la  existencia  ó  no  existencia  de  la  forma 
republicana  en  una  provincia,  es  aquél  en  que  acepta 
p  rechaza  los  diputados  y  senadores  al  Congreso, 
surge  lógicamente  de  ese  acto  que,  si  fuesen  éstos 
admitidos,  todas  las  autoridades  locales  de  la  pro¬ 
vincia  que  representan,  deben  reputarse  autoridades 
constituidas,  á  los  efectos  del  artículo  (5o,  y,  por  tan¬ 
to,  con  derecho  para  pedir  la  intervención. 

A  este  respecto,  es  menester  tener  presente  que 
las  autoridades  federales  no  pueden,  en  caso  alguno, 
reconocer  como  legal  y  como  constituido,  ó  los  efec¬ 
tos  del  artículo  6o  de  la  Constitución,  á  solo  uno 
de  los  tres  poderes  que  forman  el  gobierno,  en  el 
sistema  representativo. 

Sise  admite,  por  ejemplo,  que  el  Poder  Legislativo 
de  una  provincia  es  un  poder  constituido  y  reco¬ 
nocido,  á  los  tiñes  de  la  intervención  nacional,  tiene 
forzosamente  que  reconocerse  que,  en  idénticas  con 
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diciones  se  encuentran  el  Poder  Ejecutivo  y  el  Poder 
Judicial  de  la  misma,  por  cuanto,  como  se  ha  dicho, 
al  aceptarse  los  diputados  y  senadores  de  un  Estado 
á  formar  parte  del  Congreso  de  la  República,  se 
reconoce  la  legalidad  con  que  han  sido  constituidas 
todas  las  autoridades  locales  de  un  Estado,  y  no 
simplemente  una  rama  del  poder  que  forma  el  go¬ 
bierno  de  aquél. 

Dados  estos  principios,  no  puede,  jurídicamente, 
sostenerse  que  la  intervención  debe  ir  simplemente 
á  facilitar  el  funcionamiento  de  uno  solo  de  los 
poderes  constituidos  de  una  provincia;  porque  yendo 
á  los  objetos  del  artículo  6o,  debe  amparar,  en  el 
ejercicio  de  sus  facultades,  lo  mismo  al  Poder  Le¬ 
gislativo  que  al  Ejecutivo  y  al  Judicial,  puesto  que 
para  el  Gobierno  Federa]  tan  legal  es  uno  de  esos 
poderes  como  cualquiera  de  los  otros. 

Si  la  intervención  debe  ir  una  vez  requerida,  con 
caracteres  imperativos,  es  otra  cuestión  que  merece 
la  pena  de  estudiarse. 

En  un  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  fir¬ 
mado  por  mí  en  disidencia,  be  sostenido  que: 

«La  intervención  del  Gobierno  Federal  en  el  terri¬ 
torio  de  las  provincias, — con  excepción  del  Poder 
Judicial, — es  un  accidente  extraordinario  en  la  vida 
de  la  nación.  Las  provincias  tienen,  dentro  de  sus 
propias  facultades,  los  elementos  de  poder  y  de  auto¬ 
ridad  indispensables  para  su  propia  existencia.  La 
sedición  local,  en  tanto  que  no  se  requiera  por  auto¬ 
ridad  competente  la  intervención  federal,  no  es  un 
motivo  para  que  la  vida  independiente  de  la  pro¬ 
vincia  desaparezca. 
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Lejos  de  ello,  los  conflictos  domésticos  que  se 
producen  en  el  terrritorio  de  un  Estado,  deben  re¬ 
solverse  dentro  del  Estado  mismo  por  sus  propios 
poderes  públicos,  habiendo  dado  la  Constitución  los 
medios  de  hacerlo,  al  extremo  de  poder  movilizar 
la  guardia  nacional,  en  la  medida  que  ellos  solos 
juzguen  conveniente.  (Luther  v.  Borden,  Howard,  7, 
página  1.) 

Si  la  revolución  triunfa  y  las  autoridades  derro¬ 
cadas  no  reclaman  la  intervención  federal,  ó  el  Con¬ 
greso  la  rechaza,  la  Nación  debe  dejar  que  los  poderes 
públicos  se  reconstituyan  bajo  los  solos  influjos  de 
las  nuevas  autoridades  provisori  ts.  La  revolución 
no  es  un  derecho;  pero  es  un  hecho  susceptible  de 
crear  derechos».  (1) 

Las  ideas  contenidas  en  los  párrafos  anteriores, 
no  eran  una  aplicación  de  circunstancias,  que  ha 
cía  yo,  como  magistrado,  á  un  caso  ocurrente;  las 
había  sostenido  muchos  años  atrás. 

Cuando  en  1888,  el  Presidente  de  la  República 
doctor  Juárez  Celman,  me  honró  nombrándome 
comisionado  del  Gobierno  Federal,  para  que,  estu¬ 
diando  la  situación  de  la  provincia  de  Córdoba,  le 
informase,  á  fin  de  conceder  ó  negar  la  intervención 
que  había  solicitado  el  gobernador  Olmos,  acusado 
por  la  Legislatura,  tuve  ocasión,  en  documentos 
públicos,  de  expresar  las  mismas  ideas  constitucio¬ 
nales  que  hoy  sostengo,  respecto  á  las  interven¬ 
ciones  del  Gobierno  Federal  en  las  provincias.  Un 


(1)  Fallos  de  la  Suprema  Corto  de  Justicia,  tomo  III,  serie  IV,  página  47Q* 
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conflicto  de  poderes  que  no  afecta  directamente  ios 
derechos  del  pueblo,  que  no  motive  reclamos  de  los 
ciudadanos  que  se  encuentren  oprimidos  por  la 
tiranía,  no  da  acción  al  Gobierno  Federal  en  tanto 
que  las  prerrogativas  del  Gobierno  de  la  Nación  no 
se  encuentren  amenazadas  ó  atacadas  por  ese  con¬ 
flicto. 

Para  decidir  si  lia  llegado  el  caso  en  que  el 
Gobierno  Federal  debe  intervenir  en  el  territorio  de 
una  provincia,  porque  estén  allí  perdidas  las  con¬ 
diciones  políticas  en  que  se  hallaba  en  el  momento 
en  que  fueron  aceptados  por  el  Congreso  los  últimos 
diputados  y  senadores  electos,  el  Gobierno  Nacional 
no  necesita  requisición  de  autoridad  alguna  provin¬ 
cial.  Él  puede,  para  llenar  los  altos  tiñes  que  la 
Constitución  le  ha  conferido,  de  garantizar  á  las 
pueblos  el  goce  de  sus  instituciones,  y  ú  los  go¬ 
biernos  el  imperio  de  su  autoridad  local,  procurarse 
las  informaciones  que  juzgue  necesarias,  emplean¬ 
do,  al  efecto,  todos  los  medios  que  su  propia  discre¬ 
ción  le  aconseje. 

Fue  éste  el  criterio  que  presidió  mis  actos  en  la 
comisión  nacional  que  desempeñé  en  Córdoba  en 
1888.  El  decreto  de  mi  nombramiento  decía;  «Te¬ 
niendo  en  cuenta  los  datos  comunicados  de  la 
provincia  de  Córdoba  respecto  á  los  hechos  que  han 
tenido  lugar  entre  el  gobernador  y  la  Legislatura  de 
la  provincia,  y  deseando  el  P.  E.  ser  informado 
imparcialmente  acerca  de  ellos,  por  las  ulteriori- 
dades  á  que  pudieran  dar  lugar,  nómbrase  en 
comisión  al  presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
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ticia  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  br.  Luís 
V.  Varela,  para  que,  trasladándose  á  la  ciudad  de 
Córdoba,  investigue  los  hechos  que  lian  tenido  lugar 
é  infoi'me  al  P.  E.  Nacional  acerca  de  ellos.» 

El  gobernador  Olmos,  al  referirse  á  los  mismos 
hechos  que  fundaban  el  decreto,  decía:  «Como  los 
hechos  relacionados,  envuelven  un  conflicto  de  po¬ 
deres  y  una  invasión  de  atribuciones  por  parte  de 
la  Cámara,  me  creo  en  el  deber  de  ponerlo  en  co¬ 
nocimiento  de  V.  E.,  solicitando  por  su  intermedio, 
que  el  Gobierno  General  adopte,  de  conformidad, 
al  articulo  6o  de  la  Constitución  Nacional,  las  me¬ 
didas  precisas  para  garantir  el  pleno  y  libre  ejercicio 
de  las  funciones  administrativas  encargadas  al  Poder 
Ejecutivo  de  la  provincia ,  desconocido  y  trabado  en 
su  ejercicio  por  la  resolución  de  la  Cámara .» 

Este  caso  es  el  que  más  frecuentemente  ha  mo¬ 
tivado  la  intervención  del  Gobierno  Federal  en  las 
provincias.  En  el  fondo,  el  sistema  de  gobierno  no 
está  alterado:  los  derechos  del  pueblo  no  están 
desconocidos.  Es  un  mero  conflicto  de  autoridades 
domésticas. 

Los  poderes  locales  no  habían  asumido  actitud 
alguna,  que  importase  desconocimiento  de  las 
autoridades  federales,  ni  que  pusiese  en  peligro  el 
ejercicio  de  las  garantías  individuales  acordadas  al 
pueblo  de  aquella  provincia.  Era  puramente  un 
conflicto  de  facultades  dentro  de  los  representan¬ 
tes  de  la  autoridad  pública  que,  en  esencia,  no 
afectaba  el  mecanismo  institucional  de  la  provincia, 
en  cuanto  ó  las  relaciones  que  siempre  existen  en¬ 
tre  gobernantes  y  gobernados. 
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Mi  actitud  en  esas  circunstancias,  puede  decirse, 
que  quedó  claramente  definida,  en  la  circular  que 
con  fecha  24  de  Marzo  de  J 888,  al  iniciar  mi  comisión 
en  nombre  del  Gobierno  Federal,  y  haciéndoles 
conocer  su  carácter  y  su  objeto,  dirigí  al  goberna¬ 
dor  don  Ambrosio  Olmos,  al  vicegobernador  doctor 
Echenique,  en  ejercicio  del  P.  E.,  á  ios  presidentes 
de  las  Cámaras  de  Diputados  y  del  Senado  de  la 
Legislatura  de  Córdoba  y  al  presidente  del  Tribunal 
constituido  para  el  juicio  político. 

En  el  párrafo  pertinente  de  esa  nota  yo  decía: 
«No  vengo  á  intervenir  en  los  sucesos  producidos 
ó  que  pueden  producirse,  ni  á  detener  la  acción  de 
los  poderes  constituidos  en  1a  provincia  de  Córdo¬ 
ba,  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  esa  acción 
se  manifieste,  y  cualquiera  que  sean  las  conse¬ 
cuencias  que  ellas  pudieran  tener.  Arengo  sólo  á 
investigar  los  hechos  pasados,  y  asistir  como  ob¬ 
servador  á  los  que  puedan  producirse,  para  estu¬ 
diar  si  los  unos  y  los  otros  se  han  desenvuelto 
dentro  de  las  facultades  autonómicas  de  la  provin¬ 
cia,  aplicándose  á  ellos  las  instituciones  propias, 
sin  herir  ó  menoscabar  ninguna  de  las  atribuciones 
ó  prerrogativas  del  Gobierno  Federal.  Dados  los 
términos  del  decreto  de  mi  nombramiento,  mi  misión 
oficial  en  esta  provincia  está  limitada  por  las  pro¬ 
pias  facultades  del  Gobierno  Nacional  que  me  ha 
enviado .»  (1) 

Se  ve,  claramente,  en  las  terminantes  declaracio- 


(1)  Intervención  Nacional  en  Córdoba,  pág.  16. 
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nes  del  último  párrafo  transcripto,  que,  creyendo 
yo  que  mis  facultades,  estaban  limitadas  por 
aquéllas  que  la  Constitución  ha  conferido  al  Go¬ 
bierno  Federal,  en  el  caso  de  contiictos  entre  los 
poderes  internos  de  una  provincia,  no  me  creía  con 
derecho  de  poder  inmiscuirme  en  el  desenvolvimiento 
de  los  acontecimientos  que  se  producían  dentro  de 
la  órbita  de  las  facultades  provinciales,  ni  mucho 
menos  para  asumir  el  gobierno  y  la  administración 
de  aquel  Estado,  que  no  había  sido  declarado  por 
ley  alguna  del  Congreso  ni  por  acto  alguno  del 
Ejecutivo,  fuera  de  las  condiciones  constituciona¬ 
les  establecidas  por  el  artículo  5o,  para  gozar  de  la 
garantía  de  las  instituciones  propias  de  la  provincia. 

Como  el  gobernador  Olmos  no  contestase  ese 
oficio,  y  á  mi  noticia  llegase  que  tenía  el  propósito 
de  no  contestarlo,  con  fecha  27  de  Marzo  de  1888, 
le  dirigí  otra  comunicación,  en  la  que  ampliaba 
las  mismas  doctrinas  constitucionales,  precisando 
cuál  era,  en  mi  entender,  el  alcance  de  las  faculta¬ 
des  del  Presidente  de  la  República,  en  estos  casos 
de  conflictos  entre  las  autoridades  que  forman  el 
gobierno  local  de  una  provincia. 

Habiendo  mis  procederes  sido  aprobados  por  el 
Gobierno  que  me  había  enviado  á  Córdoba,  no 
puedo  yá  darles  el  carácter  dé  opinión  personal 
mía,  á  aquellas  doctrinas,  sino  que  debo  conside¬ 
rarlos  como  incorporadas  á  los  principios  que  el 
Gobierno  Federal  ha  sostenido  respecto  á  sus  pro¬ 
pios  derechos,  deberes  y  atribuciones  en  estos 


casos. 
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Extractando  de  ese  documento  los  párrafos  que 
pueden  tener  pertinente  aplicación  á  todos  los 
casos  en  que  el  Gobierno  Federal  antes  de  decretar 
una  intervención  necesite  conocer  detalladamente 
los  hechos  producidos,  la  naturaleza  del  conflicto 
entre  las  autoridades  locales  y  la  gravedad  que  él 
pueda  tener,  en  cuanto  se  refiera  á  las  relaciones 
entre  la  Nación  y  las  provincias,  ó  á  los  deberes 
de  la  Nación  para  con  el  pueblo  local  de  los  estados 
que  forman  la  unión  Argentina,  creo  oportuno  trans¬ 
cribir  los  siguientes: 

«El  origen  de  mi  misión  en  Córdoba  fue  un 
telegrama  de  V.  E.  requiriendo  la  intervención  na¬ 
cional  en  el  territorio  de  esta  provincia,  por  defec¬ 
tos  de  forma  en  los  procedimientos  seguidos  para 
el  enjuiciamiento  político  de  V.  E.  El  gobierno  de 
la  Nación  no  creyó  llegado  el  caso  de  intervenir, 
porque  los  defectos  de  forma  que  V.  E.  indicaba 
se  subsanaron,  antes  de  que  resolución  alguna  hu¬ 
biese  sido  adoptada  en  el  pedido  de  V.  E.  Así  debió 
también  comprenderlo  V.  E.  mismo,  aceptando 
después  de  requerida  la  intervención,  el  juicio,  y 
compareciendo  ante  sus  jueces  constitucionales,  sin 
protesta  alguno. 

«El  Presidente  de  la  República  daba  así  una 
prueba  de  respeto  ó  las  instituciones  locales  de 
Córdoba,  queriendo  que  el  conflicto  se  resolviera 
dentro  de  la  órbita  de  la  jurisdicción  local  y  con 
arreglo  á  los  trámites  establecidos  por  la  Constitu¬ 
ción  y  por  las  leyes  provinciales. 

«Dejaba  que  los  sucesos  se  desarrollasen  sin  que 
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la  fuerza,  la  autoridad  6  la  influencia  de  la  nación 
pesasen  sobre  ellos,  pero  como  era  V.  E.,  el  go¬ 
bernador  de  una  provincia  federal,  cjuien  había 
requerido  su  intervención,  para  mantener  la  auto¬ 
ridad  constituida  que  legítimamente  ejercía,  el  señor 
Presidente  de  la  República  creyó  que  cumplía  su 
deber,  de  una  manera  más  austera,  enviando  un 
representante  suyo,  que  sin  mezclarse  para  nada 
en  las  evoluciones  de  la  política  ó  en  las  tramita¬ 
ciones  del  juicio,  le  informara  imparcialmente 
acerca  de  los  sucesos  que  se  producen,  por  las 
ulterioridades á  que  ellos  pudieran  dar  lugar. 

«No  puedo  prever  cuáles  puedan  ser  esas  ulte¬ 
rioridades;  pero  estoy  seguro  de  que,  en  el  ánimo 
del  señor  Presidente  de  la  República,  el  motivo 
que  más  le  ha  decidido  á  enviarme,  ha  sido  la 
propia  requisición  hecha  por  V.  E.,  queriendo,  sin 
duda,  aún  después  de  denegar  la  intervención, 
asegurarse  de  que  ella  había  sido  bien  denegada, 
porque  los  poderes  públicos  de  la  provincia  de 
Córdoba,  han  procedido  dentro  de  la  órbita  desús 
funciones  peculiares,  sin  invadir  atribución  alguna 
nacional,  y  sin  producir  ninguno  de  aquellos  actos 
en  que ,  por  la  Constitución  Nacional,  el  Gobierno 
Federal  está  obligado  á  intervenir,  por  derecho 
propio ,  para  mantener  las  instituciones  republica¬ 
nas,  ó  á  requisición  de  las  autoridades  constituidas, 
para  reponerlas,  en  caso  de  haber  sido  depuestas 
por  las  sediciones,  que  pueden  tanto  producirse  en 
los  cuerpos  parlamentarios  como  en  el  seno  del 
pueblo. 
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«Quizá  no  estaba  lejos  del  pensamiento  del  señor 
Presidente  de  la  República,  la  posibilidad  de  un 
error  cometido  al  denegar  á  V.  E.  la  intervención; 
error  en  que  podía  haber  sido  inducido  por  defi¬ 
ciencia  ó  inexactitud  en  los  datos  trasmitidos,  y 
buscaba  repararlo  tal  vez,  acordando  la  interven¬ 
ción  negada,  cuando  su  comisionado  especial,  con 
conocimiento  completo  de  los  acontecimientos,  le 
hubiere  informado  la  verdad  actual,  tanto  en  lo 
que  se  refiere  a  los  sucesos  pasados  como  a  la 
situación  presente. 

«En  el  sistema  de  gobierno  que  nos  rige,  el  Pre¬ 
sidente  de  la  República  puede  siempre  delegar  ante 
las  autoridades  de  los  Estados  Federales  sus  repre¬ 
sentantes  ó  comisionados,  para  que,  limitándose  á 
simples  investigaciones  personales,  estudien  acon¬ 
tecimientos  ó  situaciones,  y  le  informen  imparcial- 
mente  sobre  ellos,  á  fin  de  obtener  la  mejor  ad¬ 
ministración  y  la  mejor  legislación  para  la  Re¬ 
pública. 

«Encargado  el  Gobierno  Federal  del  ejercicio  de 
la  soberanía  delegada  en  la  Nación  por  el  pueblo 
argentino,  sus  funciones  serían  imposibles  sin 
tener  la  facultad  de  hacer  estos  nombramientos, 
que,  aunque  tienen  un  carácter  nacional  por  su 
origen,  no  ejercen  autoridad,  jurisdicción  ni  im¬ 
perio  alguno. 

«Los  gobiernos  de  provincia  son  los  agentes  na¬ 
turales  del  Gobierno  Federal  en  estos  casos;  pero 
cuando  es  precisamente  sobre  actos  de  esos  go¬ 
biernos  que  se  requieren  los  informes,  entonces 
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no  queda  oiro  camino  legal  que  el  del  nombra¬ 
miento  de  un  agente  oficial  que,  en  su  representa¬ 
ción,  haga  las  averiguaciones  necesarias,  quizá 
indispensables,  para  el  ejercicio  de  las  facultades, 
y  el  más  perfecto  cumplimiento  de  los  deberes  que 
la  Constitución  le  ha  encomendado. 

«Como  el  silencio  de  V.  E.  pudiera  tener  por 
causo  el  error  probado  de  falta  de  corrección  con 
que  mi  nombramiento  se  ha  hecho,  no  creo  fuera 
de  lugar  recordar  aquí  que,  desde  mi  llegada  á 
esta  capital,  ni  V.  E.  ni  ningún  otro  de  los  pode¬ 
res  públicos  provinciales,  puede  decir  que  ha  sido 
molestado,  detenido  en  su  acción  ó  coartado  en  el 
libre  ejercicio  de  sus  facultades  privativas,  por  la 
presencia  de  un  comisionado  nacional,  que  no 
tiene  mas  representación  que  la  autoridad  moral 
del  Presidente  de  la  República,  ni  más  misión  que 
la  de  ser  informado,  cuando  lo  requiera,  por  aqué¬ 
llos  que  están  en  el  deber  de  hacerlo,  siempre  que 
el  Gobierno  Nacional  piense  que  esos  informes  son 
indispensables  para  el  ejercicio  de  algunas  de  sus 
prerrogativas  ó  para  el  cumplimiento  de  un  deber 
nacional.»  (1) 

Precisadas  en  ese  oficio,  en  términos  breves,  mis 
opiniones,  respecto  á  la  manera  cómo  puede  pro¬ 
ceder  el  Gobierno  Federal  sin  ser  siquiera  reque¬ 
rido,  no  sorprenderá  á  nadie  que  sostenga  que, 
constitucionalmente,  el  Presidente  de  la  República 
puede  decretar  una  intervención  en  una  provincia. 


(1)  Intervención  Nacional  en  Córdoba,  Píigs.  1S  á  21. 
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y  no  nombrar  interventor  alguno,  limitándose  á  en¬ 
viar  á  la  provincia  intervenida  simples  comisiona¬ 
dos  con  la  misión  de  informarle  de  los  acontecimien¬ 
tos,  y  ejecutando  por  sí  mismo,  desde  la  Capital  de 
la  República,  la  ley  del  Congreso. 

Pero,  si  ejerciendo  la  facultad  discrecional  que 
el  Gobierno  Federal  tiene  para  excogitar  los  medios 
de  que  ha  de  servirse  en  los  casos  de  intervención, 
resolviese  enviar  á  una  provincia  un  interventor, 
éste  nunca  podría  tener  mayores  atribuciones  que 
aquéllas  que  la  Constitución  ha  conferido  al  Go¬ 
bierno  Federal  mismo  dentro  del  régimen  interno 
de  los  gobiernos  locales. 

La  historia  de  las  intervenciones  en  la  República 
Argentina  formaría  el  cuerpo  más  deforme  que  pu¬ 
diera  crear  la  imaginación  más  poderosa,  si  ella 
hubiera  de  juzgarse  con  un  criterio  absolutamente 
jurídico. 

No  es  posible  formarjun  cuerpo  de  doctrina  con 
los  procedimientos  de  los  interventores.  Más  que 
el  derecho,  la  política  ha  inspirado  sus  actos,  y  es 
por  esto  que  encontrándose  dos  ó  más  provincias  en 
idénticas  condiciones  constitucionales,  la  solución 
de  sus  conflictos  locales  ha  tenido  faces  absoluta- 
mentes  contrarias  las  unas  de  las  otras,  porque, 
esas  resoluciones,  más  que  á  los  artículos  5o  y  6o 
de  la  Constitución  han  obedecido  á  las  exigencias 
transitorias  délos  bandos  en  lucha  en  vísperas  de 
elecciones  importantes. 

El  carácter  completamente  doctrinario  de  esta 
obra  me  obliga  á  prescindir  del  estudio  aislado  de 
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cada  una  de  las  intervenciones  del  Gobierno  Fede¬ 
ral  en  el  territorio  de  las  provincias,  producidas 
después  de  la  reforma  constitucional  de  1800,  con 
la  que  desaparecieron  aquellas  intervenciones  sin 
requisición  de  nadie,  que  hacían  depender  la  vida 
efímera  de  los  gobiernos  de  provincia  en  su  ma¬ 
yor  ó  menor  servilismo  al  jefe  del  poder  central 
de  la  República. 

Pero,  á  pesar  de  la  reforma  de  1860,  y  no  obs¬ 
tante  de  haber  vivido  en  una  época  de  indiscutible 
prosperidad  institucional,  el  respeto  á  la  verdad 
histórica  y  las  exigencias  de  la  verdad  jurídica, 
me  obligan  a  reconocer  que  en  el  mayor  número 
de  las  intervenciones  del  Gobierno  Federal  en  las 
provincias,  los  propósitos  de  la  Constitución  y  los 
principios  que  ella  consagra,  no  han  sido  respeta¬ 
dos  por  los  interventores,  por  más  que  los  jefes  de 
esas  intervenciones  hayan  sido  eminentes  hombres 
de  estado,  altos  magistrados  ó  eruditos  profesores 
en  la  ciencia  constitucional. 

La  reglo,  casi  invariable,  adoptada  por  el  Congre¬ 
so  al  decretar  las  intervenciones,  ha  sido  la  de  la 
intervención  amplia  como  se  dice  en  el  lenguaje  de 
las  antesalas  parlamentarias  cuando  se  trata  de 
una  intervención  que  lleva  por  objeto  á  la  provin¬ 
cia  intervenida  el  desconocimiento  de  todos  los  po¬ 
deres  existentes  en  ello,  para  reorganizarlos  al  am¬ 
paro  y  bajo  le  égida  del  interventor  nacional. 

Parece  que  se  hubiera  olvidado  que  el  Gobierno 
Federal  no  puede  entrará  investigar  el  origen  de 
las  autoridades  que  ha  reconocido  como  legalmente 
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constituidas  y  aceptar  los  diputados  y  senadores  al 
Congreso  elegidos  con  su  intervención.  Y  este  ol¬ 
vido  es  tanto  más  grave  cuanto  que  en  muchos  ca¬ 
sos  los  interventores  han  llegado  hasta  desconocer 
la  legalidad  de  ciertas  legislaturas  que  habían 
nombrado  senadores  al  Congreso,  sin  preocuparse 
siquiera  de  que,  careciendo  de  autoridad  la  legis¬ 
latura  que  los  nombraba,  esos  senadores  carecían 
de  representación,  porque  lo  que  es  nulo  en  su  ori¬ 
gen  es  nulo  en  sus  consecuencias,  y,  por  tanto,  al 
desconocimiento  de  la  legalidad  de  la  legislatura 
debió  seguir  la  expulsión  del  Congreso  de  los  sena¬ 
dores  por  ella  elegidos. 

En  otros  casos  de  nuestra  historia,  el  interventor 
ha  desconocido  la  legalidad  de  alguno  ú  algunos 
de  los  poderes  locales  que  anteriormente  habían  si¬ 
do  reconocidos  como  legalmente  constituidos  por  el 
mismo  Gobierno  Federal.  En  tanto  que  los  actos 
de  esos  poderes  no  impliquen  una  rebelión  contra 
las  autoridades  nacionales,  ó  en  tanto  que  la  ace- 
falía  de  alguno  ó  algunos  de  ellos  no  se  produzca, 
durante  la  intervención,  por  motivos  puramente 
personales  de  los  que  los  desempeñan,  yo  no  com¬ 
prendo  cómo  puede  operarse  constitucionalmente 
esa  reorganización. 

No  hay  reconstrucción  posible  de  poderes  sobre 
la  base  de  uno  solo  existente,  porque,  ó  en  una  pro¬ 
vincia  existen  todos  los  poderes  que  forman  el  go¬ 
bierno  representativo  del  Estado  como  constituidos 
y  reconocidos  por  el  Gobierno  Federal,  ó  no  existe 
ninguno. 
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Las  pasiones  políticas  pueden  pretender,  en  últi¬ 
mo  caso,  que  sólo  existe  como  constituido  y  reco¬ 
nocido  un  poder  cualquiera,  el  Legislativo,  por  ejem¬ 
plo;  pero,  como  el  P.  E.  y  el  Judicial  no  han  des¬ 
aparecido  como  institución  esencial  de  aquel  go¬ 
bierno  republicano,  la  intervención  nacional  no 
tiene  derecho  para  declararlos  caducos.  Para  que 
pudiese  decretarse  una  intervención  de  reconstruc¬ 
ción,  sería  menester  que  se  hubieran  producido 
hechos  que  afectasen  substancialmente  el  organis¬ 
mo  político  del  gobierno  de  la  provincia  interveni¬ 
da;  que  los  actos  de  éste  atacasen  las  facultades 
del  Gobierno  Federal,  y  que,  como  sucedía  en  los 
Estados  Unidos  durante  la  rebelión,  el  Congreso 
empezase  por  decir,  como  dijo  la  ley  de  Mayo  de 
1877  en  aquella  nación,  que:  «Por  cuanto  ningún 
gobierno  local  de  Estado  ó  adecuado  para  la  pro¬ 
tección  de  la  vida  y  de  la  prosperidad  existe  actual¬ 
mente  en  los  Estados  rebeldes,....  y  por  cuanto 
es  necesario  que  la  paz  y  el  orden  se  impongan  en 
los  mencionados  Estados,  hasta  tanto  que  un  Go¬ 
bierno  local  y  republicano  puede  legalmente  esta¬ 
blecerse. .. .  Por  tanto,  se  decreta  la  intervención, 
con  desconocimiento  de  toda  autoridad  local,  ó  la 
reconstrucción  de  sus  poderes  públicos  al  amparo 
de  la  autoridad  nacional.» 

No  concibo  la  posibilidad  de  la  reconstrucción  de 
los  poderes  públicos  de  una  provincia  por  la  in¬ 
tervención  nacional,  en  tanto  que  no  se  hayan  pro¬ 
ducido  hechos  que  hagan  forzosa  la  declaración  de 
su  no  existencia  por  parte  del  Gobierno  Federal,  y 
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para  esto  es  indispensable  que  los  actos  del  Gobier¬ 
no  local  afecten  las  prerrogativas  y  los  derechos  del 
pueblo  de  las  provincias  ó  del  Gobierno  de  la  Na¬ 
ción. 

En  otros  casos  se  ha  discutido  la  validez  de  la 
requisición  y  aún  la  misma  existencia  del  poder 
constituido  que  la  hacía,  pretendiéndose  que  los 
procederes  arbitrarios  de  ese  poder,  habían  hecho 
caducar  su  existencia,  ó,  por  lo  menos,  invalidar 
no  sólo  sus  procedimientos  en  el  orden  local,  sino 
también  su  misma  requisición  de  garantía  dirigida 
al  Gobierno  Federal. 

Esto  es  un  error.  La  existencia  de  un  poder  pú 
blico  no  depende  de  errores  de  procedimientos. 

Cuando  las  legislaturas  de  provincia,  los  ejecu¬ 
tivos  y  hasta  cuando  el  Congreso  y  el  Presidente  de 
la  República,  producen  actos  contrarios  á  la  Cons¬ 
titución,  extralimitando  sus  facultades,  y  aun  vio¬ 
lando  los  principios  del  derecho  natural,  la  exis¬ 
tencia  de  esos  poderes  no  puede  ponerse  en  duda. 
Sus  actos  serán  censurables;  el  poder  judicial  podrá 
anularlos;  sus  autores  serán  responsables  civil,  cri¬ 
minal  y  políticamente  por  sus  procederes,  pero  la 
existencia  del  poder,  siempre  se  considerará  inalte¬ 
rable,  por  cuanto,  en  las  ficciones  del  derecho  pú¬ 
blico,  los  hombres  que  desempeñan  funciones  polí¬ 
ticas,  administrativas  ó  judiciales,  no  son  otra  cosa 
que  los  medios  materiales  con  que  se  pone  en  ac¬ 
ción  una  facultad,  sin  que  la  existencia  del  poder 
que  representan,  pueda  depender  de  sus  propios 
actos,  de  sus  errores  y  hasta  de  sus  crímenes. 
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Aunque  se  atribuya  á  un  poder  público,  el  haber 
-extralimitado  sus  facultades,  será  éste  un  error,  será 
esta  una  violación  flagrante  de  la  Constitución;  pero, 
en  ningún  caso,  ni  ante  las  autoridades  locales,  ni 
ante  el  Gobierno  Federal,  puede  bastar  este  hecho 
para  declarar  inexistente  el  poder  público  que  lo  ha 
producido. 

La  Suprema  Corte  Federal  Argentina  ha  declara¬ 
do,  muchas  veces,  inconstitucionales,  leyes  dictadas 
por  el  Congreso  Nacional  y  por  las  legislaturas  de 
provincia;  ha  declarado  contrarios  á  la  Constitución 
actos  del  P.  E.  Nacional  y  de  los  gobernadores  de 
los  estados  que  forman  la  unión  argentina,  pero 
á  nadiejse  le  ha  ocurrido  jamás  suponer,  que  por 
este  fallo  inapelable,  que  tiene  todos  los  caracteres 
de  la  infalibilidad,  debía  cesar  la  existencia  política 
de  las  autoridades  que  tales  actos  habían  produ¬ 
cido. 

Otra  de  las  grandes  cuestiones  á  que  han  dado 
origen  las  intervenciones  del  Gobierno  Federal  en 
los  territorios  de  las  provincias,  se  refiere  á  la  fre¬ 
cuencia  con  que,  producido  un  conflicto  entre  las 
autoridades  locales,  las  unas  destituyen  ó  suspenden 
á  las  otras,  abrogándose  atribuciones  que  no  les 
han  sido  conferidas  por  su  Constitución  propia. 

Estos  conflictos,  en  la  mayoría  de  los  casos,  se 
producen  entre  las  dos  ramas  políticas  de  los  go¬ 
biernos  de  provincia;  es  decir,  entre  la  Legislatura 
y  el  Poder  Ejecutivo. 

Producida  la  disidencia,  la  naturaleza  más  fre¬ 
cuente  de  los  conflictos  es  aquélla  en  que  el  Poder 
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Etecutivo  desconoce  los  actos  de  la  Legislatura  ó 
en  que  ésta  suspende  al  gobernador  porque  consi¬ 
dera  que  ha  usurpado  sus  atribuciones  ó  que  se  ha 
hecho  reo  de  delitos  que  justifiquen  su  acusación  en 
juicio  político. 

En  el  primer  caso,  el  acto  del  gobernador  no 
tiene  mayor  importancia,  en  cuanto  tenga  relación 
con  la  marcha  ordinaria  de  la  administración  pú¬ 
blica,  porque  siendo  el  Poder  Legislativo  un  cuerpo 
que  sólo  actúa  en  el  mecanismo  del  Gobierno  por  me¬ 
dio  de  deliberaciones  y  sanciones  que  él  no  ejecuta, 
su  desconocimiento  por  parte  del  gobernador  no 
detiene  ia  marcha  de  la  máquina  administrativa  ni 
produce  perturbaciones  inmediatas  en  las  relaciones 
de  la  provincia  con  la  Nación  ó  con  las  demás 
provincias  que  componen  la  República. 

Pero,  cuando  la  acción  parte  de  la  Legislatura  y  se 
dirige  contra  el  Ejecutivo,  entonces  la  gravedad  de  la 
medida  adquiere  proporciones  mucho  mayores,  por¬ 
que  suspendido  ó  destituido  el  gobernador  por  un 
acto  violento,  la  administración  pública  se  siente 
atacada  en  su  jefe  y  la  persona  jurídica  de  la  pro¬ 
vincia  en  su  representante  legítimo;  de  manera  que 
al  resolver  este  conflicto  de  autoridades  el  Gobierno 
Federal  tiene  que  tomar  en  cuenta  que  su  recono¬ 
cimiento  ó  desconocimiento  del  acto  de  la  Legisla¬ 
tura  va  á  afectar  ó  la  doble  representación  que 
los  gobernadores  de  provincia  tienen  como  jefes  de 
los  estados  que  gobiernan  y  como  encarnación  ex¬ 
terior  de  la  pe.sona  jurídica,  en  cuanto  afectan 
las  relaciones  civiles  de  ésta  para  con  los  terceros 
que  con  ella  hubieran  contratado. 
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Se  ha  pretendido  que  la  suspensión  de  un  ma¬ 
gistrado  ncusado  en  juicio  político  es  parte  esencial 
del  gobierno  representativo  republicano.  El  error 
dimana  de  que  se  confunde  la  responsabilidad  de 
los  funcionarios  públicos,  que  es  de  esencia  en  el 
sistema  representativo,  con  la  suspensión  del  acuer¬ 
do  durante  el  juicio,  que,  por  el  contrario  es  la 
excepción  que  algunas  constituciones  han  estable¬ 
cido  á  la  regla  general,  de  que  los  funcionarios  acu¬ 
sados  continúen  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
hasta  tanto  que  el  juicio  haya  terminado. 

He  dicho  muchas  veces  en  las  páginas  de  esta 
obra  que  nuestras  instituciones  constitucionales 
tienen  origen  en  la  Constitución  de  los  Estados  Uni¬ 
dos,  y  no  es  de  extrañarse  que  á  este  respecto 
empiece  por  citar  aquella  nación  cuando  me  pro¬ 
pongo  demostrar  la  afirmación  precedente. 

El  juicio  político  de  los  magistrados  es  en  los 
Estados  Unidos  aplicado  con  mucha  mayor  frecuen 
cia  que  entre  nosotros.  Si  me  propusiese  hacer  gala 
de  erudición,  me  bastaría  tomar  cualquier  volú- 
men  de  las  tantas  obras  norteamericanas  que  se  han 
escrito  sobre  esta  materia,  para  presentar  la  larga 
lista  de  los  juicios  políticos  que  allí  se  han  segui¬ 
do  tanto  en  el  Congreso  Nacional  como  en  las  le¬ 
gislaturas  de  estado. 

Pero,  basta  á  mi  propósito  recordar  sólo  dos  de 
ellos,  que,  por  las  proporciones  que  adquirieron, 
por  la  importancia  de  los  acusados  y  por  la  con¬ 
moción  nacional  que  produjeron,  son  universal¬ 
mente  conocidos  y  frecuentemente  citados. 
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Me  reñero  á  los  juicios  políticos  seguidos  contra  el 
Presidente  Johnson  y  contra  el  Chief  Justice  Chace. 
En  ambos  los  acusados  continuaron  ejerciendo  sus 
respectivas  funciones  hasta  ser  absueltos,  sin  que 
pasase  un  solo  dia  que  determinase  una  solución 
de  continuidad  en  el  ejercicio  de  su  mandato. 

En  la  República  Argentina,  pocos  son  los  juicios 
políticos  que  pueden  enumerarse,  tanto  en  el  orden 
nacional  como  en  cuanto  á  los  gobiernos  locales  de 
provincia  se  refiera. 

El  único  juicio  político  producido  en  el  Congreso 
Nacional,  después  de  la  reforma  de  la  Constitución 
en  1860,  es  el  que  se  siguió  al  Dr.  don  Juan  Palma, 
Juez  Federal  de  Mendoza,  y  quién,  á  pesar  de  la 
larga  duración  del  juicio,  continuó  desempeñando  sus 
funciones  judiciales,  en  tanto  que  el  Congreso  se 
ocupaba  de  juzgarle. 

Entrando  al  orden  provincial  la  cuestión,  cambia 
de  aspecto,  estudiando  lo  que  las  constituciones  loca- 
es  dicen  al  respecto. 

Como  en  la  intervenciones  del  Gobierno  Federal, 
en  el  territorio  de  las  provincias,  es  éste  uno  de 
los  puntos  que  con  mayor  frecuencia  se  ha  discutido; 
á  saber:  si  las  legislaturas  podían  ó  no  suspender 
á  los  gobernadores  una  vez  que  hubiesen  iniciado 
el  juicio  político  contra  ellos.  Es  menester  conocer  lo 
que  ó  este  respecto  dicen  las  constituciones  locales, 
para  de  ahí  deducir  las  facultades  de  las  legislatu¬ 
ras  respectivas. 

Partidario  de  la  teoría  que  sostiene  que  ningún 
poder  público  puede  atribuirse  mayores  facultades 
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que  aquéllas  que  le  han  sido  expresamente  conce¬ 
didas,  sostengo,  desde  luego,  que  el  Gobierno  Fede¬ 
ral  no  debe,  en  caso  alguno,  reconocer,  como  cons¬ 
titucionalmente  decretada,  la  suspensión  de  un 
gobernador,  por  el  hecho  de  haberse  iniciado  contra 
él  un  juicio  político  cuando  esa  suspensión  no  esté 
consignada  en  cláusula  expresa  de  la  Constitu¬ 
ción. 

No  basta  que  una  ley,  so  pretexto  de  reglamentar 
artículos  constitucionales,  autorice  esa  suspensión, 
porque  las  garantías  de  estabilidad  y  existencia  del 
Poder  Ejecutivo  no  pueden  estar  expuestas  á  los  vaive¬ 
nes  de  la  política  que  forma  las  mayorías  legislativas; 
y  es  por  eso  que  es  de  notarse  que  allí  donde  se  ha 
querido  que  esa  suspensión  se  produzca,  se  ha  esta¬ 
blecido  por  clausula  expresa  déla  constitución,  de  ma¬ 
nera  que  no  pudiera  dejarse  nada  á  la  interpretación, 
á  la  implicancia  hecha  por  el  poder  político  que  debía 
hacer  uso  de  esta  terrible  arma,  con  la  que  podría,  en 
las  épocas  agitadas  de  las  luchas  electorales,  con¬ 
mover  en  un  momento  determinado,  una  situación, 
suspendiendo  al  gobernador  por  delitos  supuestos, 
que,  una  vez  pasada  la  lucha  electoral,  el  tribunal 
político  se  apresuraría  a  declarar  que  no  exis¬ 
tían  . 

Los  poderes  que  las  legislaturas  tienen  por  im¬ 
plicancia,  son  aquellos  indispensables  para  el  ejercicio 
desús  propias  funciones,  y  que  se  refieren,  masque 
á  otra  cosa,  á  la  garantía  de  su  propia  existencia,  de 
su  autoridad  ó  de  su  decoro.  En  cuanto  tenga 
relación  con  las  facultades  de  los  otros  poderes 
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públicos  del  Estado,  no  es  posible  dejar  á  la  inter¬ 
pretación  del  mismo  poder  que  ejerce  la  atribución, 
el  derecho  de  determinar  su  alcance,  extendiéndolo, 
so  pretexto  de  que  si  la  Constitución  lo  ha  callado, 
la  implicancia  debe  substituirse  al  silencio. 

Es  precisamente  en  estos  casos  en  los  que  el 
criterio  del  Gobierno  Federal,  debe  ejercerse  con 
mayor  examen,  porque  del  estudio  de  los  hechos 
que  hayan  producido  el  conflicto  y  de  la  aplicación 
■del  derecho  público  provincial,  en  cuanto  á  esos 
hechos  se  refiere,  es  de  donde  debe  nacer  la  actitud 
que  la  Nación  asuma  al  intervenir. 

Si  el  coflicto  sólo  se  reduce  á  la  suspensión  del 
gobernador,  hecha  por  una  legislatura  que  no  ha 
tenido  atribuciones  para  decretarla,  el  conflicto 
terminaría  con  desconocer  ese  acto  de  la  legisla¬ 
tura,  y  reponer  al  gobernador  suspendido  en  el 
goce  y  ejercicio  de  sus  facultades. 

Pero,  si  el  conflicto  adquiere  otras  proporciones,  si 
los  sucesos  se  desarrollan  de  manera  que  obliguen 
al  Gobierno  Federal  á  adoptar  medidas  que  puedan 
llegar  hasta  la  supresión  de  los  poderes  existentes, 
porque  ellos  se  alcen  contra  el  Gobierno  de 
la  Nación;  entonces  la  intervención  asume  un 
carácter  que  es  indispensable  estudiar  en  cuanto 
afecte  las  responsabilidades  que  surgen,  para  la 
Nación  ó  para  la  provincia  intervenida,  de  los  pro¬ 
pios  actos  del  interventor,  que,  no  siempre  se  ha 
sujetado  en  sus  procederes  á  la  ley  de  interven¬ 
ción. 

Otro  motivo  que  ha  dado  lugar  á  discusiones  res- 
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pecto  del  alcance  de  las  facultades  de  intervención 
nacional,  para  garantizar  el  goce  y  ejercicio  de  las 
instituciones,  ha  sido  el  que  se  refiere  directa¬ 
mente,  no  ya  á  las  facultades  intrínsecas  de  un 
Poder  Público  local,  sino  á  la  manera  práctica  de 
ejércelas. 

En  el  caso  de  la  provincia  de  Córdoba,  que  se 
lia  recordado,  fue  ése  el  origen  del  pedido  de  in¬ 
tervención  que  hizo  el  gobernador  de  aquella  pro¬ 
vincia;  y  más  tarde,  durante  el  juicio  político,  fue 
también  un  acto  del  procedimiento  de  éste  lo  que 
hubo  de  motivar  otra  requisición. 

El  gobernador  de  Córdoba  fué  sometido  al  jui¬ 
cio  político  estando  la  Legislatura  en  su  época  de 
receso.  Al  pedir  la  intervención  del  Gobierno  Fe¬ 
deral,  no  desconocía  la  facultad  constitucional  de 
la  Cámara  de  Diputados  para  acusarle,  ni  la  del 
Senado  para  juzgarle,  sino  que  desconocía  la  opor¬ 
tunidad  en  que  el  hecho  se  producía. 

«Yo  be  desconocido  la  facultad  de  la  Cámara 
para  proceder  en  tal  sentido, — decía  el  gobernador 
requirente,— pues  estando  actualmente  en  receso 
la  Legislatura  Provincial,  no  ha  podido  la  Cámara 
de  Diputados  sesionar,  ni  adoptar  resolución  al¬ 
guna,  sin  que  previamente  hubiese  sido  convocada 
la  Legislatura  en  sus  dos  ramas  y  hubiese  inaugu¬ 
rado  un  período  de  sesiones  extraordinarias,  como 
lo  establece  terminantemente  el  artículo  64  de  la 
Constitución  Provincial. 

«En  e!  caso  presente,  no  se  ha  hecho  la  convo¬ 
catoria  de  la  Legislatura,  ni  la  apertura  en  asam- 
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blea  general  del  período  de  sesiones  extraordina¬ 
rias  ya  indicada,  y  es,  por  tanto,  absolutamente 
inconstitucional  el  proceder  de  la  Cámara.»  (1). 

Se  ve  por  el  texto  mismo  de  la  requisición,  que 
la  intervención  federal  se  pedía,  no  por  usurpación 
ó  extralimitación  de  facultades  por  parte  del  Po¬ 
der  Legislativo,  sino  simplemente  porque  el  proce¬ 
de r  de  esta  rama  del  Gobierno  de  Córdoba  era,  se¬ 
gún  el  gobernador  requirente,  contrario  á  la  Cons¬ 
titución  local. 

Como  consecuencia  de  esos  procederes,  el  Poder 
Ejecutivo  de  aquella  provincia  reclamaba  del  Gobier¬ 
no  Federal  que  «de  conformidad  al  artículo  6o  de  la 
Constitución,  adoptase  las  medidas  precisas  para  ga¬ 
rantir  el  pleno  y  libre  ejercicio  de  las  funciones  admi¬ 
nistrativas  encargadas  al  Poder  Ejecutivo  de  la 
provincia,  desconocido  y  trabado  en  su  ejercicio 
por  la  resolución  de  la  Cámara.»  (2). 

El  Presidente  de  la  República  negó  la  interven¬ 
ción  solicitada,  por  cuanto,  al  pedir  informes  res¬ 
pecto  de  los  hechos  enunciados,  la  Legislatura  de 
Córdoba  demostró  que  en  la  misma  fecha  en  que  el 
gobernador  era  sometido  á  juicio  político,  y  si¬ 
guiéndose  los  trámites  que  la  Constitución  local 
exigía  en  su  artículo  63,  la  Asamblea  general  Le¬ 
gislativa  se  había  reunido  y  declarado  instalada  en 
sesiones  extraordinarias.  (3). 


(1)  La  Intervención  Nacional  en  fjótdoba,  pág.  4. 

(2)  Intervención  Nacional  en  Córdoba ,  pág.  4- 

(3)  Véase  el  acta  de  la  instalación  tn  La  Intervención  Nacional  en  Córdoba ,  pá¬ 
gina  113.  Allí  también  se  encuentra  en  las  páginas  siguientes  la  nota  pidiendo  la 
convocatoria  a  sesiones  extrordinarias 
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En  mi  manera  de  entender  los  principios  constitu¬ 
cionales  que  rigen  al  gobierno  representativo  re¬ 
publicano,  la  falta  de  convocatoria  de  la  Legislatura 
para  iniciar  y  proseguir  el  juicio  político,  noafecta 
de  nulidad  los  procedimientos. 

El  Poder  Legislativo  de  un  gobierno  represen¬ 
tativo,  es  una  rama  independiente  en  su  acción  de 
todo  otro  poder  público,  y  por  tanto,  sus  funciones 
no  pueden  estar  sujetas  al  criterio  de  los  otros. 

Las  falcultades  legislativas  del  Poder  Legislativo, 
pueden  tener  un  término  maicado,  y  trámites  pre¬ 
cisos  señalados  por  la  Constitución  para  su  ejercicio; 
pero  las  facultades  políticas  y  judiciales  de  ese 
Poder  no  reconocen  aquellas  trabas. 

En  todos  los  parlamentos  del  mundo,  antes  de 
comenzar  el  período  ordinario  de  las  sesiones 
legislativas ,  las  Cámaras  del  Congreso  se  reúnen 
en  lo  que,  generalmente,  se  llaman  «sesiones  prepa¬ 
ratorias»,  y  que  no  son  otra  cosa  que  sesiones  judi¬ 
ciales,  para  pronunciarse  sobre  la  elección  de  sus 
propios  miembros. 

Para  esas  sesiones,  extraordinarias  al  período 
legislativo,  no  sólo  por  la  época  en  que  se  cele¬ 
bran  sino  también  por  el  asunto  que  las  motiva, 
no  precede  convocatoria  alguna  en  la  forma  que 
las  constituciones  exigen  para  la  prórroga  del  perío¬ 
do  ordinario  de  las  sesiones  legislativas,  ó  para  la 
convocación  del  parlamento  á  sesiones  extraordina¬ 
rias,  con  el  objeto  de  que  dicte  leyes  de  carácter 
urgente. 

Y,  sin  embargo  de  esa  falta  de  convocatoria,  á 
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ningún  publicista  del  mundo,  ni  ó  ningún  Poder 
Público,  se  le  ha  ocurrido  declarar  que  los  Senadores 
y  Diputados,  aceptados  por  sus  respectivas  Cámaras, 
en  esas  sesiones,  han  sido  inconstitucionalmente 
incorporados  al  Congreso. 

Lo  mismo  sucede  cuando  se  trata  del  juicio  po 
Utico  de  los  funcionarios  acusables  por  la  Cámara 
de  Diputados  ante  el  Senado.  Estos  procedimientos 
no  son  legislativos ,  ni  están  sometidos  á  las  fórmu¬ 
las  y  reglas  parlamentarias  que  se  aplican  á  la 
sanción  de  las  leyes. 

En  cualquiera  época  del  período,  las  legislaturas 
están  habilitadas  para  ejercer  esa  función  judicial. 
Si  así  no  fuera,  la  responsabilidad  de  los  mandatarios 
del  gobierno  representativo  sería  ilusoria,  puesto  que 
es  imposible  encuadrar  los  procedimientos  de  un 
juicio  político,  dentro  de  los  límites  del  período  or¬ 
dinario  de  la  sesiones  legislativas. 

Si  dependiese  del  Poder  Ejecutivo  la  facultad  de 
convocar  á  las  Cámaras  para  que  promoviesen  el 
juicio  político  también  dependería  exclusivamente 
de  él  el  que  la  acusación  pudiese  ó  no  prosperar. 
Imagínese  el  caso  en  que,  durante  el  período  ordina¬ 
rio  de  las  sesiones  legislativas,  se  iniciase  la  acusa¬ 
ción  contra  un  gobernador  de  provincia,  espirando 
aquel  período  antes  de  que  el  juicio  político  hubiese 
terminado. 

¿Qué  debería  hacerse  si  el  Poder  Ejecutivo  no 
convocaba  á  la  Legislatura  á  sesiones  extraordina¬ 
rias  á  efecto  de  terminar  ese  juicio  político?  ¿Que¬ 
daría  pendiente  para  continuarlo  en  las  sesiones 
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ordinarias  del  período  siguiente,  cuando  la  renova¬ 
ción  periódica  de  la  Legislatura  hubiese  cambiado 
el  personal  primitivo  de  los  acusadores  y  de  los 
jueces? 

Bastan  estas  breves  consideraciones  para  demos¬ 
trar  que  siendo  completamente  distintas  las  facul¬ 
tades  legislativas  del  PodeiqLegislativo  délas  faculta¬ 
des  judiciales  encomendadas  á  cada  una  desús  Cá¬ 
maras,  no  puede  aplicarse  a  éstas  la  disposición  cons- 
titucional'que  se  refiere  ó  la  prórroga  ó  convocatoria 
á  sesiones  extraordinarias,  porque  en  un  caso  la 
asamblea  legislativa  tiene  por  única  misión  dictar 
leyes  en  el  término  y  en  la  forma  que  la  Constitución 
imperativamente  ha  prescripto,  y,  en  el  otro,  tiene 
las  funciones  de  todos  los  tribunales  judiciales  que 
conservan  su  jurisdicción  y  su  imperio  durante 
toda  la  época  del  mandato. 

En  el  mismo  juicio  político  seguido  al  gobernador 
de  Córdoba  en  1888.  se  produjo  otro  incidente  que 
pudo  dar  lugar  á  una  nueva  intervención  del  Go¬ 
bierno  Federal,  si  el  gobernador  acusado  no  hubiese 
desistido  de  llevarla  adelante  por  rozones  puramente 
políticas  ó  de  de  carácter  personal. 

En  un  erudito  escrito  de  su  malogrado  y  distin- 
guidodefensor,  eljGobernodor  de  Córdoba  promovió, 
como  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamiento, 
la  recusación  de  algunos  de  los  senadores  que 
formaban  el  tribunal  político  que  debía  juzgarle.  (1) 

Esta  excepción  fué  rechazada  con  fundamentos 

(1)  La  intervención  nacional  en  Córdoba,  pág.  187. 
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que,  por  el  fondo  de  doctrina  que  contienen,  mere¬ 
cen  ser  transcriptos  en  su  parte  de  aplicación  cons¬ 
titucional,  á  todos  los  gobiernos  constituidos  bajo 
la  forma  bicamarista  del  P.  L.,  y  en  los  que  e\ 
juicio  político  se  produzca  por  acusación  de  uno  cá_ 
mara  de  elección  popular  ante  otra  cámara  que  tenga 
el  mismo  origen,  ya  sea  por  elección  directa 
del  pueblo,  ó  ya  sea  por  elección  de  segundo 
grado. 

Los  fundamentos  de  doctrino  que  contiene  la  reso¬ 
lución  del  tribunal  político  de  Córdoba  en  el  juicio 
de  su  gobernador  en  1888,  los  acepto  como  si  fue¬ 
ran  míos  propios,  por  cuanto,  en  mi  carácter  de 
Comisionado  Nacional  en  aquello  provincia  en  esa 
época,  no  tuve  inconveniente  en  manifestar  al  ilus¬ 
trado  defensor  del  gobernador  acusado  que,  «si  por 
parte  del  gobernador  ó  de  su  defensa  se  considera¬ 
ban  violados  los  procedimientos  del  juicio  político, 
porque  la  cámara  acusadora  ó  porque  el  tribunal  de 
sentencia  procediesen  fuera  de  la  Constitución,  yo  no 
tendría  inconveniente  en  transmitir  al  Presidente 
de  la  República  la  requisición  de  la  intervención  del 
Gobierno  Federal  que  le  asegurase  los  procedimien¬ 
tos  en  el  juicio  iniciado,  y  aúnen  declararle  que,  en 
mi  opinión,  la  intervención  debía  ser  acordado,  dado 
el  motivo  en  que  se  fundaba».  Pero,  á  esta  manifes¬ 
tación  agregué  que:  «si,  como  lo  creía,  el  Gobierno 
Nacional  me  investía  con  el  carácter  de  interventor, 
desde  luego  le  anticipaba  que  mis  conclusiones,  en 
el  caso  ocurrente,  serían  sosteniendo  el  auto  del 
tribunal  del  juicio  político  que  rechazaba  las  recu- 
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saciones,  fundado  en  las  mismas  doctrinas  de  ese 
auto»,  (1) 

Los  fundamentos  de  ese  auto  que  yo  aceptaba 
como  propio,  eran  los  siguientes:  «Que  la  naturaleza 
del  juicio  político,  en  el  que  tanto  los  acusadores 
como  los  acusados  y  los  jueces,  son  entidades  pu¬ 
ramente  morales,  cuya  acción  sólo  se  produce  en 
razón  de  las  funciones  públicas  que  desempeñan, 
excluye  la  posibilidad  de  la  recusación  de  los  miem¬ 
bros  que  componen  el  Tribunal,  puesto  que  el  artí¬ 
culo  46  de  la  Constitución  establece  terminantemente 
que;  «al  Senado  corresponde  juzgar  en  juicio  público 
á  los  acusados  por  la  Cámara  de  Diputados»,  esta¬ 
bleciendo  el  artículo  151,  que  «el  Senado  se  com¬ 
pondría  de  un  senador  elegido  á  pluralidad  de  sufra¬ 
gios  por  cada  uno  de  los  departamentos  de  la 
provincia»,  lo  que  importa  dejar  terminantemente 
establecido,  que  el  cuerpo  que  ha  de  constituirse 
en  Corte  de  Justicia,  para  el  juicio  político,  es  el 
Senado  organizado  con  arreglo  á  las  prescripciones 
de  la  Constitución,  teniendo  jurisdicción  sus  miem¬ 
bros  para  ese  acto,  sólo  por  el  carácter  que  invisten, 
no  obstante  cualquier  incompatibilidad  ó  excusación 
pertinente  en  juicio  ante  los  tribunales  ordinarios. 
Que  no  es  admisible  ante  ningún  tribunal  político 
ú  ordinario  la  recusación  de  los  jueces,  únicos  é 
irreemplazables,  como  son  los  senadores  al  consti¬ 
tuir  Corte  de  Justicia,  pues  por  medio  de  esas  recu¬ 
saciones  podría  fácilmente  llegarse  á  hacer  imposible 


(1)  Carta  del  autor  al  Dr.  Lucio  V.  López,  fecha  de  Abril  7  de  1888. 
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todo  juicio  político,  inhabilitando  un  número  do 
jueces,  ya  fuese  por  excusaciones  de  ellos  mismos 
ó  ya  por  recusaciones  hasta  conseguir  que  el  Tribu¬ 
nal  no  pudiese  funcionar  por  falta  de  quorum  cons¬ 
titucional,  como  sucedería  en  el  caso  ocurrente,  en 
que  han  sido  recusados  ocho  senadores,  sin  que 
hubiese  medio  legal  de  reemplazar  los  recusados, 
por  otros  jueces. — Que  lejos  de  ser  recusables  los 
senadores  cuando  forman  parte  del  Tribunal  del 
juicio  político,  diversos  constituciones  han  estable¬ 
cido  penas  y  coerciones  á  los  inasistentes,  buscando 
sin  duda,  que  el  cuerpo  en  que  está  representada 
la  totalidad  de  la  soberanía  para  ese  acto  único  y 
especial,  funcione  con  el  mayor  número  de  sus 
miembros,  ó  fin  de  que  el  fallo  revista  los  mayores 
caractéres  de  legalidad  posible.  Que  habiendo  la 
Constitución  determinado  expresamente,  que  el  Se¬ 
nado  será  el  juez  del  gobernador  acusado,  si  hubiese 
considerado  posible  la  recusación  de  sus  miembros 
por  cualquiera  de  las  causales  que  establece  el  Có¬ 
digo  de  Procedimientos,  habría  incluido  entre  los 
requisitos  para  ser  senadores,  el  de  no  poder  ser 
socios,  hermanos,  parientes  ó  enemigos  políticos 
de  los  diputados  que  desempeñan  el  cargo  de  acu¬ 
sadores  en  el  juicio  político,  ó  de  los  funcionarios 
sujetos  por  la  Constitución  á  ese  juicio.  Que  no 
existe  ley  alguna,  ni  disposición  constitucional,  que 
autorice  semejantes  recusaciones,  siendo  ellas  con¬ 
trarias  á  la  jurisprudencia  establecida  en  los  juicios 
políticos  que  han  tenido  lugar  en  la  R.  Argentina  y 
en  los  E.  Unidos,  como  puede  verse  en  el  juicio 
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político  seguido  al  juez  Dr.  Palma  por  el  Senado 
Nacional  en  1868,  en  que  sólo  se  admitió  la  excusa¬ 
ción  del  senador  Araoz,  fundándose  en  que  habiendo 
sido  miembro  de  la  Comisión  Acusadora  de  la  Cá¬ 
mara  de  Diputados,  no  podía  incorporarse  al  Sena¬ 
do  como  juez,  sin  venir  á  violar  el  principio  de 
justicia  universal,  de  que  nadie  puede  ser  juez  y 
parte  en  una  misma  causa;  y  como  se  encuentra  ter¬ 
minantemente  resuelto  en  el  juicio  político  del  Pre¬ 
sidente  Jhonson,  con  motivo  de  la  recusación 
intentada  contra  el  Senador  del  Estado  de  Ohio, 
B.  F.  Wade,  que  después  de  largo  debate  fué  de¬ 
clarado  improcedente  por  el  Senado,  convertido  en 
Tribunal  de  Justicia.  Que  esta  misma  doctrina  ha 
sido  aplicada  en  diversos  casos  en  que  se  ha  preten¬ 
dido  que  los  Jueces-Senadores  tengan  interés  di  recto  en 
la  resoloción  de  los  puntos,  motivo  de  la  acusación, 
no  admitiéndose,  ni  que  fuesen  recusados,  ni  que 
se  excusasen  de  tomar  parte  en  el  fallo.  Que  con  el 
mismo  derecho  pretendido  para  recusar  algunos 
senadores,  podría  hacerse  la  recusación  de  todo  el 
Senado,  haciendo  así  obsoluta  y  definitivamente 
imposible  todo  juicio  político,  puesto  que  no  sólo 
no  habría  jueces  para  entender  en  la  acusación 
promovida,  sino  que  no  los  habría  siquiera  para 
resolver  en  las  resoluciones  deducidas.  Que  no  es 
posible  aplicar  las  reglas  del  procedimiento  ordina¬ 
rio  de  los  juicios  que  se  siguen  ante  los  Tribunales 
de  Justicia,  por  cuanto  en  estos  últimos,  el  juez  re¬ 
cusado  pasa  los  autos  ó  otro  juez  de  igual  jurisdic¬ 
ción,  para  que  entienda  talUode  la  recusación  como 
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de  lo  principal,  en  caso  de  ser  ésta  admitida,  lo 
que  no  puede  tener  lugar  tratándose  del  Senado 
convertido  en  Corte  de  Justicia,  por  ser  tribunal 
único,  con  jurisdición  originaria,  exclusiva  y  limi¬ 
tada».  (1) 

Como  se  ve,  mis  doctrinas,  tratándose  de  la  recu¬ 
sación  de  los  miembros  del  tribunal  político  que 
debe  juzgar  á  los  magistrados,  es  que  la  recusación 
no  procede  cuando  el  tribunal  está  formado  por 
la  Cámara  de  Senadores. 

Es  menester,  á  este  respecto,  tener  presente  que 
el  impeacliment  del  derecho  inglés  al  atravesar  el 
Océano,  cambió  las  formas  extrínsicas  del  juicio, 
por  la  diferente  naturaleza  de  las  autoridades  que 
debían  aplicarlo. 

El  juicio  político  en  Inglaterra  es  atribución  del 
Parlamento,  cuya  composición  heterogénea  compren¬ 
de  á  todos  los  poderes  públicos  del  Reino  Unido. 
El  tribunal  que  debe  juzgar  á  los  acusados  no  es 
siempre  el  mismo,  porque  unas  veces  se  forma  por 
la  naturaleza  del  delito  imputado,  y  otras  por  las 
cualidades  personales  del  funcionario  que  se  acusa. 

Cuando  los  Estados  Unidos,  tanto  en  la  Nación 
como  en  las  constituciones  particulares,  adoptaron 
el  juicio  político  como  medio  de  responsabilizar  á 
sus  malos  funcionarios,  lo  hicieron  sobre  la  base 
de  una  organización  de  gobierno  representativo  que 
constituía  al  Poder  Legislativo  con  dos  ramas, 
independiente  la  una  de  la  otra,  y  representando 


(1)  Intervención  Nacioiial  en  Córdoba,  fiág.  211  á  214. 
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la  una  la  soberanía  del  pueblo  general  de  la  Na¬ 
ción  ó  del  Estado  y  la  otra  las  autonomías  lo¬ 
cales. 

Existiendo  los  dos  cuerpos  parlamentarios,  los 
procedimientos  del  juicio  político  son  fáciles  y  re¬ 
gulares,  porque  mientras  la  rama  popular  de  la 
Legislatura  desempeña  el  papel  que  en  el  orden 
judicial  corresponde  al  fiscal,  el  Senado  ejerce  las 
funciones  de  juez  en  primera  y  única  instancia. 

En  esos  casos,  con  el  sistema  bicamarista,  tanto 
el  acusador  como  el  juez  del  juicio  político,  tienen 
la  representación  del  pueblo;  del  pueblo  que,  entre 
otros,  le  lia  dado  el  mandato  de  juzgar  la  conduc¬ 
ta  de  sus  magistrados. 

Pero,  cuando  se  trata  de  gobiernos  representati¬ 
vos,  en  que  el  Poder  Legislativo  lo  forma  una  sola 
Cámara,  entonces  las  condiciones  en  que  el  juicio 
político  puede  producirse  en  ellos,  son  completa¬ 
mente  distintas  de  aquéllas  en  que  se  produce  bajo 
el  sistema  bicamarista.  Un  solo  cuerpo  parlamen¬ 
tario  no  puede  ser  á  la  vez  fiscal  y  juez,  es  decir, 
acusador  y  tribunal  de  sentencia,  porque  esto  sería 
la  negación  absoluta  de  todo  principio  de  justicia. 

Cualquiera  que  sea  el  papel  que  se  le  asigne 
en  el  juicio  político  á  esa  Cámara  única,  ya  sea  el 
de  acusador,  ya  sea  el  de  juez,  es  indudable  que 
sólo  tendrá  representación  genuína  del  pueblo  el 
acusador  ó  el  juez  cuyo  papel  esa  Cámara  desem¬ 
peñe. 

En  estas  circunstancias,  las  doctrinas  sostenidas 
respecto  á  la  recusación  de  los  miembros  del  tri- 
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bunal  del  juicio  político,  no  pueden  tener  aplica¬ 
ción,  sino  en  aquellos  casos  en  que  la  propia 
Constitución  del  Estado  en  que  el  juicio  político  se 
produzca,  haya  dado  á  la  Cámara  única  que  forma 
su  poder  legislativo  el  carácter  de  juez. 

Pero,  cuando  se  trata  de  tribunales  formados  por 
individuos  que  no  han  recibido  mandato  directo 
Hel  pueblo,  y  que,  por  tanto,  no  ejercen  la  repre¬ 
sentación  de  la  soberanía  popular,  entonces  la  doc¬ 
trina  es  completamente  contraria,  y  su  recusación 
es  posible  como  la  de  cualesquiera  otros  miembros 
de  los  tribunales  colegiados. 

Un  breve  examen  de  algunas  de  las  constitucio¬ 
nes  de  las  provincias  argentinas,  donde  el  sistema 
bicamaristo  no  se  ha  establecido,  bastará  para  de¬ 
mostrar  la  exactitud  de  los  principios  que  sos¬ 
tengo. 

La  anterior  constitución  de  Mendoza,  promul¬ 
gada  en  14  de  Diciembra  de  1854  y  proyectada  por 
el  eminente  constitucionalista  don  Juan  Bautista 
Alberdi,  decía  en  su  artículo  13  que:  «El  Poder 
Legislativo  de  la  provincia  reside  en  una  Cámara 
de  veinticinco  diputados,  etc.»;  y,  entre  las  atribu¬ 
ciones  que  el  artículo  19  acordaba  ó  esa  Cámara 
no  figura  en  ninguno  de  los  veinte  incisos  que  lo 
forman,  cláusula  alguna  que  autorice  á  esta  Cá¬ 
mara  única  del  Poder  Legislativo  para  acusar  ó  juz¬ 
gar  al  Gobernador  de  la  provincia  ó  á  otros  fun¬ 
cionarios. 

En  el  resto  de  la  Constitución  no  existe  tampoco 
disposición  que  determine  en  qué  forma  y  por 
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quiénes  pueden  ser  acusados,  enjuicio  político,  los 
funcionarios  públicos. 

No  debe  de  este  silencio  deducirse  que  la  Consti¬ 
tución  anterior  de  Mendoza  hubiese  querido  esta¬ 
blecer  la  irresponsabilidad  de  sus  mandatarios, 
pues  que,  el  primer  inciso  del  artículo  5o,  establece 
terminantemente  que:  «Todas  las  autoridades  de 
lo  provincia  son  responsables». 

Para  hacer  efectiva  y  posible  esa  responsabilidad, 
el  artículo  6o  de  la  misma  Constitución  estableció 
que,  entre  otras  leyes  orgánicas  que  la  Legislatura 
debía  dictar  en  el  espacio  de  tres  años,  ó  antes  si 
le  fuese  posible,  dictaría.  «La  ley  reglamentaria  sobre 
la  responsabilidad  y  juicio  de  los  funcionarios  pú¬ 
blicos». 

Según  estas  prescripciones  constitucionales,  tanto 
el  acusador  como  el  juez  del  juicio  político,  no 
tenían  su  origen  en  una  elección  popular,  ni  reci¬ 
bían  mandato  directo,  ni  indirecto,  del  pueblo.  Eran 
simplemente  funcionarios  creados  por  una  ley  que, 
por  más  que  tuviese  un  origen  constitucional,  es 
taba  sujet  á  todas  las  contingencias  de  las  de¬ 
más  leyes,  que  pueden  ser  reformadas,  modificadas 
y  hasta  anuladas  por  leyes  posteriores,  desde  que 
en  aquella  Constitución  de  Mendoza  no  existía  san- 
sión  penal  a  Iguna  para  la  Legislatura  que  dejase 
de  cumplir  las  prescripciones  del  artículo  60. 

Nada  importa  averiguar  cuál  fué  la  forma  en  que 
la  ley  orgánica  de  responsabilidad  de  los  emplea¬ 
dos,  organizó  en  Mendoza  el  tribunal  del  juicio 
político.  Cualquiera  que  haya  sido,  mis  conclusio- 
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nes  siempre  serían  los  mismas:  a  un  tribunal  na¬ 
cido  de  una  ley,  no  pueden  aplicarse  los  principios 
que  he  consignado  precedentemente  cuando  se  trata 
del  senado  constituido  en  tribunal  de  juicio  polí¬ 
tico. 

La  acusación  de  los  miembros  del  tribunal  polí¬ 
tico  de  Mendoza,  creado  con  arreglo  á  la  Consti¬ 
tución  de  1854,  podía  hacerse  porque  para  ella  no 
existían  ninguno  de  los  inconvenientes  personales, 
ni  de  las  prescripciones  jurídicas  que  motivaron, 
en  el  caso  del  gobernador  de  Córdoba,  el  rechazo 
de  esa  recusación. 

No  sucede  lo  mismo,  por  ejemplo,  con  la  consti¬ 
tución  de  La  Riojo  donde,  si  es  verdad  que  el  Po¬ 
der  Legislativo  se  compone  también  de:  «una  cá¬ 
mara  de  representantes  elegidos  directamente  por 
el  pueblo»  (artículo  19)»  se  le  confiere  la  facultad  de: 
«acusar  ante  la  junta  de  electores  al  gobernador  de 
la  provincia,  a  sus  ministros  y  á  los  miembros  da 
la  Excma.  Cámara  de  Justicia»  (artículo  52),  atribu¬ 
yendo  el  artículo  83  á  la  junta  de  electores  la  fa¬ 
cultad  de:  «juzgar  en  juicio  político  á  los  acusados 
por  la  sala  de  representantes»,  siendo  la  junta  de 
electores  un  cuerpo  colegiado,  formado  por  el  duplo 
del  total  de  los  diputados,  elegidos  directamente 
por  el  pueblo,  y  con  atribuciones  permanentes  com¬ 
pletamente  distintas  de  su  mandato  electoral. 

En  La  Rioja  la  junta  de  electores  desempeña  en 
el  juicio  político  el  mismo  papel  que  en  las  provin¬ 
cias  organizadas  por  el  sistema  bicamarista  desem¬ 
peña  el  senado  y,  por  tanto,  le  son  á  ella  aplicables 


—  287  — 


todas  las  teorías  que  he  desenvuelto  anteriormente, 
sobre  todo  porque  los  miembros  del  colegio  electo¬ 
ral  de  La  Rioja  no  son  susceptibles  de  ser  reempla¬ 
zados  en  casos  de  recusación,  como  no  lo  son  tam¬ 
poco  los  miembros  de  las  cámaras  de  senadores. 

Algo  semejante  acontece  con  una  pecualaridad  de 
la  Constitución  de  Buenos  Aires.  L1  juicio  político 
del  gobernador,  sus  ministros,  el  vicegobernador  y 
los  miembros  de  la  suprema  corte  de  justicia  se 
produce  por  acusación  de  la  cámara  de  diputados 
ante  el  senado,  y,  á  su  respecto,  nada  tendría  que 
decir  que  no  fuese  una  repetición  de  cuanto  llevo 
expuesto. 

Pero,  cuando  se  trata  del  juicio  político  de  los 
jueces  de  las  cámaras  de  apelación  y  de  primera 
instancia,  entonces  el  procedimiento  es  distinto 
porque  la  acusación  puede  llevarse  por  cualquiera 
del  pueblo  ante  un  tribunal  compuesto  de  diputados 
y  senadores,  profesores  en  dereeho,  y,  en  su  defec¬ 
to,  integrado  con  letrados  que  tengan  las  condicio¬ 
nes  necesarias  para  ser  senadores. 

Según  las  doctrinas  que  vengo  exponiendo,  los 
miembros  de  este  último  tribunal  político  serían 
recusables,  porque  su  reemplazo  es  posible,  y,  aun 
cuando  en  él  figuren  diputados  y  senadores,  éstos 
forman  parte  del  tribunal,  no  por  razón  de  sus  con¬ 
diciones  de  tales,  sino  por  su  calidad  de  profesores 
en  derecho.  La  evidencia  de  esta  afirmación  re¬ 
sulta  del  hecho  posible  (aunque  improbable)  de  que 
en  la  Legislatura  de  Buenos  Aires  no  existiese  abo¬ 
gado  alguno,  en  cuyo  caso  el  tribunal  político  que 
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debiera  juzgará  los  camaristas  y  jueces  de  primera 
instancia,  se  compondría  exclusivamente  de  letrados 
ajenos  al  parlamento. 

Sin  embargo,  el  rechazo  de  una  recusación  hecha 
á  los  miembros  de  ese  tribunal  nunca  podría  dar 
lugar  á  una  intervención  del  Gobierno  Federal,  por 
cuanto  á  los  efectos  de  los  artíeulss  5o  y  6o  de  la 
Constitución  no  puede  tomarse  como  una  autoridad 
constituida  á  un  miembro  cualquiera  del  poder  ju- 
cial  cuyo  enjuiciamiento  le  afectaría  individual¬ 
mente. 

En  la  provincia  de  San  Luis,  donde  «el  Poder  Le¬ 
gislativo  reside  en  una  cámara  de  representantes 
compuesta  de  diputados  elegidos  directamente  por 
el  pueblo»  (art.  22),  el  inciso  24  del  art.  29  le  acuer¬ 
da  la  atribución  de  «acusar  ante  el  jurado  al  gober¬ 
nador,  á  sus  ministros,  yá  los  jueces  del  superior 
tribunal  de  justicia  en  las  causas  de  responsabilidad 
por  delitos  en  ejercicio  de  sus  funciones,  etcétera». 

A  fin  de  organizar  el  jurado  ante  el  cual  deban 
hacerse  esas  acusaciones,  el  art.  25  de  la  Constitu¬ 
ción  de  San  Luis  establece  que  la  Legislatura  debe 
«elegir  en  su  última  sesión  ordinaria,  anterior  á  la 
elección  de  gobernador,  dieciséis  ciudadanos  de 
probidad,  mayores  de  edad,  que  no  sean  empleados 
á  sueldo  ni  diputados,  pora  que  formen  el  jurado  de 
que  habla  el  inciso  anterior,  y  llenar  las  vacantes 
de  éstos  haciendo  su  elección  en  la  primera  sesión 
ordinaria  de  cada  año». 

Para  designar  los  miembros  que  han  de  formar 
el  tribunal  político,  el  artículo  74  de  la  misma  Cons- 
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titución  determina  que:  «El  jurado  será  compuesto 
de  ocho  miembros  sacados  á  la  suerte  de  los  nom¬ 
brados  por  la  Cámara  de  Representantes  y  presidí - 
por  el  Presidente  del  Superior  Tribunal.» 

La  Constitución  de  San  Luis,  pues,  en  cuanto  se 
refiere  al  juicio,  político  se  encuentra  mutatis  mu - 
tandi  en  las  mismas  condiciones  que  la  de  Mendoza, 
de  la  que  yo  me  be  ocupado. 

Si  bien  es  cierto  que  en  San  Luis  la  atribución 
de  acusar  á  los  funcionarios  ha  sido  dada  á  la 
Cámara  de  Representantes,  que  tiene  un  origen  po¬ 
pular,  el  tribunal  del  juicio  político  carece  de  esa 
fuente  de  autoridad  que  forma  el  mandato  en  el 
sistemo  representativo  de  gobierno. 

Los  miembros  del  jurado  que  ha  de  servir  de  juez 
en  el  juicio  político,  son  designados  por  el  mismo 
poder  que  ejerce  las  funciones  de  acusador,  y  aun 
cuando  esa  designación  se  haga  en  época  determi¬ 
nada,  ella  no  quito  el  carácter  que  invisten  en  cuan¬ 
to  á  su  nombramiento. 

Su  recusación  es,  pues,  procedente  por  cualquiera 
de  las  causas  que  el  derecho  establece  para  que 
puedan  ser  recusados  los  miembros  de  un  Tribu 
nal  de  Justicia. 

Como  la  elección  de  las  personas  que  han  de 
formar  el  jurado  debe  hacerse  por  la  Legislatura 
«en  la  última  sesión  ordinaria  anterior  á  la  elección 
de  gobernador»,  es  posible  que  la  Legislatura  em¬ 
please  como  arma  de  partida  la  designación  para 
miembros  del  jurado  á  enemigos  políticos  declara¬ 
dos  del  futuro  gobernador,  asegurándose  así,  do 
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antemano,  de  los  medios  legales  para  destituirle 
inmediatamente  después  que  fuese  electo,  emplean¬ 
do  al  efecto  un  juicio  político  perfectamente  ajus¬ 
tado  á  las  prescripciones  constitucionales. 

Y,  si  la  mayoría  legislativa  de  San  Luis  perte¬ 
neciese  al  partido  político  del  candidato  cuyo  triunfo 
fuese  seguro  en  la  elección  del  gobernador  que  sigue 
inmediatamente,  á  la  designación  de  los  jurados, 
podría  producirse  el  caso  contrario,  eligiéndose  para 
esos  puestos  parientes,  asociados  ó  amigos  íntimos 
del  gobernador  que,  si  no  fueran  recusables  por  la 
parte  acusadora,  asegurarían  al  jefe  del  P.  E.  la  im¬ 
punidad  más  absoluta  para  todos  (sus  actos,  aun¬ 
que  éstos  llegaran  hasta  la  tiranía. 

En  Corrientes  (1)  el  caso  se  hace  más  claro.  El 
Poder  Legislativo  de  la  provincia  reside  en  una  cá¬ 
mara  de  representantes  elegidos  directamente  por  el 
pueblo»,  (art.  25).  Entre  sus  atribuciones  tiene  la 
de  «acusar  á  petición  de  parte  ó  de  alguno  de  sus 
miembros  al  gobernador,  vicegobernador  y  minis¬ 
tros  del  P.  E.  en  las  causas  de  responsabilidad  que 
se  intenten  contra  ellos.»  (inciso  33  art.  38). 

Con  arreglo  al  art.  85  de  la  misma  Constitución, 
«corresponde  al  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  la 
provincia  juzgar  en  juicio  público  á  los  acusados 
por  la  cámara  de  representantes,  debiendo  sus  miem¬ 
bros  prestar  juramento  para  ese  acto»,  y  el  art.  86 
prescribe  que  «la  cámara  de  justicia  formará,  den- 

(1)  Ignoro  si  en  el  momento  en  que  escribo,  está  en  vigor  en  la  provincia  de 
Corrientes  la,  Constitución  promulgada  en  15  de  Mayo  de  1874-  pero  á  ella  se  re¬ 
fieren  las  exposiciones  del  texto. 
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tro  de  los  quince  días  desde  la  elección  del  gober¬ 
nador,  una  lista  de  ocho  personas  de  integridad 
conocida  en  la  provincia  y  que  reúnan  las  condicio¬ 
nes  que  se  requiere  para  diputado,  de  cuya  lista  se 
sacará  á  la  suerte  dos  individuos  para  aumentar  el 
tribunal  en  los  casos  expresados  en  el  artículo  ante¬ 
rior». 

Resumiendo  los  procedimientos  del  juicio  polí¬ 
tico,  en  Corrientes,  resulta  que,  la  cámara  de  dipu¬ 
tados,  poder  público,  acusa  á  los  funcionarios  ante 
el  Superior  Tribunal  de  Justicia,  juez  de  alzada  or¬ 
dinario  en  la  organización  del  Poder  Judicial  de  aque- 
provincia,  aumentado  éste  en  su  personal  por  dos 
personas  de  integridad  conocida,  sin  que  la  Cons¬ 
titución  precise  si  esas  personas  deben  ser  profe¬ 
sores  en  derecho,  y  ni  siquiera  si  deben  ser  duda, 
danos  argentinos. 

Con  arreglo  á  las  leyes  de  procedimientos  de  Co¬ 
rrientes,  los  miembros  del  Tribunal  Superior  de 
Justicia,  como  cualesquiera  otros  jueces,  son  recu¬ 
sables.  La  Constitución  nada  ha  dicho  á  este  res¬ 
pecto  cuando  incorrectamente  quita  á  aquel  tribu¬ 
nal  de  justicia  ordinaria  su  carácter,  con  el  objeto  de 
convertirlo  en  un  tribunal  político,  tan  ajeno  á  las 
austeras  misiones  de  su  cargo. 

No  habiéndose  hecho  una  excepción  á  éste  res" 
pecto,  es  lógico  sostener  que  la  recusación  es  pro¬ 
cedente  y  que  debe  tramitarse  en  forma  legal  si  ella 
se  dedujere  ya  sea  por  la  parte  acusada,  ya  sea  por 
la  parte  acusadora. 

Otras  constituciones  de  las  provincias  argentinas 
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darían  margen  á  observaciones  análogas,  pero  he 
creído  que  basta  á  mi  propósito  el  estudio  de  las 
que  me  he  ocupado,  por  cuanto  en  cada  una  de 
ellas  el  tribuual  del  juicio  político  se  organiza  en 
una  forma  diferente  y  mi  objeto  es  ocuparme  de  este 
punto  sólo  en  cuanto  se  relacione  á  los  deberes  del 
Gobierno  Federal,  de  intervenir  en  las  provincias, 
por  defectos  del  procedimiento  en  el  juicio  político 
que  se  sigue  contra  sus  autoridades  constituidas. 

Si  en  el  caso  de  Córdoba,  recordado,  ei  rechazo 
de  la  recusación  producida  por  el  gobernador,  po¬ 
día  dar  lugar  á  la  intervención  del  Gobierno  Fe¬ 
deral  que  sólo  habría  tenido  que  reconocer  la  regu¬ 
laridad  de  los  procedimientos  observados  por  aquella 
legistaturo;  no  sucedería  lo  mismo  en  los  casos 
en  que  no  siendo  el  Senado  un  cuerpo  de  origen 
popular,  como  en  La  Rioja,  el  Tribunal  del  juicio 
político,  la  recusación  de  sus  miembros  fuese  recha¬ 
zado  in  limine  fundándose  sólo  en  que  ellos  no 
eran  recusables. 

La  intervención,  en  ese  caso,  sin  inmiscuirse  á 
averiguar  y  resolver  si  las  causales  de  recusación 
eran  ó  no  procedentes,  sin  sustituirse  al  juicio  de  1 
Tribunal  á  este  respecto,  debería  reconocer  el  de¬ 
recho  de  las  partes  para  promover  recusaciones  á 
fin  de  garantizar  á  los  funcionarios  acusados  la 
independencia  y  la  autoridad  de  sus  jueces. 

Guando  la  Nación  no  interviene  por  derecho  pro¬ 
pio,  con  fines  y  propósitos  eminentemente  naciona¬ 
les,  ó  con  el  fin  de  asegurar  al  pueblo  de  una 
provincia  el  goce  de  sus  instituciones  república- 
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nos,  la  intervención  debe  ir  con  el  sólo  objeto  de 
obligar  á  los  poderes  públicos  de  la  provincia  inter¬ 
venida,  á  que  se  mantengan  y  se  desenvuelvan 
dentro  de  la  órbita  peculiar  de  sus  funciones. 

Los  actos  de  un  interventor  son  ejercidos  en  nom¬ 
bre  del  Gobierno  Federal,  y,  por  tanto,  no  pueden 
obligar  á  los  Gobiernos  de  Estado,  en  cuanto  no 
se  refieran  ó  las  relaciones  entre  la  nación  y  las 
provincias. 

Asumir  el  mando  de  una  provincia,  ejercer  su 
administración,  gobernarla  como  si  fuera  el  elegido 
del  pueblo  local,  es  salir  de  los  límites  señalados 
por  la  Constitució  Nacionnl  al  Gobierno  Federal,  pa¬ 
ra  sustituirse  á  un  Gobierno  de  Estado,  en  funcio¬ 
nes  que,  en  caso  alguno,  pueden  afectar  al  orden 
nocional. 

A  este  respecto  hay  fallos  de  la  Suprema  Corte 
Argentina,  dictados  con  motivo  de  las  intervencio¬ 
nes  de  1893,  que  han  establecido  perfectamente  la 
doctrina.  (1) 

Desde  el  momento  en  que  el  Congreso  Nacional 
no  desconoce  la  legalidad  de  las  autoridades  cons¬ 
tituidas  que  ejercen  el  Gobierno  de  una  provincia; 
desde  el  momento  que  solo  interviene  á  requisición 
de  ellas,  reconociéndolas,  por  tanto,  con  el  derecho 
de  ampararse  del  artículo  6o  de  la  Constitución,  la 
misión  nacional,  en  la  intervención,  debe  limitarse 
á  asegurar  á  todos  los  poderes  públicos  el  libre 

(1)  Véase  más  adelante  el  texto  íntegro  de  un  fallo  déla  Corte  Suprema,  á  pro¬ 
pósito  de  la  intervención  en  Buenos  Aires  de  1893. 
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ejercicio  de  sus  propias  facultades,  deteniendo,  con 
la  autoridad  y  la  fuerza  nacional,  á  aquel  que,  por 
medio  de  actos  violatorios  de  la  Constitución  local, 
pretendiese  imponerse  sobre  cualquiera  de  los  otros 
poderes. 

Taney  y  Chase  lian  sostenido  que  la  nación,  en  esos 
casos,  debe  limitarse  á  dejar  á  las  provincias  que 
ejerciten  libremente  sus  instituciones,  amparando  á 
todos  los  poderes  en  el  ejercicio  de  las  facultades  que 
le  fuesen  propias,  sin  mezclarse  ni  en  los  móviles 
ni  en  la  justicia  con  que  esos  actos  se  produzcan. 

En  tanto  que  cada  uno  de  los  poderes  públicos 
obre  dentro  de  la  órbita  que  la  Constitución  le  ha 
señalado,  el  Gobierno  Federal  no  tiene  atribuciones 
paro  detenerlo  ó  impedir  su  funcionamiento;  pero, 
si  saliendo  de  esa  órbita,  invadiese  atribuciones  de 
los  otros  poderes,  entonces  la  intervención  tiene  el 
deber  de  inmiscuirse  en  los  actos  de  los  poderes  lo¬ 
cales,  para  obligarlos,  con  la  autoridad  y  la  fuerza 
de  la  nación,  ó  concretarse  á  lo  que  les  es  propio, 
protegiendo  á  los  poderes  amenazados  ó  anulados 
en  el  ejercicio  de  sus  facultades  desconocidas  ó  co¬ 
hibidas  por  cualquiera  de  ellos. 

La  intervención,  en  esos  casos,  debe  ir,  no  á  cons¬ 
tituirse  en  Gobierno  provincial;  no  á  asumir,  el 
interventor,  las  triples  facultades  de  ejecutivo,  legis¬ 
lativo  y  judicial;  no  ó  gobernar  un  Estado  Federal, 
como  un  mero  territorio,  dependiente  del  Gobierno 
de  la  Nación,  y  sin  autonomia  propia,  sin  represen¬ 
tación  en  el  Congreso,  sin  parte  alícuota  en  la  or¬ 
ganización  política  de  la  Nación-  sino  á  velar  por- 
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que  ese  Gobierno  provincial,  representado  por  sus 
tres  poderes,  resuelva  los  conflictos  existentes  con 
arreglo  á  sus  propias  instituciones,  y,  deteniendo  á 
cada  uno  en  los  límites  de  sus  propias  facul¬ 
tades. 

Para  conseguiresto,  el  interventor  no  necesita  ejer¬ 
cer  mando  alguno  local.  Está  allí  representando  al 
Presidente  de  la  República  y  al  Congreso  Nacional; 
tiene  toda  la  autoridad  y  el  prestigio  de  éstos,  y, 
sin  nombrar  jueces  de  paz,  sin  remover  empleados, 
sin  mondar  pagar  sueldos  de  la  administración  lo 
cal,  sin  anular  actos  de  los  gobiernos  provincia¬ 
les,  puede  normalizar  la  marcha  política  del  Go¬ 
bierno  local,  evitando  producir  complicaciones, 
como  las  que  se  han  producido,  ante  los  Tribuna¬ 
les  Federales  con  motivo  de  la  intervención  de 
1893. 

Entre  las  múltiples  teorías  que  se  han  sostenido, 
á  propósito  de  facultad  de  Poder  Federa],  en  los 
casos  de  los  artículos  5o  y  6o  déla  Constitución,  se 
ha  prelindido  que  cuando  no  se  trata  de  la  recons¬ 
trucción  de  un  Estado,  la  intervención  amplia,  es 
decir  sin  fines  concretos  y  taxativos,  del  Gobierno 
Federal  en  las  provincias,  es  contraria  á  la  consti¬ 
tución. 

Creo  que  hay  error  en  semejante  afirmación.  El 
derecho  y  el  deber  del  Gobierno  Federal,  en  materia 
de  intervenciones,  está  perfectamente  definido  por  los 
términos  de  los  artículos  5°  y  G°  de  la  Constitu¬ 
ción.  En  ambos  se  emplea  el  mismo  vocablo — 
gar-antizar  para  definir  la  naturaleza  del  deber  que 
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tiene  la  Nación  para  con  las  provincias,  en  cuanto 
al  goce  y  ejercicio  de  sus  instituciones  propias,  en 
cuanto  a  la  existencia  de  la  forma  republicana,  y  en 
cuanto  á  la  reposición,  ó  sostenimiento  délas  auto¬ 
ridades  constituidas  á  quienes  amenazase  ó  deput 
siese  la  sedición  ó  la  invasión. 

Como  ya  se  ha  expuesto,  el  artículo  6o  no  es  otra 
cosa,  en  el  texto  de  la  Constitución  Argentina,  que 
la  enunciación  de  los  medios  que  debe  emplear  el 
Gobierno  Federal  para  hacer  efectivas  las  garantías 
acordadas  á  cada  prouincia,  en  el  goce  y  ejercicio  de 
sus  instituciones. 

Pero,  cuando  se  trata  de  la  elección  de  los 
medios  que  pueden  emplearse  al  efecto,  enton¬ 
ces,  el  Gobierno  Federal  tiene  amplias  facul¬ 
tades  para  excogitar  aquéllos  que,  en  su  con 
cepto  puedan  mejor  producir  el  resultado  que  se 
busca. 

Es,  precisamente,  por  este  motivo,  que,  tanto  Ta- 
ney  como  Chase,  han  reconocido  que  «en  el  ejercicio 
de  las  facultades  conferidas  por  la  cláusula  de  la 
garantía,  como  en  el  ejercicio  de  todos  los  poderes 
constitucionales,  es  indispensable  reconocer  (en  el 
Gobierno  Federal)  toda  la  discreción  necesaria  en 
la  elección  de  los  medios  á  emplearse  al  efecto». 
(Texas  v.  WhiteT.  Wall  700). 

Si  entre  los  medios  que  el  Gobierno  Federal  cree 
conveniente  emplear,  para  ejercer  su  derecho  y  su 
deber  de  garantir  á  una  provincia  el  goce  de  sus  pro¬ 
pias  instituciones,  está  el  de  enviar  la  intervención 
amplia  sin  limitaciones  previas,  esa  intervención 
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debe  reputarse  constitucional,  sin  que  esto  importe 
reconocer  en  el  Gobierno  Federal,  ni  en  su  repre¬ 
sentante  en  la  provincia  intervenida,  el  derecho  de 
desconocer  la  Constitución  local,  ni  de  intervenir 
en  el  nombramiento  de  las  autoridades  que  forman 
el  gobierno  de  la  provincia,  ni  de  destituir  las  auto- 
ridadee  constituidas  existentes. 

La  última  cláusula  del  artículo  5o  de  la  Constitu¬ 
ción,  dice  textualmente:  «el  Gobierno  Federal  garan¬ 
tiza  á  cada  provincia  el  goce  y  ejercicio  de  sus  ins¬ 
tituciones». 

¿Qué  instituciones  son  éstas  que  debe  garantizar 
el  Gobierno  Federal? 

La  contestación  está  precisada  en  los  artículos 
105  y  106  de  la  misma  Constitución,  que  dicen  que 
«las  provincias  se  dan  sus  propias  instituciones  loca¬ 
les  y  se  rigen  por  ellas.  Eligen  sus  gobernadores, 
sus  legisladores  y  demás  funcionarios  de  provincia, 
sin  intervención  del  Gobierno  Federal,  y  «dictan  sus 
propias  Constituciones  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  5o» . 

No  puede,  pues,  caber  la  mínima  duda  de  que 
las  instituciones  locales,  cuyo  goce  y  ejerci¬ 
cio  el  Gobierno  Federal  ha  garantizado  á  cada 
provincia,  son  las  que  ellas  mismas  se  han  dado, 
con  arreglo  á  los  artículos  105  y  106  de  la  Consti¬ 
tución. 

Me  he  ocupado  ya  de  todo  lo  referente  á  la  for¬ 
ma  republicana,  estableciendo  que,  en  ese  ca¬ 
so,  la  intervención  del  Gobierno  Federal,  es  por 
derecho  propio,  y  tiene  por  misión  asegurar 
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al  pueblo  de  cada  estado  un  gobierno  republi¬ 
cano. 

Cuando  se  trata  del  ejercicio  y  goce  de  las  institu¬ 
ciones  propias  de  cada  provincia,  entonces  el  caso 
es  diferente.  Si  el  pueblo  no  se  considera  oprimi¬ 
do,  y  la  intervención  va  por  requisición  de  las 
mismas  autoridades  que  forman  esas  institucio¬ 
nes,  y  que  se  encuentran  cohibidas  las  unas  por 
las  otras  en  el  ejercicio  y  en  el  goce  de  las  atribu¬ 
ciones  que  le  son  peculiares,  entonces  la  misión  del 
Gobierno  Federal  se  reduce  á  dirimir  un  conflicto 
de  poderes  locales. 

El  más  frecuente  de  estos  casos  de  intervención, 
es  el  que  ocurre  cuando  los  poderes  que  forman 
el  gobierno  de  una  provincia,  ha  producido  un  con¬ 
flicto,  mediante  el  cual  los  unos  desconocen  á  los 
otros  las  atribuciones  que  pretenden  ejercer,  ó  re¬ 
cíprocamente  ejercen  facultades  que  la  Consti- 
tuciónno  les  ha  dado,  ó  que  se  niega  les  haya 
dado. 

Producido  el  conflicto,  y  reclamada  la  interven¬ 
ción  del  Gobierno  Federal,  éste  está  obligado  á 
intervenir,  y,  al  hacerlo,  tiene  amplia  discreción  en 
la  elección  de  los  medios  de  que  ha  de  servirse, 
pudiendo  iniciar  sus  actos  en  una  forma,  que 
los  acontecimientos  le  obliguen  á  cambiar  más 
tarde. 

De  ahí  surge  la  necesidad  de  poder  escoger  sus  me¬ 
dios  de  acción,  según  las  circunstancias  del  caso 
y  del  momento. 

Se  comprende  que,  llamado  á  intervenir  el  Go- 
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bierno  Federal,  los  poderes  públicos  locales  no 
pueden  continuar  los  procedimientos  que  han  mo¬ 
tivado  la  intervención,  sin  que,  expresamente,  los 
autorice  el  interventor.  No  habría  objeto  en  que 
el  representante  de  la  autoridad  nacional  se  consti¬ 
tuyese  en  una  provincia,  si  la  Legislatura  pudiese 
continuar  su  actitud  hostil  hacia  el  gobernador,  ó 
si  éste  pudiera  seguir  desconociendo  los  actos  de 
aquélla,  ó  si,  á  su  vez,  el  Poder  Judicial,  descono¬ 
ciese  los  derechos  del  Ejecutivo  y  las  leyes  de  la 
Legislatura,  ó  viceversa. 

Por  lo  general,  tras  de  cada  conflicto  de  autori¬ 
dades  entre  las  ramas  políticas  de  los  gobiernos  lo¬ 
cales,  se  produce  la  situación  anormal  que  crea  un 
doble  juego,  diré  así,  de  poderes  públicos.  Unas 
veces  se  trata  de  dos  gobernadores  que  se  creen 
recíprocamente  con  derecho  á  ejercer  el  P.  E.,  otras 
de  doble  Legislatura,  y  no  faltan  los  casos  de  doble 
Poder  Judicial. 

Si  el  Presidente  de  la  República,  al  cumplir  la 
ley  del  Congreso  que  decrete  la  intervención,  no 
tuviese  facultad  amplia  para  reconocer  y  descono¬ 
cer  á  esos  Poderes  Públicos,  que  respectivamente 
se  consideran  legalmante  constituidos,  ¿qué  obje¬ 
to  práctico  tendría  la  intervención?  ¿De  qué  mane¬ 
ra  el  Gobierno  Federal  haría  efectiva  la  garantía 
del  goce  y  ejercicio  de  las  instituciones  locales? 

En  el  famoso  caso  de  Rohd  Island,  el  juez  Ta- 
nev  precisó,  en  su  fallo,  este  derecho  del  Presi¬ 
dente  de  la  República,  para  decidir,  autoritativa  y 
definitivamente,  cuál  de  las  autoridades  existentes 


—  300  — 


en  un  Estado,  era  la  que  estaba  legalmente  consti¬ 
tuida.  El  hecho  de  que  la  intervención  sea  pedi¬ 
da  por  ambas  autoridades  al  Gobierno  Federal,  no 
puede  alterar  la  circunstancia  del  caso,  porque 
las  dos  no  pueden  tener  derecho  á  ejercer  el 
poder. 

El  Presidente  debe,  pues,  forzosamente,  decidir 
cuál  es  el  gobierno  de  la  Constitución  reconocido 
por  la  Nación,  y  cuál  es  el  que,  ilegalmente,  opera 
contra  él,  y,  después  que  el  Presidente  ha  procedi¬ 
do,  su  resolución  es  irrefutable,  y  obliga  á  todos 
los  poderes  federales  ó  locales. 

Siendo,  pues,  discrecional  la  facultad  del  Presi¬ 
dente  en  la  elección  de  los  medios  de  que  ha  de 
servirse  al  llevar  la  intervención  del  Gobierno  Fe¬ 
deral  á  las  provincias,  no  puede  excluirse  de  entre 
esos  medios,  el  de  la  intervención  amplia,  sin  re¬ 
hatos  ó  limitaciones  previas,  que  podría  ser  indis¬ 
pensable  desatender  y  violar  más  tarde,  según  los 
sucesos  se  desarrollasen,  después  que  la  interven¬ 
ción  estuviese  en  ejercicio. 

Supóngase  que  alguno  de  los  poderes  públicos 
de  la  provincia  intervenida  no  acatase  los  actos 
del  interventor;  supóngase  que  el  conflicto,  existente 
sólo  entre  las  autoridades  locales,  aumentara  en 
sus  proyecciones,  porque  alguna  de  aquéllas  se 
negase  á  proceder  en  la  forma  que  el  Gobierno  Fe¬ 
deral  resolviese,  ¿qué  debería  éste  hacerse?  ¿Dejar 
á  la  provincia  entregada  á  la  anarquía  ó  encendida 
en  guerra  civil?  ¿Permitir  que  unos  poderes  se  ar¬ 
masen  contra  los  otros  para  resolver  Ja  contienda 
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en  campo  de  batalla?  No:  la  Constitución  no  ba 
querido  esto. 

La  soberanía  absoluta  de  los  Estados  Federales, 
ha  desaparecido  después  de  la  Constitución  Na¬ 
cional. 

Así  como  les  está  prohibido  separarse  de  la  Na¬ 
ción,  así  están  obligadas  á  acatar  la  autoridad  del 
Gobierno  Federal,  siempre  que  ejerce  funciones  que 
le  son  propias,  y  cuyos  actos  escapan  al  juicio  de 
las  provincias,  porque  sólo  él,  puede  determinar  la 
forma  y  los  medios  que  debe  emplear  para  poner  en 
acción  las  atribuciones  que  la  Constitución  le  ha 
conferido. 

Lo  único  que  le  está  prohibido  es  intervenir  direc¬ 
tamente  en  la  elección  de  los  funcionarios  locales; 
pero,  esa  prohibición  no  llega  hasta  negarle  la  facul¬ 
tad  de  amparar,  con  su  autoridad  y  con  su  fuerza, 
la  libre  elección  deesas  autoridades,  con  arreglo  á 
las  propias  instituciones  de  la  Provincia  intervenida. 

Si  bien  es  cierto  que  la  Constitución  no  ha  que¬ 
rido  que  el  gobierno  Federal,  interviniendo  en  las 
provincias,  á  los  efectos  de  la  garantía  que  acuer¬ 
dan  á  pueblos  y  gobiernos  los  artículos  5o  y  6o,  se 
substituya  á  las  autoridades  locales,  en  cuanto  se 
refiera  al  régimen  interno,  económico  y  administra¬ 
tivo  de  la  provincia  intervenida,  también  lo  es  que 
tampoco  ha  querido  que,  la  acción  del  Gobierno 
Federal  pueda  ser  coartada  por  medidas,  por  ne¬ 
gligencias  ó  por  simples  entorpecimientos  emana¬ 
dos  de  los  poderes  locales. 

La  personería  jurídica  y  política  de  una  provincia 
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solo  puede  ser  ejercida  por  los  representantes  que 
esa  misma  Provincia  elija,  con  arreglo  á  su  propia 
Constitución,  que  es  su  estatuto  político  ante  el  de¬ 
recho  publico  interno,  y  que  es  la  carta  orgánica 
de  su  personería  jurídica,  ante  el  derecho  civil  y  el 
dominio  de  los  bienes  que  están  en  el  comercio  de 
los  hombres. 

Cuando  el  Gobierno  Federal,  en  virtud  del  articu¬ 
lo  6o  de  la  Constitución,  interviene  en  una  Provin¬ 
cia  á  los  electos  del  articulo  5o,  el  interventor  no 
reviste,  en  momento  alguno,  las  condiciones  de 
aquella  representación,  porque  sus  facultades  ni 
emanan  de  la  ley  política  local,  ni  tienen  que  ejer¬ 
cerse  conforme  á  ella,  asi  como  sus  actos  no  están 
sujetos  á  las  responsabilidades  que  en  esas  leyes 
se  establezcan. 

Son,  pues,  dos  autoridades  completamente  dis¬ 
tintas  las  que  pueden  operar  en  el  territorio  de  una 
provincia  intervenida,  sin  que  sus  facultades  puedan 
confundirse  ni  atropellarse. 

El  Gobierno  Federal,  para  los  fines  de  su  inter¬ 
vención  cualquiera  que  sea  el  motivo  que  la  pro¬ 
duzca,  no  necesita  apoderarse  de  la  administra¬ 
ción  local  de  la  provincia  intervenida.  El  Gobier¬ 
no  de  la  Nación  no  va  á  los  estados  como  fiscal 
de  gobiernos  locales,  á  examinar  sus  actos  admi¬ 
nistrativos  pasados,  ajenos  al  motivo  político  que 
tiene  por  objeto  la  intervención  federal. 

Por  más  que  ilustrados  profesores  en  ¡a  ciencia 
del  derecho  constitucional  hayan  producido  unos  y 
tolerado  otros,  esas  intervenciones  en  que  el  comi- 
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sionado  del  Gobierno  Federal,  empieza  á  desempe¬ 
ñar  su  misión,  asumiendo  el  mando  gubernativo 
de  la  provincia  nombrando  ministros,  organizando 
tribunales  y  sometiendo  sus  procederes  á  la  Cons¬ 
titución  local,  siempre  persistiré  en  la  convicción 
de  que  esos  actos  han  sido  ilegales. 

Los  interventores  nacionales  no  pueden  ni  admi¬ 
nistrar  ni  obligar  á  las  provincias  en  cuanto  se 
refiera  á  su  régimen  interno.  No  pueden  disponer 
de  las  rentas  ó  de  los  bienes  pertenecientes  a  1  es¬ 
tado  local,  como  no  pueden  hacer  contratos  ni  crear 
impuestos  que  afecten  el  porvenir  de  aquél.  (1) 

Su  misión  es  pura  y  esencialmente  política.  Re¬ 
presentantes  del  Gobierno  Federal,  los  interventores 
obran  en  su  nombre  y  no  tienen  mas  atribuciones 

que  aquéllas  que  tiene  el  Poder  Federal  mismo  á 
quien  representan. 

Su  presencia  en  el  territorio  de  una  provincia,  no 


(1)  La  Suprema  Corte  Federal  Argentina,  lia  establecido  claramente  esta  doctrina 
en  un  fallo,  cuya  importancia  es  conveniente  tener  presente  en  estos  casos. 

Ese  fallo  dice  así: 

Vistos:  Para  resolver  si  ella  procede  ante  la  jurisdicción  originaria  de  esta  Corte 
es  menester, ante  todo,  averiguar  si  la  provincia  de  Buenos  Aires  es  parte  en  estejuicio 

El  artículo  101  de  la  Constitución  lia  determinado,  taxativamente,  el  alcance  de 
esa  jurisdicción  originaria,  y  esta  Corte,  en  diversos  fallos,  ha  declarado  que  no  basta 
que  una  Provincia  tenga  interós  en  el  pleito,  sino  que  es  indispensable  que  la  provin¬ 
cia  mism  aaparezca  en  él,  como  parte,  para  que  esa  jurisdicción  proceda. 

A  estos  efectos,  las  provincias  deben  estar  representadas  por  sus  legítimos  man¬ 
datarios.  es  decir,  por  aquellos  funcionarios  que,  dentro  de  las  instituciones  locales, 
tienen  el  gobierno  y  administración  del  estado  y  de  la  persona  jurídica  que  se  llama 
provincia,  y  son  responsables  de  todos  sus  actos,  como  tales  gobernantes  y  adminis¬ 
tradores  ante  la  misma  provincia. 

Según  se  desprende  de  los  propios  términos  de  la  demanda,  y  es  de  pública  no¬ 
toriedad,  la  provincia  de  Buenos  Aires  está  actualmente  intervenida  por  el  gobierno 
federal,  y  los  hechos  que  la  fundan  son  actos  del  funcionario  que  allí  desempeña  el 
carácter  de  interventor  nacional. 

La  ley  núm.  novecientos  cuarenta  y  siete,  de  diez  de  agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres,  que  ordenó  la  intervención  en  Buenss  Aires,  le  señaló  preci¬ 
samente,  como  misión,  la  de  reorganizar  sus  poderes  públicos,  con  arreglo  á  la 
Constitución  y  las  leyes  de  la  provincia,  lo  que  importa  dejar  establecido  que,  para  el 
Congreso,  la  intervención  se  enviaba  á  una  provincia  donde  no  existían  autoridades 
locales . 
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altera  las  con  liciones  de  esas  facultades,  puesto 
que.  si  el  Presidente  de  la  República  quisiese  inter¬ 
venir  en  una  provincia,  sin  mandar  á  ella  comisio¬ 
nado  alguno,  podría  hacerlo,  dirigiendo  la  interven 
ción  desde  su  despacho  de  la  Casa  Rosada. 

Si  un  interventor  nacional  es  acatado  y  recono¬ 
cido  por  las  autoridades  locales,  es  decir,  si  éstas 
no  se  alzan  en  rebelión  contra  la  Nación,  ó  si  e 
Gobierno  Federal  no  ha  declarado,  previamente, 
que  la  forma  republicana  ha  desaparecido,  enton¬ 
ces  el  representante  de  la  autoridad  federal  debe 
dejar  que  los  poderes  públicos  locales  se  desenvuel¬ 
van  libremente,  observando  su  marcha,  é  mpomew* 
doles  la  obligación  de  proceder  conforme  á  su  pro¬ 
pia  Constitución,  deteniéndoles  cuando  se  extrali¬ 
mitasen,  y  sin  admitir  discusión  sobre  sus  procede¬ 
res,  que  sólo  están  sujetos  al  juicio  y  á  la  aproba¬ 
ción  del  Gobierno  Federal. 


El  interventor  nacional  encargado  de  llevarla  á  cabo,  no  tiene  ninguno  de  los 
caracteres  que,  dentro  de  las  instituciones  locales,  tienen  y  deben  tener  los  funcio¬ 
narios  encargados  de  representar  á  las  provincias,  en  cualquiera  de  sus  dos  condi¬ 
ciones,  ya  como  Estado  de  la  Unión  Argentina,  ya  como  persona  jurídica. 

Ese  interventor,  es  solo  un  representante  directo  del  Presidente  de  la  República, 
%ue  obra  en  una  función  nacional,  en  representación  de  él,  al  efecto  de  cumplir  una 
ley  del  Congreso,  sujetándose  á  las  instrucciones  quede  aquélreciba.  Su  nombramiento 
no  toma  origen  en  disposiciónialguna  provincial,  y  sus  actos  no  están  sujetos  ni  á  las 
responsabilidades  ni  á  las  acciones  que  las  leyes  locales  establecen  respecto  do  sus 
propios  gobernantes,  sino  á  aquéllos  que  el  Poder  Nacional,  en  cuyo  nombre  funciona, 
le  imponga. 

El  Poder  Ejecutivo  déla  Nación,  al  mandar  cumplir  la  ley  número  dos  mil  no¬ 
vecientos  cuarenta  y  siete,  de  diez  de  agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  que 
ordenó  la  intervención  en  Buenos  Aires,  ha  dado  también  ese  carácter  al  interventor, 
declarando,  en  dos  de  los  considerandos  del  decreto  de  veinte  de  septiembre  de  mil 
ochocientos  noventay  tres,  referenteá  ella:  «2o que  la  intervención  sancionada  para  la 
provincia  de  Buenos  Aires  se  propone  la  organización  de  los  poderes  públicos  >.  «7o 
que  los  interventores  son  meros  agentes  del  gobierno  federal,  á  cuyas  instrucciones 
deben  ajustar  su  conducta  y  el  desenvolmiento  de  la  intervención. 

De  todo  lo  expuesto,  resulta  que  la  provincia  de  Buenos  Aires,  en  sus  coddicio- 
nes  actuales,  sin  gobierno  constitucional  propio,  sometida  ála  acción  de  la  interven¬ 
ción  del  gobierno  federal,  en  virtud  de  la  ley  del  Congreso,  no  tiene  representante 
legal  que  pueda  asumir  su  personería  ante  esta  Suprema  Corte,  ni  puede  tampoco 
reconocerse  en  el  interventor  nacional,  el  gobernador  de  la  provincia,  á  quien  el  articulo 
sesenta  y  nueve  de  la  ley  de  procedimientos,  de  catorce  de  septiembre  de  mil  ocho- 
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Cuando  se  Ira  1  o  del  conflicto  de  poderes  locales, 
es  especialmente  aplicable  esta  doctrina.  Cualquiera 
que  sean  los  actos  que  hayan  producido  el  conflic¬ 
to,  ellos  nunca  bastarán  para  traer  como  conse¬ 
cuencia,  la  anulación  ó  la  acefalía  de  los  poderes 
públicos  locales. 

La  intervención  en  estos  casos  debe  ir,  no  á  subs¬ 
tituirse  á  esos  poderes;  pero  sí  con  amplio  facultad 
para  reconocer  ó  desconocerá  aquél  ó  aquéllos  que 
pretendan  ejercer  autoridad,  sin  que  en  su  concep¬ 
to  la  tengan. 

Si,  con  motivo  del  uso  de  esta  facultad  del  Gobier¬ 
no  Federal,  resultase  la  acefalía  de  uno  ó  de  todos 
los  poderes  locales,  el  interventor  no  debe  asumir 
lo  administración  local,  ni  organizar  un  gobierno  de 
provincia  bajo  su  mando. 

Lo  único  que  puede  y  debe  hacer,  siempre  como 
representante  de  la  Nación,  es  presidir  la  organiza- 


cientos  sesenta  y  tres,  exige  que  se  notifique  la  demanda  en  los  juicios  en  que  una 
provincia  sea  demandada. 

Resulta  de  estos  principios,  que  cualquiera  que  fuese  la  extensión  de  facultades 
que  el  Presidente  acordase  al  interventor  que  le  representa  en  laprovincia  de  Buenos 
Aires,  ellas  serían  siempre  ejercidas  en  nombre  y  por  autoridad  del  gobierno  federal, 
y  noen  nombre  de  la  provincia  de  Buenos  Aires.  Si  el  acto  del  interventor  nacional 
que  motiva  la  demanda  afecta  á  la  provincia  de  Buenos  Aires,  no  es  cuestión  que 
deba  resolverse  en  este  momento,  ni  su  solución  es  necesaria  en  el  caso  ocurrente. 
Pero  lo  que  es  fuera  de  duda,  es  que,  sea  cual  fuese  el  carácter  ó  la  naturaleza 
de  ese  acto,  61  no  hace  del  interventor  nacional  el  representante  legal  de  laprovincia 
para  estar  en  juicio  ante  esta  Suprema  Corte,  y,  por  tanto,  no  puede  motivar  una 
acción  ante  su  jurisdicción  originaria. 

Para  que  esta  jurisdicción  proceda,  no  basta  que  una  provincia  tenga  más  ó 
menos  interés  en  un  pleito,  ó  que  sus  derechos  ú  obligaciones  sean  invocados  en  el 
juicio.  La  jurisprudencia  y  la  ley  exigen  que  sea  la  provincia  misma  la  que  sea  parte 
en  la  causa,  y  en  el  caso  ocurrente,  no  existe  esa  circunstancia,  por  más  que  el  recu¬ 
rrente  confunda  en  su  demanda  á  la  provincia  y  al  interventor  nacional, 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  á  lo  establecido  en  el  artículo  3o  de  la  Ley 
de  Procedimientos  Nacionales,  y  con  lo  dictaminado  y  pedido  por  el  el  señor  Procura¬ 
dor  General,  se  declara  que  esta  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  entender 
en  la  acción  deducida,  etcétera. 

Benjamín  Paz — Luis  V.  Varela — Octavio  Buttge — Juan 
E.  Torrent — Abel  B^zán  (en  disidencia). 

(Fallos  de  laS.  C.  de  J.,  tomo  4,  serie  iv,  pág.  556). 
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ción  del  poder  ó  poderes  acéfalos,  empleando  las 
formas  que,  al  efecto,  hubiese  determinado  la  Cons¬ 
titución  local  de  la  provincia  intervenida. 

Sucederá,  en  más  de  un  caso,  que  medie  un  inter¬ 
valo  entre  el  cese  de  las  autoridades  locales  y  la 
reconstitución  de  ellas  bajo  el  imperio  de  la  inter¬ 
vención  federal;  pero  será  siempre  constitucional¬ 
mente  preferible  que  baya  habido  este  lapso  de 
tiempo  sin  gobierno  local  en  una  provincia,  antes 
de  reconocer  en  un  interventor  el  derecho  de  per¬ 
der  su  caráter,  esencialmente  federal,  para  conver¬ 
tirse  en  un  simple  gobernante  local,  sin  representa¬ 
ción  dada  por  sus  gobernados,  sin  responsabilida¬ 
des  ante  ellos,  pero  con  el  monstruoso  derecho  de 
ejercer  la  personería  política  y  jurídica  de  aquel 
estado. 

En  ,más  de  una  ocasión  se  ha  pretendido  exten¬ 
der  estas  facultades  y  estos  deberes  del  Gobierno 
Federal,  basta  el  extremo  de  querer  que  éste  inter¬ 
viniese  en  el  territorio  de  las  provincias,  so  pre¬ 
texto  de  que  sus  constituciones  locales,  no  se  amol¬ 
daban  á  las  exigencias  del  artículo  5o  de  la  Carta 
Orgánica  Nacional. 

Es  posible  que  si  estudiasen  científicamente  las 
diversas  constituciones  provinciales,  sobre  todo 
aquéllas  donde  el  sistema  bicamarista  no  se  ha 
establecido,  se  encontrasen  en  ellas  defectos  que, 
por  su  importancia,  acaso  pusiesen  en  peligro,  si 
no  la  forma  republicana,  al  menos  el  gobierno  re¬ 
presentativo,  pues  hay  Constitución  local  por  la  que 
la  existencia  del  Poder  Ejecutivo  depende,  puede 
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decirse,  del  Poder  Judicial  ordinario,  al  que  esa 
Constitución  convierte  en  tribunal  del  juicio  político 
del  gobernador. 

Pero,  estos  defectos,  por  sustanciales  que  fuesen, 
nunca  podrían  dar  lugar  á  una  intervención  fede¬ 
ral,  á  los  efectos  de  reformar  una  Constitución  de 
provincia,  porque  entre  las  facultades  propias  re¬ 
servadas  á  éstas  por  la  Consticuión  Nacional,  está 
la  de  dictarse  sus  propias  constituciones,  según 
expresamente  lo  establece  el  art.  106. 

Si  la  intervención  federal  hubiese  de  ir  á  un  es¬ 
tado  federal,  con  el  único  objeto  de  reformar  la 
Constitución  local,  tendría  que  preceder  á  esa  inter¬ 
vención  la  separación  del  Congreso  de  los  represen¬ 
tantes  de  ese  estado;  porque  ninguna  provincia 
argentina,  que  no  se  encuentre  en  las  condiciones 
del  art.  5o  de  la  Constitución,  tiene  derecho  ó  tomar 
parte,  por  medio  de  sus  Diputados  y  Senadores,  en 
los  concejos  de  la  Unión  Nacional. 

Por  otra  parte,  la  intervención,  en  ese  caso,  no 
sería  á  requisición  de  las  autoridades  constituidas, 
amenazadas  ó  derrocadas.  Sería  por  derecho  propio, 
y  á  los  fines  de  la  garantía  que  la  Nación  ha  pres¬ 
tado  al  pueblo  de  cada  provincia  de  que  será  local¬ 
mente  gobernado  por  una  Constitución  dictada  de 
acuerdo  con  el  mencionado  art.  5o. 

Estas  reformas  de  la  Constitución  á  postertori, 
después  que  el  Congreso  ha  aceptado  los  Senadores 
elegidos  por  la  Legislatura  de  ella  emanada,  no 
tiene  precedentes  en  el  sistema  de  gobierno  que  he¬ 
mos  adoptado,  salvo  el  caso  en  que  los  actos  de 
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los  gobiernos  locales  afectasen  los  intereses,  la  exis¬ 
tencia  ó  las  prerrogativas  de  la  Nación. 

Así  aconteció  en  los  Estados  Unidos.  Las  cons¬ 
tituciones  locales  de  los  estados  rebeldes  no  sufrie¬ 
ron  modificación  alguna,  y,  bajo  su  imperio,  sus 
poderes  políticos,— 'ejecutivos  y  legislativos, — pro¬ 
dujeron  actos  que  impoi  taban  privar  al  pueblo  local 
de  ciertos  derechos  que  el  Gobierno  Federal  les 
garantía. 

Empezaron  por  declarar  roto  el  pacto  de  unión, 
pretendiendo  que  podían  separarse  de  la  Nación 
cuando  les  conviniera,  y  concluyeron  por  formar 
una  nueva  Confederación  Nacional,  sin,  por  esto, 
alterar  sus  constituciones  locales. 

El  Congreso  de  los  Estados  Unidos  les  declaró 
entonces  fuera  de  la  Constitución;  pero  les  negó 
el  derecho  de  segregarse,  por  cuanto  la  garantía  de 
sus  instituciones  locales  les  había  sido  acordada 
como  fracciones  del  pueblo  de  la  nación  norteameri¬ 
cana,  y  no  como  autonomías  independientes,  ligadas 
entre  sí  por  un  mero  pacto,  duradero  sólo  mientras 
su  voluntad  de  mantenerle  subsistiese. 

Y,  como  según  el  Congreso  de  las  Estados  Uuidos, 
los  actos  posteriores  d  sus  Constituciones,  habían  afec¬ 
tado  al  pueblo  de  los  estados  rebeldes,  privándoles 
del  amp  tro  y  de  la  protección  del  Gobierno  central, 
esos  estados  fueron  declarados  no  republicanos,  y 
la  intervención  fue  llevada  á  ellos,  no  para  refor¬ 
mar  los  artículos  di  sus  Constituciones,  contrarios 
á  la  existencia  de  la  Unión,  sino  para  reconstruir 
un  gobierno  leal,  que  diese  á  esos  pueblos  el  goce 
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y  el  uso  de  las  instituciones  locales,  bajo  el  amparo 
y  á  la  sombra  del  Gobierno  Federal, 

Y  son  precisamente  los  procederes  de  los  Estados 
Unidos  en  esa  emergencia,  los  que  me  han  conven¬ 
cido  de  que,  el  Gobierno  Federal,  en  su  intervención 
en  las  provincias,  debe  respetar  las  instituciones 
locales. 

La  reconstrucción  de  los  Estados  rebeldes  se  hizo* 
en  la  Unión  Americana  por  el  pueblo  de  los  mismos 
Estados,  sin  intervención  directa  del  Gobierno  Fe 
deral,  pero  bajo  los  auspicios  y  con  la  garantía  de 
sus  comisionados,  que,  en  esa  época,  eran  funcio¬ 
narios  militares. 

Allí,  como  aquí,  las  provincias  deben  elegir  sus 
gobernadores,  sus  legislaturas  y  sus  funcionarios, 
sin  intervención  del  Gobierno  Federal.  Sin  embar¬ 
go,  esta  cláusula  no  importa  prohibir  al  Gobierno 
Federal  encontrarse  en  el  territorio  de  la  provincia 
que  se  reorganiza,  ni  tampoco  presidir  el  acto  elec¬ 
toral,  aplicando  la  Constitución  y  las  leyes  propias 
de  aquélla. 

En  esas  funciones  los  mismos  poderes  públicos 
locales,  no  desempeñan  atribuciones  administrati¬ 
vas.  La  elección  de  los  funcionarios  públicos  es  un 
acto  eminentemente  político,  ajeno  á  la  administra¬ 
ción  ordinaria  del  gobierno  y  de  los  bienes  del  es¬ 
tado.  Y  como  las  intervenciones  del  Gobierno  Federal 
en  el  territorio  de  las  provincias,  son  siempre  po¬ 
líticas  y  con  propósitos  políticos,  el  acto  de  presidir 
las  elecciones  y  de  asegurar  la  libertad  del  sufragio  á 
todos  los  partidos,  no  importa  una  intervención  en 
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el  nombramiento  de  las  autoridades  que  se  elijan, 
en  el  sentido  de  la  prohibición  del  art.  105  de  la 
Constitución  Nacional. 

Si  otra  interpretación  se  diese  á  esa  cláusula 
constitucional,  tendría  que  reconocer  que  los  gobier¬ 
nos  locales  intervienen  en  el  nombramiento  de  sus 
sucesores,  cuando  convocan  á  sus  elecciones. 

Lo  intervención  que  está  prohibida  al  Gobierno 
Federal  en  estos  casos,  es  la  que  resultaría  si  el 
Presidente  de  la  República  ó  el  Congreso  designa¬ 
sen,  por  medio  de  nombramientos  hechos  directa¬ 
mente  por  ellos,  los  gobernadores,  las  legislaturas 
ó  los  funcionarios  de  provincia;  ó  si,  prescindiendo 
de  las  Constituciones  y  de  las  leyes  locales,  hiciesen 
aplicación,  en  la  elección  de  los  poderes  públicos 
de  Provincias,  de  las  leyes  federales  de  la  mat;ria. 

Presidir  un  acto  electoral,  con  el  único  objeto  de 
garantizar  al  pueblo  el  goce  y  ejercicio  de  sus  ins¬ 
tituciones  propias,  entre  las  que  los  derechos  de  re¬ 
unión,  de  propaganda  y  de  sufragio  tienen  capital 
interés,  no  es  intervenir  en  la  elección  misma. 

El  Gobierno  Federal,  una  vez  intervenida  una 
provincia,  es  el  único  responsable  de  la  pureza  de 
los  actos  electorales  que  en  ella  se  produzcan  du¬ 
rante  la  intervención,  si  aquellos  actos  se  refieren 
á  la  organización  de  los  poderes  públicos  que  han 
reclamado  su  presencio  en  la  Provincia,  ó  si  la 
intervención  ha  ido  por  derecho  propio  del  Gobier¬ 
no  Federal  y  con  propósitos  de  reconstruir  el  go¬ 
bierno  local. 

Hay,  lucra  de  los  ya  estudiados,  otro  caso  en 
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que  el  Gobierno  Federal  puede  intervenir  en  el 
territorio  de  los  Estados,  sin  requisición  de  nadie, 
y  sin  aplicación  de  los  artículos  5*  y  6°  de  la  Consti¬ 
tución,  que  sólo  se  refieren  al  régimen  y  á  las 
instituciones  locales  de  las  provincias. 

Por  la  Constitución  Federal,  el  Presidente  de  la 
República  es  el  encargado  de  hacer  cumplir  las 
leyes  que  dicta  el  Congreso,  reglamentando  los 
prescripciones,  derechos  y  garantías  que  establece 
la  mismo  Constitución. 

En  ejercicio  de  esta  facultad,  el  Gobierno  Nacio¬ 
nal  puede  ir  á  los  estados  federales,  para  hacer 
efectivas  esas  leyes,  cuando  tema  que  los  gober¬ 
nadores  de  provincia  no  cumplan  fielmente  sus 
deberes  de  agentes  naturales  del  Gobierno  Ge¬ 
neral. 

Es  oportuno,  á  este  respecto,  recordar  que  cuan¬ 
do  los  gobiernos  de  provincias  intervienen  en  la 
elección  de  Senadores  y  Diputados  al  Congreso,  no 
desempeñan  funciones  propias  del  gobierno  local, 
ni  siquiera  atribuciones  que  nazcan  de  las  institu¬ 
ciones  provinciales. 

El  P.  E.  de  las  provincias,  cuando  convoca  á 
elecciones  de  Diputados  al  Congreso,  desempeña 
una  función  nacional,  que,  como  agente  del  Go¬ 
bierno  Federal,  le  ha  sido  encomendada  por  una 
ley  nacional. 

En  más  de  una  ocasión,  tratándose  de  esas  elec¬ 
ciones,  y  temiéndose  disturbios  ú  obstrucciones  en 
el  acto  electoral,  el  Presidente  de  la  República  ha 
nombrado  comisionados  nacionales  para  que  pre- 
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sidiernn  el  acto  electoral,  unas  veces  porque  se  tra¬ 
taba  de  la  designación  de  Diputados  al  Congreso, 
otras  porque  se  trataba  de  electores  de  Presidente 
y  Vire  de  la  República. 

l  isos  procederes,  perfectamente  correctos,  del 
P.  K.  Nacional,  no  pueden  propiamente  llamarse 
una  intervención  en  el  territorio  de  las  provincias; 
sino’que  son  simplemente  el  uso  de  un  medio  efi¬ 
caz  para  cumplir,  las  leyes  de  la  Nación,  medio 
cuya  elección  está  librado  á  su  propio  criterio, 
como  siempre  que  ejerce  cualquiera  de  sus  atribu¬ 
ciones  constitucionales. 

En  la  elección  de  los  Senadores  al  Congreso,  las 
legislaturas  de  provincia  tampoco  desempeñan  fun¬ 
ciones  locales,' ni  ejercen  atribuciones  que  les  sean 
peculiarmente  propias.  Obran  como  el  cuerpo  po¬ 
lítico  que  la  Constilución  Nacional  ha  elegido  para 
confiarle  ese  mandato,  como  pudo  haber  determi¬ 
nado  que  aquella  designación  de  Senadares  se  hi¬ 
ciese  por  un  colegio  electoral,  por  elección  de  se¬ 
gundo  grado,  como  lo  ha  dispuesto  para  la  Capital 
de  la  República. 

Si,  con  motivo  de  esa  elección  de  Senadores,  la 
legislatura  local  fuese  remisa  en  el  desempeño  de 
su  cometido,  ó  estuviese  cohibida  por  presión  que 
viniese  de  los  partidos  políticos  ó  de  otros  poderes 
locales,  el  Presidente  déla  República  podría  inter¬ 
venir  en  la  Provincia  en  que  esos  hechos  se  pro¬ 
dujesen,  al  sólo  efecto  de  hacer  posible  y  efectiva 
la  elección  de  aquellos  senadores,  llamados  á  for¬ 
mar  parte  del  Congreso  Nacional. 
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Creo  que  he  esbozado  todas  las  cuestiones  polí¬ 
ticas  que  tienen  relación  con  las  facultades  y  deber 
que  acuerdan  é  imponen  los  artículos  5*  y  6o  de 
la  Constitución  tanto  al  Gobierno  Federal,  como  á 
los  gobiernos  de  provincia. 

En  todo  este  capítulo,  sólo  he  estudiado  esos  ar¬ 
tículos,  en  lo  que  afectan  á  los  poderes  políticos 
de  la  Nación;  es  decir,  en  cuanto  se  refieren  al 
Presidente  de  la  República  y  al  Congreso  Nacional. 

En  cuanto  se  refiere  al  Poder  Judicial  y  á  las 
funciones  de  éste  en  los  casos  de  intervención  del 
Gobierno  Federal  en  las  provincias,  será  éste  el 
motivo  único  y  especial  del  capítulo  siguiente  de 
esta  obra. 
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